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Nota a fallo
Violaciones a los 
derechos humanos  
en Venezuela
La pobreza como factor de discriminación. 
Violencia policial contra hombres jóvenes 
en situación de pobreza. Detenciones sin so-
porte legal ni fáctico. Violación del derecho 
a la vida, integridad personal. Garantías ju-
diciales vulneradas. Hechos que constituyen 
tortura.

1. -	 El Estado de Venezuela violó el dere-
cho a la libertad personal de la víctima 

(art. 7 CADH, numerales 1, 2, 3, 4 y 5, 
en relación con la obligación de respe-
tar los derechos humanos sin discrimi-
nación, que surge del art. 1.1). El actuar 
policial en las tres detenciones de la víc-
tima obedeció a preconceptos que im-
plicaban considerarla, en forma injusti-
ficada, como delincuente o peligrosa, al 
percibir su pertenencia a un grupo eta-
rio, económico y social. Las tres deten-
ciones resultaron discriminatorias y ar-
bitrarias, esto último, porque se realiza-
ron de modo imprevisible y, en un caso, 
por medio de agresiones físicas que re-
sultaron un medio desproporcionado 
para realizar aquellas.

2. -	 La víctima, en el caso, fue detenida por 
funcionarios policiales en tres oportuni-
dades (para ser interrogado por el robo 
de un taxista; detenido “a la orden del 
inspector” de la DIPE; fue aprehendido 
mediante agresiones cuando estaba en 
su residencia, en alusión a un robo), pero 
no consta que en ninguna de las opor-
tunidades los funcionarios hubieran ac-
tuado con base en una orden judicial, ni 
que la víctima fuera sorprendida en deli-
to flagrante. Las circunstancias descrip-
tas no resultan suficientes para tener por 
acreditado que hubo una comunicación 
adecuada de las razones de la detención. 
Tampoco surge que el detenido fuera lle-

vado sin demora ante una autoridad judi-
cial. Por ello, las detenciones no observa-
ron el requisito de legalidad ni cumplie-
ron con las salvaguardas de notificación 
de sus razones y control judicial.

3. -	 Si la víctima fue detenida en múltiples 
oportunidades por la policía, que en dis-
tintas ocasiones la interrogó por hechos 
ilícitos, y sufrió amenazas y agresiones 
por parte de personal policial, la conduc-
ta policial contra ella resultó lesiva de sus 
derechos y tuvo por base concepciones es-
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Si bien en esta sentencia se expide acerca 
de derechos establecidos en la Convención 
Americana que fueron abordados en muchos 
de sus pronunciamientos anteriores, confor-
mando una doctrina consolidada a su respec-
to, estimamos no obstante que de su conteni-
do pueden inferirse interesantes conclusiones 
a tener en cuenta no solo por los estudiosos, 
sino principalmente por quienes litigan ante 
el sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos. Se suma a ello la se-
vera y justificada queja que en ella se efectúa 
sobre el retardo en que incurre la Comisión en 
la solución definitiva de las peticiones que se 
le someten a su decisión.

I. Los hechos del caso. Algunas conclusio-
nes a tener en cuenta por quienes litigan 
ante la Corte IDH, sea en representación de 
las pretensas víctimas, sea del Estado con-
cernido

Tal como lo describe en uno de sus párrafos 
“El caso que se examina en la presente Sen-
tencia versa sobre las ejecuciones sin proceso 
o extrajudiciales de Jimmy Guerrero y Ramón 
Molina, las que, conforme ha aceptado el Es-
tado, y ya ha quedado establecido (supra pá-
rrs. 26 y 32), resultaron violatorias del derecho 
a la vida. Trata también sobre la aducida res-
ponsabilidad del Estado por padecimientos 
de las personas nombradas en los instantes 
previos a sus muertes. Comprende, asimis-

mo, el acoso u hostigamiento policial que el 
señor Guerrero habría sufrido, por medio de 
diversos actos, inclusive agresiones físicas y 

detenciones de él y algunos de sus familiares. 
Incluye la responsabilidad estatal, no contro-
vertida por Venezuela, por la falta de acciones 
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efectivas para la determinación de los hechos 
y de las responsabilidades correspondientes, 
en perjuicio de los derechos a las garantías 
judiciales y a la protección judicial. Abarca 
igualmente, por último, la responsabilidad 
de Venezuela, ya establecida (supra párr. 32), 
por la afectación que los hechos produjeron 
a la integridad personal de familiares de los 
señores Guerrero y Molina” (párr.. 88).

Como bien lo consigna este párrafo, (ídem 
párrs. 26 y 27), el Estado demandado ha re-
conocido su responsabilidad internacional 
por las violaciones a los derechos a la vida 
y a la integridad personal (arts. 4.1 y 5.1, 
Convención Americana), en relación con la 
obligación de respeto de tales derechos esta-
blecida en su art. 1.1.

Otro tanto cabe expresar con relación a 
los derechos a las garantías judiciales y a la 
protección judicial (arts. 8.1 y 25.1, ídem) en 
perjuicio de familiares de las víctimas direc-
tas del caso.

Tal reconocimiento produce plenos efec-
tos jurídicos, de acuerdo con los arts. 62 y 64 
del Reglamento, sostiene el fallo (párr. 31). 
Luego, las violaciones a derechos humanos 
denunciadas quedan establecidas con base 
en el reconocimiento estatal de responsabi-
lidad (párr. 32 y su cita).

Es por ello que, concluye el Tribunal, ha ce-
sado la controversia a su respecto. He aquí una 
primera conclusión a retener a fin de conocer 
las consecuencias procesales emergentes de la 
conducta desplegada por las partes en litigio.

Agrega, asimismo, que la obligación del 
deber de investigar tiene por base argumen-
tos presentados por los representantes de 
las víctimas, adicionales a los señalados en 
el Informe de Fondo de la Comisión Inte-
ramericana (CIDH), los cuales no han sido 
aceptados ni controvertidos en forma direc-
ta por el Estado, comportamiento procesal 
por el que hace valer lo dispuesto sobre este 
particular en el art. 41.3, del Reglamento. O 
sea, una conducta procesal ambigua de la 
contraparte, causa la admisión de tales pro-
banzas. Segunda conclusión.

Admite, sí, que subsiste la controversia 
respecto de la alegada violación de los arts. 1, 

6 y 8 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura por la falta de 
investigación oficiosa de las agresiones que 
habría sufrido Jimmy Guerrero en el mo-
mento del ataque que derivó en su muerte, 
en los términos alegados por la Comisión.

En sentido concordante expresa que las 
afirmaciones estatales sobre medidas de re-
paración puntuales no abarcan la totalidad 
de las solicitudes de reparación formuladas 
por la Comisión y los representantes. Por 
tanto, arriba a igual inferencia que en el pá-
rrafo precedente.

Tales circunstancias procesales unidas a 
que aborda la consideración de violaciones 
a derechos que ya han sido motivo de va-
rios juicios anteriores, mediando por con-
siguiente, una doctrina consolidada acerca 
de los mismos, han facilitado la labor de la 
Corte IDH en el caso en comentario.

Ello igualmente allana la tarea del comen-
tarista al ser aquella suficientemente cono-
cida por los lectores. Por tal motivo estimo 
del caso limitar este trabajo solo a los aspec-
tos del fallo más interesantes, a mi leal saber 
y entender.

II. Consideración de la prueba

En lo atingente a la prueba hace presente 
que, en virtud de lo dispuesto en el art. 57.2 
del Reglamento, ha de admitir prueba su-
perviniente a los hechos del caso. Otra con-
clusión a tener en cuenta.

Admite asimismo la testimonial rendida 
no ante el Tribunal sino en Venezuela, pero 
que no pudo ser documentada notarialmen-
te por las razones que exponen los represen-
tantes de las víctimas, al no ser objetadas por 
la Comisión ni por el Estado demandado. 
Nueva conclusión importante.

Hace valer cuanto hubo constatado en ca-
sos anteriores sometidos a su decisión (Ca-
sos “Uzcátegui y otros c. Venezuela”, párr. 35 
y “Hermanos Landaeta Mejías y otros c. Ve-
nezuela”, párr. 50. La Corte efectuó esta ase-
veración sobre la base del reconocimiento 
estatal, así como de otras fuentes).

En ellos, el tribunal señaló que, para ini-
cios de 2001, en Venezuela “ocurrían eje-
cuciones extrajudiciales y otros abusos por 
parte de las fuerzas policiales, en particular 
por las policías estaduales y municipales”. 

La Corte también consideró señalamientos, 
efectuados en 2003, sobre la “proliferación 
en diversos Estados de Venezuela de grupos 
de exterminio vinculados a las organizacio-
nes policiales, una de cuyas modalidades 
de actuación consistía [...] en una ejecución 
mediante enfrentamientos simulados”.

Analizado este caudal probatorio, el tri-
bunal infiere que: “De las circunstancias 
del caso surge, entonces, que la conducta 
policial contra Jimmy Guerrero, que resultó 
lesiva de sus derechos, conforme se precisa 
más adelante, tuvo por base concepciones 
estereotipadas, que resultaban de atribuir 
a hombres jóvenes en situación de pobre-
za una supuesta peligrosidad, o la probable 
realización de conductas ilícitas” (párr. 97).

En este orden de ideas señala que “Así, 
Jimmy Guerrero efectuó tres denuncias ante 
órganos fiscales y dos presentaciones ante 
la Defensoría del Pueblo. También efectuó 
una declaración ante esa entidad, luego de 
una presentación previa sobre hechos en 
su contra realizada por una vecina de él. La 
Defensoría del Pueblo solicitó medidas de 
protección a favor del señor Guerrero y la 
investigación de posibles violaciones a sus 
derechos” (párr. 56).

Sin embargo, estas solicitudes no fueron 
acogidas favorablemente.

“Dado lo expuesto, la Corte entiende que, 
para 2003, cuando ocurrieron los hechos 
centrales del presente caso, existía en Ve-
nezuela, así como en el Estado Falcón en 
particular, una situación de incremento de 
homicidios y de la violencia policial, que 
afectaba en mayor medida a hombres jóve-
nes en situación de pobreza. A su vez, existía 
un alto grado de impunidad respecto a dicha 
violencia” (párr. 53).

“En relación con lo anterior, conforme 
ya ha advertido este Tribunal, en atención 
al principio de no discriminación, los Esta-
dos ‘no puede[n] permitir por parte de sus 
agentes, ni fomentar en la sociedad, prácti-
cas que reproduzcan el estigma de que [...] 
jóvenes pobres están condicionados a la de-
lincuencia, o necesariamente vinculados al 
aumento de la inseguridad ciudadana’. Por el 
contrario: tienen ‘la obligación de asegurar 
la protección de los [...] jóvenes afectados 
por la pobreza que estén socialmente mar-
ginados y, especialmente, evitar su estigma-
tización social como delincuentes’. La Corte 

considera que el presente caso refleja el in-
cumplimiento de estos deberes, y que los he-
chos que vulneraron los derechos de Jimmy 
Guerrero tuvieron un sustento discriminato-
rio, en el que confluyeron, de modo intersec-
cional, factores diversos, vinculados a la po-
breza y a la ‘edad, que hacen a la ‘condición 
social” atribuida a la víctima, en los términos 
del artículo 1.1 de la Convención” (párr. 98).

Este seguimiento policial de que era vícti-
ma Jimmy Guerrero me recuerda aquel cali-
ficativo empleado por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos (TEDH) en el caso 
“Guzzardi” —fallado el 6 de noviembre de 
1980— a saber, la “vigilancia especial”, que es-
timó violatoria de la libertad personal, pues la 
prohibición de privación de libertad no se li-
mita a la clásica detención y con mayor razón, 
a la “aprehensión sin orden”, como lo ha sido 
Guerrero. Calificativo que, en mi modesta 
opinión, bien le cabía a aquellos funcionarios 
que figuraban en un formulario elaborado 
por algún personaje de la Administración Na-
cional calificados de “políticamente expues-
tos”. Y lo más serio aún es que debían respon-
der a la consulta “bajo juramento”, que no está 
ni puede estarlo con relación, porque nadie 
está obligado a declarar contra sí mismo, me-
nos bajo juramento. La única reglamentación 
legal es la relativa a la declaración testifical. 
Dejo para otra ocasión su encuadre en el lla-
mado “derecho penal del enemigo”.

III. La obligación de respetar y garantizar 
los derechos humanos sin discriminación

Según surge de la prueba colectada y la pro-
pia aceptación del Estado, el caso bajo análisis 
se inserta en un contexto de violencia policial, 
con altos índices de impunidad, contra hom-
bres jóvenes en situación de pobreza.

A criterio del Tribunal “el empleo de razo-
namientos estereotipados por parte de las 
fuerzas de seguridad puede dar lugar a ac-
tuaciones discriminatorias. En ese sentido, 
que tales fuerzas sustenten de hecho su ac-
tuación en ‘perfiles’ de las personas basados 
en estereotipos, tal como puede ser atribuir 
a alguien la sospecha de un comportamien-
to ilícito por ser joven o pobre, puede dar 
lugar a acciones discriminatorias lesivas de 
los derechos de la persona afectada. Las mis-
mas pueden implicar el irrespeto directo de 
los derechos o también su falta de garantía, 
inclusive en el marco de procesos judiciales, 
por ejemplo, cuando la falta de actuación 
respecto a violaciones a derechos humanos 

tereotipadas, que resultaban de atribuir a 
hombres jóvenes en situación de pobreza 
una supuesta peligrosidad o la probable 
realización de conductas ilícitas.

4. -	 La pobreza es una condición que adquie-
re protección contra la discriminación a 
través del art. 1.1 CADH. Se vincula a la 
“posición económica”, señalada en for-
ma expresa por la disposición normativa, 
así como a otras categorías de protección 
misma ella referidas, como el origen so-
cial u otra condición social.

5. -	 La edad configura una “condición social” 
y, por tanto, una categoría protegida por 
el art. 1.1 CADH. La prohibición de discri-
minación relacionada con personas jóve-
nes se encuentra tutelada por la norma.

6. -	 El Estado de Venezuela violó el art. 5 
CADH, en sus numerales 1 y 2, en rela-
ción con su obligación de respetar los de-
rechos sin discriminación, prevista en el 
art. 1.1, y los arts. 1 y 6 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancio-

nar la Tortura. Es evidente la intenciona-
lidad de los vejámenes infringidos que 
se enmarcan en un contexto de violencia 
policial contra hombres jóvenes en si-
tuación de pobreza, que tiene por base 
el prejuicio de que tales personas, por su 
pertenencia a un sector social, resulta-
ban “peligrosas”. Estuvieron motivados 
en una animadversión y ensañamiento 
contra la víctima, por considerarla un 
riesgo para la sociedad. Esto se  muestra 
así, dado que tales agresiones tuvieron 
como antecedentes varios otros actos 
policiales de hostigamiento y violación 
de sus derechos, y queda confirmado 
por el hecho de que el personal policial, 
al agredir al detenido, le decía que él era 
“antisocial” y “peligroso”.

7. -	 El Estado de Venezuela violó el art. 5 
CADH, en sus numerales 1 y 2, en rela-
ción con su obligación de respetar los 
derechos sin discriminación, prevista en 
el art. 1.1. Resulta particularmente grave 
el ensañamiento de los funcionarios po-
liciales con el cuerpo sin vida de la vícti-
ma, lo cual es otra manifestación de la 
violencia policial contra hombres jóvenes 
en situación de pobreza, y además refleja 

la convicción de los agresores de que su 
conducta no les acarrearía consecuen-
cias ulteriores, debido al alto grado de 
impunidad que caracterizaba estas agre-
siones. Infligieron un trato denigrante al 
cuerpo al golpearlo y arrastrarlo atado a 
un automóvil.

8. -	 Venezuela vulneró los derechos a las ga-
rantías judiciales y a la protección judicial 
(arts. 8.1 y 25.1 CADH y los arts. 1, 6 y 8 de 
la Convención Interamericana para Pre-
venir y Sancionar la Tortura), en perjui-
cio de un joven en situación de pobreza, 
que fue detenido arbitrariamente y sus 
familiares, por la falta de investigación 
tras las denuncias hechas por la víctima. 
La conducta estatal omisiva respecto al 
cumplimiento del deber de investigación 
principió cuando él estaba vivo y tam-
bién lesionaron los derechos de sus fa-
miliares. El incumplimiento del deber de 
investigar se vinculó con un contexto de 
impunidad de actos de violencia policial 
y de discriminación a sus víctimas en el 
acceso a la justicia.

9. -	 Si los hechos del caso permanecen en 
la impunidad, el Estado está obligado a 

combatir esta situación por todos los me-
dios legales disponibles, ya que la impu-
nidad propicia la repetición crónica de las 
violaciones de derechos humanos y la in-
defensión de las víctimas.

Corte IDH, 03/06/2021. - Guerrero, Molina y 
otros c. Venezuela. Serie C 424.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/110806/2021]
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sufridas por ciertas personas se debe a una 
normalización o naturalización de las con-
diciones o actos discriminatorios a los que 
frecuentemente se ven sometidas” (párr. 94).

En un párrafo anterior anota que “la Con-
vención Americana, en su artículo 1.1, man-
da a los Estados a respetar los derechos y li-
bertades que reconoce, y a garantizar su ple-
no ejercicio a ‘toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna 
por motivos de raza, color, sexo, idioma, reli-
gión, opiniones políticas o de cualquier otra 
índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social’. Se trata de una norma de 
carácter general, cuyo contenido se extiende 
a todas las disposiciones del tratado. De ese 
modo, como ya ha advertido este Tribunal, 
‘cualquiera que sea el origen o la forma que 
asuma, todo tratamiento que pueda ser con-
siderado discriminatorio respecto del ejerci-
cio de los derechos garantizados en la Con-
vención, es per se incompatible con la mis-
ma’. Por ello, la inobservancia del Estado de 
las obligaciones previstas en el artículo 1.1 
citado, por medio de cualquier tratamiento 
discriminatorio, genera la responsabilidad 
estatal” (párr. 91).

“La Corte ha señalado que resultan dis-
criminatorias las lesiones a derechos basa-
das en la pertenencia, real o supuesta, de 
una persona a un grupo con características 
determinadas. En este sentido, conforme 
ha expresado este Tribunal, ‘la discrimina-
ción efectuada en razón de una de las ca-
tegorías señaladas a título ilustrativo en el 
artículo 1.1 de la Convención, amerita una 
particular o peculiar consideración’, en tanto 
que el respectivo hecho ilícito que su ejerci-
cio significa tiene lugar en razón de caracte-
rísticas de la víctima, o de lo que ella ‘repre-
senta o parece ser y que es lo que la distingue 
de las demás personas’. Así, por ejemplo, la 
Corte ha indicado que la violencia contra la 
mujer por su condición de tal resulta discri-
minatoria, y que tienen también ese carácter 
la lesión a derechos de una persona por su 
identidad de género, expresión de género u 
orientación sexual, o con base en perfiles ra-
ciales, entre otros” (párr. 92).

En el párrafo que sigue determina el en-
cuadramiento convencional de los concep-
tos “joven” y “pobre”:

“En relación con lo anterior, la pobreza es 
una condición que adquiere protección con-
tra la discriminación a través del artículo 1.1 
de la Convención Americana. En ese senti-
do, se vincula a la ‘posición económica’, se-
ñalada en forma expresa por la disposición 
normativa, así como a otras categorías de 
protección aludidas por la misma, como el 
‘origen social’ u ‘otra condición social’. Del 
mismo modo, la edad configura también 
una ‘condición social’ y, por tanto, una cate-
goría protegida por la disposición indicada. 
En este sentido, la prohibición de discrimi-
nación relacionada con personas jóvenes, se 
encuentra tutelada por la Convención Ame-
ricana. Al respecto, la Corte advierte que los 
hechos del caso, vinculados al contexto esta-
blecido de violencia policial contra hombres 
jóvenes en situación de pobreza, muestran 
que las violaciones a derechos humanos 
cometidas contra Jimmy Guerrero tuvieron 
por base la percepción de que él pertenecía 
al grupo poblacional determinado por esas 
características” (párr. 93).

IV. Distinción entre “ilegalidad “ y arbitra-
riedad”. El encuadre de los preconceptos y 
estereotipos

Se ocupa de este tema en el párrafo 104, 
en el que expresa “La ilegalidad de una pri-

vación de libertad se presenta cuando no se 
observa la normativa interna aplicable, tan-
to en el aspecto material como formal. La 
arbitrariedad, por su parte, no se equipara 
a la contradicción con la ley, sino que resul-
ta más amplia, pues incluye elementos de 
incorrección, injusticia e imprevisibilidad. 
Así, resulta arbitraria la privación de libertad 
ejecutada por ‘causas y métodos que —aun 
calificados de legales— puedan reputarse 
como incompatibles con el respeto a los de-
rechos fundamentales del individuo por ser, 
entre otras cosas, irrazonables, imprevisi-
bles o faltos de proporcionalidad’. El uso de 
preconceptos sobre una persona o su com-
portamiento, o el empleo de razonamientos 
estereotipados por parte de las fuerzas de 
seguridad, por ejemplo, sobre la supuesta 
peligrosidad de ciertos grupos sociales y la 
pertenencia de una persona a los mismos, 
puede dar lugar a actuaciones discriminato-
rias que serán, por consiguiente, manifiesta-
mente irrazonables y arbitrarias”.

Ejemplo de esta diferenciación figura más 
adelante.

El TEDH acentuó la importancia funda-
mental de las garantías que aseguran a los 
individuos el derecho a estar exentos en de-
mocracia de una detención arbitraria y que 
las circunstancias por las que una persona 
puede ser privada de su libertad deben ser 
interpretadas restrictivamente por constituir 
excepción a una de las garantías más básicas 
de la libertad individual y sujeta siempre al 
escrutinio judicial para asegurar la respon-
sabilidad de las autoridades por tal acto. 
Agregó que la detención secreta o clandes-
tina es una negación absoluta de esas ga-
rantías y una grave violación de la libertad 
personal, por lo que las autoridades deben 
tomar medidas efectivas para evitar los ries-
gos de desaparición (Caso “Kurt c. Turquía”, 
sentencia de mayo 25 de 1998).

Es jurisprudencia consolidada de este tri-
bunal que en cualquier caso de privación 
de la libertad, se deberá verificar si se llevó 
a cabo según el procedimiento establecido 
por el derecho interno y si tal procedimiento 
es apropiado, justo y compatible con la nor-
mativa de la Convención Europea o Conven-
ción de Roma (casos “De Wilde, Oomns y 
Versip c. Bélgica, 1970/71) (1).

V. El derecho a la integridad personal. Im-
plicancias. La Convención Internacional 
para Prevenir y Sancionar todo acto de Tor-
tura y otros Tratos Crueles, Inhumanos o 
Degradantes (CIPST). El trato a las perso-
nas muertas

Para la Corte “La violación del ar-
tículo 5.2... implicará necesariamente la le-
sión al artículo 5.1, pues este reconoce, en 
términos generales, el derecho a la integri-
dad personal, y aquel prevé prohibiciones 
específicas para su tutela. Por otra parte, las 
obligaciones generales que se derivan del 
artículo 5 de la Convención son, en lo perti-
nente, ‘reforzadas por las obligaciones espe-
cíficas derivadas de la CIPST. Sus artículos 1 
y 6... refuerzan la prohibición absoluta de la 
tortura y las obligaciones del Estados para 
prevenir y sancionar todo acto o intento de 
tortura y otros tratos crueles, inhumanos y 
degradantes en el ámbito de su jurisdicción” 
(párr. 114).

Ahora bien, evaluando la prueba produci-
da, la Corte entiende que solo las agresiones 
que sufrió el 17 de febrero de 2003 merecen 
ser analizadas a fin de determinar si se co-
metieron actos vedados por el artículo 5.2 
de la Convención. En cambio los ocurridos 
entre e1 16 de agosto de 2001 y el 6 de mar-
zo de 2003, consistentes en amenazas, hos-
tigamientos, detenciones, o allanamientos, 
pueden ser susceptibles, en sí mismas, de 
generar sufrimientos físicos o mentales de 
la severidad requerida para configurar tor-
turas. No obstante, no resultan irrelevantes, 

porque forman parte de una serie de actos 
cometidos contra el señor Guerrero por per-
sonal policial y por tanto coadyuvan a dar 
cuenta del propósito de las agresiones co-
metidas el 17 de febrero de 2003, así como 
de la severidad del sufrimiento mental que 
produjeron (párr. 115).

“A juicio del Tribunal, la forma en que se 
produjeron los hechos muestra que hubo 
una continuidad casi inmediata entre el ini-
cio del ataque contra los señores Guerrero y 
Molina y los primeros impactos de bala que 
recibieron. Dadas tales particulares circuns-
tancias, el temor que ellos probablemente 
experimentaron, en esos momentos inicia-
les del ataque, no puede contemplarse como 
una lesión distinta a la propia agresión ho-
micida que sufrieron. Por lo tanto, la respon-
sabilidad estatal por tal sufrimiento queda 
comprendida en la violación de Venezuela 
al derecho a la vida de ambas víctimas, y no 
configura un incumplimiento propio de las 
obligaciones estatales respecto al derecho la 
integridad personal (párr. 125).

“Sin que obste a lo expresado, resulta par-
ticularmente grave el ensañamiento de los 
funcionarios policiales con el cuerpo del se-
ñor Guerrero, lo cual es otra manifestación 
de la violencia policial contra hombres jóve-
nes en situación de pobreza, y además refleja 
la convicción de los agresores de que su con-
ducta no les acarrearía consecuencias ulte-
riores, debido al alto grado de impunidad 
que caracterizaba estas agresiones (supra 
párrs. 52 y 53). Los actos en cuestión, mues-
tran que los funcionarios policiales infligie-
ron un trato denigrante al cuerpo de Jimmy 
Guerrero al golpearlo y arrastrarlo atado a 
un automóvil. La Corte ya ha indicado que el 
modo en que se trate a cuerpos de personas 
fallecidas puede, según las circunstancias 
del caso, dar cuenta de un trato denigrante 
en perjuicio de la persona fallecida, así como 
de sus familiares y entiende que es lo que ha 
ocurrido en este caso” (párr. 127).

VI. La independencia e imparcialidad de los 
órganos intervinientes. Extensión

“La Corte ha señalado que los criterios de 
independencia e imparcialidad se extienden 
también a los órganos no judiciales a los que 
corresponda la investigación previa al pro-
ceso judicial, realizada para determinar las 
circunstancias de una muerte y la existencia 
de suficientes indicios para interponer una 
acción penal” (párr. 141).

He aquí la necesidad legal que esas acti-
vidades se lleven a cabo por otro organismo 
diferente —o no vinculado— a aquel com-
prometido en los hechos objeto de esa in-
vestigación.

VII. La investigación. Obstáculos. Derecho 
a participación de víctimas o sus familiares 
en ella

La Corte ha expresado que “toda auto-
ridad estatal debe cooperar, apoyar o co-
adyuvar, en el ámbito de su competencia, 
a la debida investigación de los hechos, de 
conformidad con las obligaciones derivadas 
de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de 
la misma” (párr. 145).

“También ha señalado este Tribunal que 
‘durante el proceso de investigación y el trá-
mite judicial, las víctimas de violaciones de 
derechos humanos o sus familiares, deben 
tener amplias oportunidades para participar 
y ser escuchados’“ (párr. 146).

Además, “para garantizar un debido pro-
ceso, el Estado debe facilitar todos los me-
dios necesarios para proteger a los opera-
dores de justicia, investigadores, testigos y 
familiares de las víctimas de hostigamientos 
y amenazas que tengan como finalidad en-
torpecer el proceso, evitar el esclarecimiento 

de los hechos o encubrir a los responsables 
de los mismos” (párr. 47).

“Por lo expuesto, resulta claro que las au-
toridades a cargo de la investigación, en di-
versas oportunidades a lo largo de cerca de 
13 años, entre 2003 y 2016, dispusieron la 
producción de diversas diligencias de prue-
ba y reiteraron solicitudes para que se rea-
licen, sin que, en su mayoría, se efectuaran. 
Por el contrario, algunos documentos se per-
dieron y la ejecución de algunas medidas de 
prueba devino imposible. La Corte entiende 
que la falta de implementación oportuna de 
acciones requeridas, o su excesiva demora, 
por parte de la Policía y del CICPC, según el 
caso, constituyeron conductas que conlleva-
ron la obstaculización o el entorpecimiento 
de la investigación” (párr. 149).

“Por otra parte, hubo múltiples solicitudes 
a las autoridades, de parte de la familia de 
Jimmy Guerrero, formuladas por su herma-
no Jean Carlos, para acceder a información 
sobre diversas actuaciones, que no consta 
que fueran satisfechas” (párr. 150).

“La Corte entiende que la negativa de las 
autoridades a cargo de las actuaciones a 
brindar información a familiares de las vícti-
mas de un hecho ilícito, así como la circuns-
tancia de que fueran objeto de amenazas, 
resultan obstaculizaciones a la participación 
de tales personas en los procesos internos, 
que no solo redundan en una lesión a sus 
derechos en el marco de los mismos, sino 
también en un perjuicio a las posibilidades 
de su efectividad” (párr. 152).

Sobre tal base concluye la Corte que en el 
caso hubo conductas de dependencias esta-
tales que implicaron un obstáculo al avance 
de las investigaciones y a la participación de 
los familiares en el proceso (párr. 153)

A su turno, el TEDH sustentó que la demo-
ra en la realización de las pericias dispuestas 
en juicio genera la responsabilidad judicial, 
por lo que se lesiona el debido proceso al no 
respetarse el plazo razonable de duración de 
los juicios (caso “Musial c. Polonia”, senten-
cia de marzo 25 de 1999).

VIII. Reparaciones. Alcances

Acerca de este tópico, sostuvo: “Sobre la 
base de lo dispuesto en el artículo 63.1 de 
la Convención, y como también se relacio-
na con el artículo 28 del misma, la Corte ha 
indicado que toda violación de una obli-
gación internacional que haya producido 
daño comporta el deber de repararlo ade-
cuadamente, y que esa disposición recoge 
una norma consuetudinaria que constituye 
uno de los principios fundamentales del De-
recho Internacional contemporáneo sobre 
responsabilidad de un Estado. Este Tribunal 
ha considerado la necesidad de otorgar di-
versas medidas de reparación, a fin de resar-
cir los daños de manera integral, por lo que, 
además de las compensaciones pecuniarias, 
las medidas de restitución, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición 
tienen especial relevancia. Además, ha esta-
blecido que las reparaciones deben tener un 
nexo causal con los hechos del caso, las vio-
laciones declaradas y los daños acreditados, 
así como con las medidas solicitadas para 
repararlos” (párr. 163).

Luego, efectúa una concreta referencia 
al derecho internacional público general o 
consuetudinario para fundar su criterio.

Postula, asimismo que toda reparación, 
para ser tal, debe ser integral.

IX. Obligaciones de investigar y sancionar a 
los responsables. La cosa juzgada írrita

Atinente a esta carga estatal, afirma que 
el Estado concernido debe llevar a cabo en 
un plazo razonable las investigaciones y pro-

(1) Ver HITTERS, Juan Carlos y FAPPIANO, Oscar L., 
“Derecho internacional de los Derechos Humanos”, 
Ediar, Buenos Aires, 2007/12, t. I. Vol. 2, párrs. 312 y 313.



4 | Martes 19 de julio de 2022

cesos penales correspondientes, con el fin 
de individualizar, identificar, juzgar y, en su 
caso, sancionar a las personas responsables 
de las muertes de Jimmy Guerrero y Ramón 
Molina, así como de las torturas y posibles 
torturas que padeció el primero, y de los ac-
tos de hostigamiento, allanamiento, amena-
zas y detenciones ilegales y arbitrarias que 
denunció o refirió en presentaciones ante 
autoridades, de acuerdo con lo previsto en el 
derecho interno y que el sobreseimiento dic-
tado en el caso no constituya un obstáculo a 
las actuaciones (párr. 169).

O sea, por un lado, la obligación en co-
mentario comprende la sanción a los res-
ponsables de los hechos infractores de la 
Convención Americana, sanción que no se 
limita a los casos penales sino que compren-
de igualmente aquellos no penales, como 
ser, por ejemplo, el retardo injustificado en 
que se incurre en sede administrativa o judi-
cial en la definición de solicitudes de jubila-
ciones, laborales, usuarios y consumidores, 
etc. Por ello, resulta, si no necesario, al me-
nos conveniente que se la incorpore como 
una petición más de las demandas corres-
pondientes que ha de redundar en beneficio 
del justiciable. Al igual que la garantía de no 
repetición, que trato más adelante. Parece 
utópico cuanto postulo, pero si no se plantea 
concretamente, seguiremos en la utopía; y 
cuanto impone esta garantía es hacerla efec-
tiva en la realidad de los hechos, que para 
eso ha sido reconocida y establecida. Los he-
chos son los concluyentes.

A tal fin, agrega que “El Estado debe, ade-
más:

a) asegurar que los distintos órganos del 
sistema de justicia involucrados en el caso 
cuenten con los recursos humanos y mate-
riales necesarios para desempeñar sus ta-
reas de manera adecuada, independiente e 
imparcial, y que las personas que participen 
en la investigación, entre ellas víctimas, tes-
tigos y operadores de justicia, cuenten con 
las debidas garantías de seguridad;

b) procurar una actuación que observe 
la debida diligencia, que implique el segui-
miento de líneas lógicas de investigación y la 
consideración del contexto y antecedentes 
de los hechos, y que todas las autoridades 
estatales estén obligadas a colaborar en la 
recaudación de la prueba, por lo que debe-
rán brindar a la autoridad judicial, fiscal y/u 
otras autoridades correspondientes toda la 
información que requieran y abstenerse de 
actos que impliquen la obstrucción para la 
marcha del proceso investigativo, y

c) asegurar el pleno acceso y capacidad de 
actuar de los familiares de Jimmy Guerrero y 
Ramón Molina en todas las etapas de las in-
vestigaciones, de acuerdo con la ley interna 
y las normas de la Convención Americana 
(párr. 169).

El apartado “a)” también es abordado por 
el TEDH según se verá más adelante.

Y por el otro, los obstáculos a la investi-
gación que derivaron incluso en un sobre-
seimiento dictado en contravención a las 
obligaciones estatales bajo la Convención 
Americana (párr. 170).

Es decir, ratifica su admisión de la cosa 
juzgada írrita reconocida por primera vez en 
el caso “Carpio Nicoll c. Guatemala”. Por ello, 
como parte de la obligación de investigar, or-
dena al Estado que, “en un plazo razonable, 
de conformidad con lo que el derecho inter-
no prevea, lleve adelante los procedimien-
tos pertinentes tendientes a determinar las 
eventuales responsabilidades disciplinarias 

o administrativas de funcionarios estatales 
por las circunstancias aludidas” (párr. 170).

Es conveniente que se incorpore como 
una causal más del recurso de revisión que 
contemplan las leyes procesales esta deter-
minación de la Corte IDH. Así lo ha hecho, 
por ejemplo, el actual Código Procesal Penal 
de la Nación, que por un motivo u otro —o 
por ninguno— aún se ha puesto en total vi-
gencia.

X. La publicación de la sentencia

También reitera su doctrina consistente en 
ordenar la publicación de su sentencia, acla-
rando que la misma debe serlo “en un tamaño 
de letra legible y adecuado, lo siguiente: a)  el 
resumen oficial de la presente Sentencia ela-
borado por la Corte, por una sola vez, en los 
dos periódicos de mayor circulación nacional 
en Venezuela, y b) la presente Sentencia en su 
integridad, que esté disponible por el período 
de un año, en el sitio web oficial del Ministerio 
del Poder Popular para las Relaciones Interio-
res, Justicia y Paz, el Cuerpo de Investigaciones 
Científicas, Penales y Criminalísticas (CICPC) 
y las Fuerzas Armadas Policiales del Estado 
Falcón, informando de todo ello oportuna-
mente a la Corte IDH (párr.. 174).

XI. Otras reparaciones (2)

Tomando nota de las declaraciones de fa-
miliares de las víctimas en el sentido que ellos 
eran un sustento económico importante para 
sus familias, ordena al Estado otorgar becas 
de estudio en favor de los hijos de ambos, 
mediante un estipendio mensual que cubra 
enteramente los gastos relacionados con sus 
estudios en instituciones públicas de educa-
ción en Venezuela (párr. 175).

Agrega de seguido que las becas no de-
berán estar condicionadas a la obtención 
de calificaciones, ni tampoco depender del 
mantenimiento de un desempeño acadé-
mico determinado, y deberán ser otorgadas 
a las personas beneficiarias, en atención a 
su calidad de víctimas. Cubrirán la educa-
ción de dichas personas beneficiarias hasta 
la conclusión de los estudios secundarios 
y/o posteriores, incluso superiores técnicos 
o universitarios, debiendo cubrir todos los 
gastos para su completa finalización, inclu-
yendo el material académico o educativo, 
así como los gastos de manutención. Fija los 
plazos para que las víctimas o sus represen-
tantes den a conocer al Estado su voluntad 
de recibirlas sea para los estudios secunda-
rios, sea sobre el nivel técnico o universitario 
(párr. 176).

XII. Garantía de no repetición

Una vez más consagra en este caso la ga-
rantía de no repetición, incorporando las 
medidas que estima necesario para su con-
creción en la práctica y fija un plazo para 
que el Estado instrumente las medidas que 
también indica, relacionadas especialmente 
a las personas jóvenes y en contexto de po-
breza (Párrs. 177 y ss.).

Reitero mi criterio acerca de la convenien-
cia, si no la necesidad, de incorporar esta ga-
rantía como un acápite más de la petición, en 
toda demanda, en sede interna del Estado, que 
se promueva sobre casos no penales.

XIII. Publicidad de información sobre los re-
sultados

Ordena asimismo al Estado que publique 
anualmente un informe oficial con los datos 
relativos a las muertes producidas por parte 
de fuerzas policiales en todos los Estados del 
país y la identificación de las personas falle-

cidas en dichas circunstancias, incluyendo 
revelación de nombre, edad, sexo o género, 
lugar de residencia y condición social, en-
tre otros. Contendrá información sobre las 
investigaciones realizadas respecto a cada 
incidente resultante en la muerte de un civil 
o de un integrante de fuerzas policiales. La 
documentación o información ser pública y 
accesible a investigadores independientes.

XIV. Indemnizaciones compensatorias. Per-
sonas comprendidas

Como es de práctica en sus sentencias, la 
Corte procede a fijar las indemnizaciones 
compensatorias de los daños causados a los 
familiares de Guerrero y Molina, es decir, 
reconoce a tales personas la condición de 
víctimas indirectas tal como lo hace la clási-
ca declaración de Naciones Unidas referida 
a las víctimas de los delitos y del abuso de 
poder.

Nuestro Código Penal contiene un Título 
(el IV) específicamente referido a la repara-
ción de los perjuicios causados sea a la víc-
tima, sea a su familia o incluso a un tercero 
(art. 29.2). Datando su sanción legislativa 
de la década de los años ‘20 del siglo pa-
sado, se adelantó en el tiempo a la Decla-
ración de Naciones Unidas sobre la misma 
temática.

Es cierto que este precepto consigna que 
la sentencia condenatoria “podrá”, pero tal 
término no puede interpretarse como una 
suerte de opción por parte del juez o tribu-
nal, porque constituye “un poder-deber” de 
ellos; esto es, tienen el “deber” de reparar, 
para lo cual se les confiere el “poder” corres-
pondiente. De otro lado, esa es la interpreta-
ción que respeta el principio “pro persona” 
que rige en la materia.

Por lo mismo, tal normativa —que incluye 
como obligado a toda persona que partici-
pe a título lucrativo de los efectos del delito 
(art. 32 ídem) —, debe aplicarse aunque las 
víctimas no participen en carácter de quere-
llantes, particulares damnificados o calidad 
análoga; personalidad que no todas las leyes 
procesales penales del hemisferio contem-
plan, autorizan o reconocen a favor de las 
víctimas y sus familiares.

La Corte IDH amplía el concepto de vícti-
ma en los casos “Blake c. Guatemala” (sen-
tencia sobre el fondo, de enero de 1998); 
““Villagrán Morales” —el difundido caso de 
“los niños de la calle” — (sentencia de no-
viembre de 1999) y “Bámaca Velázquez” (3).

XV. Las obligaciones de reconocimiento y 
de garantía de los derechos

Como dije en una oportunidad ante-
rior (4), la nota característica de las viola-
ciones a los derechos humanos es que ellas 
se cometen desde el poder público, con su 
anuencia o, al menos, con su tolerancia, pues 
se trata de derechos que se ejercen frente al 
Estado, proveyendo a su titular de medios 
para defenderse contra el ejercicio arbitrario 
del poder público. El Estado, en consecuen-
cia, está obligado a respetar esos derechos y 
a garantizar su pleno goce y ejercicio.

El respeto impone la adecuación del siste-
ma jurídico para asegurar su efectivo goce y 
ejercicio. También representa que deba con-
siderarse ilícita toda acción u omisión de un 
agente del Estado que lesione esos derechos 
prevalido de los medios o poderes de que 
dispone en su carácter de funcionario pú-
blico. El “abuso de poder”, a que alude la ya 
mencionada Declaración de ONU y la trai-
ción a la “confianza legítima” que el pueblo 
a depositado en él.

El art. 73 constitucional consagra el “prin-
cipio de confianza legítima” derivado del de 
buena fe. Desde Roma el “no dañar a otro” 
(neminem non laedere) constituye uno de los 
ingredientes de la justicia.

Ocurre que la ley 26.097, que aprueba la 
Convención de Naciones Unidas contra la 
Corrupción, no ha sido tomada en cuenta 
por la legislación ni por la Administración.

Otro tanto sucede con la Convención In-
teramericana contra la Corrupción (CICC), 
aprobada por ley 24.759.

Estas normas modifican explosivamente 
el régimen de la ley de administración fi-
nanciera del Estado, reforman sustancial-
mente los deberes y facultades de los agen-
tes públicos; modifican el régimen de las 
facultades regladas y discrecionales de la 
administración.

Ahora la CICC, norma supralegal opera-
tiva, impone una obligación de resultado, 
cual es la eficiencia del gasto o inversión 
pública en la contratación estatal. Por 
ende, la ineficiencia es ilegal y genera res-
ponsabilidad.

La CICC exige un “correcto, honorable y 
adecuado cumplimiento de las funciones 
públicas”.

Mientras el sistema penal argentino y ex-
tranjero deciden qué hacer con las viola-
ciones penales alcanzadas por la CICC, los 
funcionarios administrativos y magistrados 
judiciales harán bien en comenzar a aplicar-
la en el derecho administrativo.

La Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción, en los autos “Colegio Público de 
Abogados de la Capital Federal c/ Estado 
Nacional”, remitiéndose a lo sostenido por 
el convencional García Lema en el seno 
de la constituyente de 1994, recordó que 
el principio de eficiencia fue una de las 
“ideas-fuerza” de la reforma constitucio-
nal de ese año.

Nos dice una colega nuestra que la con-
fianza legítima es expresión de la buena fe. 
Con la noción de confianza legítima se alu-
de a la situación de un pueblo munido de 
una expectativa justificada de obtener de 
sus gobernantes una conducta respetuosa 
de la constitución y las leyes, derivada de la 
conducta de estos últimos en el sentido de 
fomentar tal expectativa.

La base de una nueva concepción de los 
vínculos que los poderes públicos (Poder 
Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial) 
y los entes de autoridad, en general, poseen 
frente a los ciudadanos, cuando mediante su 
conducta, revelada en sus declaraciones, ac-
tos y doctrina consolidada, pone de manifies-
to una línea de actuación que la comunidad o 
sujetos específicos de ella, esperan ese com-
portamiento.

Las funciones o propósitos del Derecho, 
encaminadas a garantizar la paz social, deben 
alumbrar en todo momento la gestión de los 
integrantes de ese orden jurídico, como repre-
sentantes de un orden democrático orientado 
al bienestar general, como pregona nuestro 
preámbulo y es en la expectativa de ese bien-
estar, de la conducta deseada por el admi-
nistrado respecto a las autoridades en donde 
juegan un papel primordial también los prin-
cipios generales del derecho.

El poder es legítimo solo en la medida que 
se encuentre al servicio de los derechos. La 
idea de su constitucionalización se relacio-
na, fundamentalmente, con la idea de su ga-
rantía o protección (dimensión subjetiva), 
pero también posee un aspecto de legiti-
mación del poder y fundamento del sistema 
(dimensión objetiva). Este doble carácter 
ha sido reconocido por diversas sentencias 

(2) Ampliar en HITTERS, Juan Carlos y FAPPIANO, 
Oscar L., “Derecho internacional de los Derechos Hu-
manos”, Ediar, Buenos Aires, 2007/2012, t. II. Vol. 3, pá-

rr.394.i) y Cap. XXVIII.
(3) Ampliar en, HITTERS, Juan Carlos y FAPPIANO, 

Oscar L., “Derecho internacional de los Derechos Huma-

nos”, Ediar, Buenos Aires, 2007/12, t. II. Vol. 3, párr. 394).
(4) “El derecho de los derechos humanos”, Ed. Ábaco 

de Rodolfo Depalma, Bs. As., 1977, cap. IV. 
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del Tribunal Constitucional Español (STC 
25/81; 53/85) (5).

Ello representa que “el Estado está en el 
deber jurídico de prevenir, razonablemente, 
las violaciones de los derechos humanos, de 
investigar seriamente con los medios a su al-
cance las violaciones que se hayan cometido 
dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de 
identificar a los responsables, de imponer-
les las sanciones pertinentes y de asegurar a 
la víctima una adecuada reparación” (Corte 
IDH, caso “Velásquez Rodríguez c. Honduras”, 
29/07/1988, párr. 174).

Va de suyo que el incumplimiento de las 
obligaciones contraídas en virtud de la rati-
ficación de un tratado internacional genera 
la consiguiente responsabilidad estatal. Res-
ponsabilidad que es la resultante necesaria 
de un derecho. Todos los derechos de carácter 
internacional comprenden la responsabilidad 
estatal. A su vez si la obligación en cuestión no 
es satisfecha, la responsabilidad conlleva la 
obligación de reparar en forma adecuada. Por 
consiguiente, la reparación es el complemen-
to inescindible del incumplimiento del Estado 
a una convención o compromiso internacio-
nal.

“Es un principio de derecho internacional 
generalmente reconocido, que el incumpli-
miento de un compromiso por parte del Es-
tado involucra una obligación de reparación” 
(CorteIDH, caso “Aloeboetoe y otros c/Surina-
me, reparaciones, art. 63.1 Convención Ame-
ricana”, 10/09/1993, párr. 43).

Este principio ha sido receptado por la Con-
vención Americana en su art. 63.1; por eso 
pudo decir de él la Corte IDH que “este ar-
tículo constituye una norma consuetudinaria, 
que es además, uno de los principios funda-
mentales del derecho de gentes” (CorteIDH, 
caso “Aloeboetoe y otros c/Suriname”, cit., 
párr. 43). Se reitera la invocación del derecho 
internacional general o consuetudinario.

Comentando el contenido del art. 1 de la 
Convención Americana, sostuvo la Corte IDH 
que “… dicho artículo pone a cargo de los Esta-
dos Partes los deberes fundamentales de res-
peto y de garantía, de tal modo que todo me-
noscabo a los derechos humanos reconocidos 
en la Convención que pueda ser atribuido, se-
gún las reglas del Derecho Internacional, a la 
acción u omisión de cualquier autoridad pú-
blica, constituye un hecho imputable al Esta-
do que compromete su responsabilidad en los 
términos previstos por la misma Convención” 
(caso “Velásquez Rodríguez”, 29/07/1988, 
párr. 164).

“La primera obligación asumida por los Es-
tados Partes (…) es la de respetar los derechos 
y libertades reconocidos en la Convención (…) 
Como ya lo ha dicho la Corte en otra ocasión: 
‘...La protección a los derechos humanos, en 
especial los derechos civiles y políticos recogi-
dos en la Convención, parte de la afirmación 
de la existencia de ciertos atributos inviolables 
de la persona humana que no pueden ser le-
gítimamente menoscabados por el ejercicio 
del poder público. Se trata de esferas indivi-
duales que el Estado no puede vulnerar o en 
las que solo puede penetrar limitadamente. 
Así, en la protección a los derechos humanos, 
está necesariamente comprendida la noción 
de la restricción al ejercicio del poder estatal’” 
(“La expresión “leyes” en el artículo 30 de la 
Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos”, Opinión Consultiva OC-6/86 de 9 de 
mayo de 1986, párrs. 21 y 165).

Más adelante agregó: “...en toda circuns-
tancia en la cual un órgano o funcionario 

del Estado o de una institución de carácter 
público lesione indebidamente uno de tales 
derechos se está ante un supuesto de inob-
servancia del deber de respeto consagra-
do en ese artículo (se refiere al art.2.2 de la 
Convención. Id., párr. 169) (…) puesto que 
es un principio de Derecho Internacional 
que el Estado responde por los actos de sus 
agentes realizados al amparo de su carácter 
oficial y por las omisiones de los mismos aún 
si actúan fuera de los límites de su compe-
tencia o en violación del derecho interno 
(íd., párr. 170) (…) Si se considerara que no 
compromete al Estado quien se prevale del 
poder público para violar tales derechos a 
través de actos que desbordan su compe-
tencia o que son ilegales, se tornaría ilusorio 
el sistema de protección previsto en la Con-
vención” (íd., párr. 171). Nueva invocación 
del derecho internacional general, reitera-
ción del “abuso de poder” y distinción entre 
“ilegalidad” y “arbitrariedad”.

En este pronunciamiento la Corte IDH 
también incursiona en lo atinente a la obliga-
ción de garantía a cargo de los Estados: “La 
segunda obligación de los Estados Partes es 
la de ‘garantizar’ el libre y pleno ejercicio de 
los derechos reconocidos en la Convención 
a toda persona sujeta a su jurisdicción. Esta 
obligación implica el deber de los Estados de 
organizar todo el aparato gubernamental y, 
en general, todas las estructuras a través de 
las cuales se manifiesta el ejercicio del po-
der público, de manera tal que sean capaces 
de asegurar jurídicamente el libre y pleno 
ejercicio de los derechos humanos. Como 
consecuencia de esta obligación los Estados 
deben prevenir, investigar y sancionar toda 
violación de los derechos reconocidos por la 
Convención y procurar, además, el restable-
cimiento, si es posible, del derecho conculca-
do y, en su caso, la reparación de los daños 
producidos por la violación de los derechos 
humanos” (íd., párr. 166).

El TEDH, a su vez tiene establecido que el 
derecho a un tribunal, no constituye más que 
uno de los aspectos al que debe sumársele la 
organización, composición del tribunal y de-
sarrollo de juicio (caso “Golder c. Reino Uni-
do”, sentencia de 25/02/1975).

La Corte IDH ha derivado de esta obligación 
los deberes de prevenir, investigar, sancionar y 
reparar, determinando, de seguido, sus alcan-
ces: “La obligación de garantizar... no se agota 
con la existencia de un orden normativo diri-
gido a hacer posible el cumplimiento de esta 
obligación, sino que comporta la necesidad 
de una conducta gubernamental que asegu-
re la existencia, en la realidad, de una eficaz 
garantía del libre y pleno ejercicio de los de-
recho humanos” (íd., párr. 167, el subrayado 
me pertenece). Vale decir, no quedarse en la 
utopía. Tampoco caer en las distopías que na-
rran Orwell en “1984”; Bradbury en “Farenheit 
451”, o Coetzee en “Esperando a los bárbaros”, 
entre otros autores.

Como muy bien expresa el TEDH en el caso 
“Golder c. Reino Unido”, este derecho no es 
abstracto.

Evacuando una consulta la Corte IDH dijo: 
“Las garantías sirven para proteger, asegurar 
o hacer valer la titularidad o el ejercicio de 
un derecho. Como los Estados Partes tienen 
la obligación de reconocer y respetar los de-
rechos y libertades de la persona, también 
tienen la de proteger y asegurar su ejercicio 
a través de las respectivas garantías (art. 1.1); 
vale decir, de los medios idóneos para que 
los derechos y libertades sean efectivos en 
toda circunstancia” (OC-8/87, de 30/01/1987, 
párr. 25).

La Corte IDH explica, luego, los deberes de 
prevenir y de investigar derivados de la obliga-
ción de garantizar en los siguientes términos:

a) Deber de prevenir. “El deber de preven-
ción abarca todas aquellas medidas de carác-
ter jurídico, político, administrativo y cultural 
que promuevan la salvaguarda de los dere-
chos humanos y que aseguren que las even-
tuales violaciones a los mismos sean efecti-
vamente consideradas y tratadas como un 
hecho ilícito que, como tal, es susceptible de 
acarrear sanciones para quien las cometa, así 
como la obligación de indemnizar a las vícti-
mas por sus consecuencias perjudiciales...” 
(caso “Velásquez Rodríguez”, cit., párr. 175).

b) Deber de investigar. “El Estado está, por 
otra parte, obligado a investigar toda situación 
en la que se hayan violado los derechos huma-
nos protegidos por la Convención. Si el apara-
to del Estado actúa de modo que tal violación 
quede impune y no se restablezca, en cuanto 
sea posible, a la víctima en la plenitud de sus 
derechos, puede afirmarse que ha incumpli-
do el deber de garantizar su libre y pleno ejer-
cicio a las personas sujetas a su jurisdicción. 
Lo mismo es válido cuando se tolere que los 
particulares o grupos de ellos actúen libre o 
impunemente en menoscabo de los derechos 
humanos reconocidos en la Convención” (íd., 
párr. 176).

Asimismo, la Corte IDH precisa sus al-
cances: “...No obstante, no se agotan allí 
las situaciones en las cuales un Estado está 
obligado a prevenir, investigar y sancionar 
las violaciones a los derechos humanos, ni 
los supuestos en que su responsabilidad 
puede verse comprometida por efecto de 
una lesión a esos derechos. En efecto, un 
hecho ilícito violatorio de los derechos hu-
manos que inicialmente no resulte impu-
table directamente a un Estado, por ejem-
plo, por ser obra de un particular o por no 
haberse identificado al autor de la trans-
gresión, puede acarrear la responsabilidad 
internacional del Estado, no por ese hecho 
en sí mismo, sino por falta de la debida di-
ligencia para prevenir la violación o para 
tratarla en los términos requeridos por la 
Convención” (íd., párr. 172)... lo decisivo es 
dilucidar si una determinada violación a los 
derechos humanos... ha tenido lugar con el 
apoyo o la tolerancia del poder público o si 
este ha actuado de manera que la transgre-
sión se haya cumplido en defecto de toda 
prevención o impunemente. En definitiva, 
de lo que se trata es de determinar si la vio-
lación a los derechos humanos resulta de 
la inobservancia por parte de un Estado de 
sus deberes de respetar y de garantizar di-
chos derechos, que le impone el artículo 1.1 
de la Convención” (íd., párr. 173).

Ahora bien, dentro de esa obligación de ga-
rantía y en consonancia con la regla del pre-
vio agotamiento de la jurisdicción doméstica, 
aparece el deber jurídico de los Estados de 
proporcionar recursos judiciales a las víctimas 
para hacer valer sus derechos en los términos 
de los arts. 8 y 25 de la Convención Americana 
(caso “Velásquez Rodríguez, excepciones pre-
liminares”, párr. 91).

Añadiendo en otro de sus pronunciamien-
tos que: “El artículo 46.1.a) de la Convención 
remite ‘a los principios del Derecho Inter-
nacional generalmente reconocidos’. Esos 
principios no se refieren solo a la existencia 
formal de tales recursos, sino también a que 
estos sean adecuados y efectivos, como re-
sulta de las excepciones contempladas en el 
artículo 46.2” (caso “Velásquez Rodríguez”, 
sentencia de 29/07/1988, párrs. 63/65). Fallo 
en el cual define qué debe entenderse tanto 
por “recurso adecuado” y “recurso eficaz” res-
pectivamente (párrs. 66/68. Ver también Co-
misión Interamericana, en su Demanda ante 
la CorteIDH en el caso No. 11273 del registro 
de la CIDH, p. 26 en la que intervine como de-
legado de este organismo. Conf.: TEDH caso 
Airey c. Irlanda”).

El citado art. 25, dispone más adelante: 
“… c. a garantizar el cumplimiento, por las au-
toridades competentes, de toda decisión en 
que se haya estimado procedente el recurso”.

Norma que incide, por ejemplo, en las de-
mandas contra el Estado, ya que, a su virtud, 
las sentencias condenatorias dictadas contra 
el mismo no pueden tener alcance meramen-
te “declarativo”; lo cual, en juego armónico 
con las previsiones de los arts. 1 y 2 de la Con-
vención Americana, obliga al Congreso del 
Estado Parte, por un lado, a modificar, en su 
caso, la legislación vigente; y a su Poder Judi-
cial, por el otro, a hacer prevalecer las disposi-
ciones del Tratado por sobre la ley doméstica 
a fin de no incurrir en responsabilidad inter-
nacional.

De lo preceptuado en los párrs. 1 y 2 del 
art. 25 de la Convención Americana emana 
cuanto se ha dado en llamar por la doctrina la 
“tutela judicial efectiva”.

Ya en el caso “Delcourt c. Reino de Bélgica” 
(sentencia de 7 de enero de 1970), el TEDH 
afirmó que, en una sociedad democrática, el 
derecho a una recta administración de justicia 
ocupa un lugar de tal preeminencia que una 
interpretación restrictiva del art. 6.1 de la Con-
vención de Roma no se correspondería con el 
sentido y con el objeto de ese precepto. Crite-
rio que reiteró en el caso “Hornsby c. Grecia” 
(sentencia sobre los méritos de 1979).

XVI. El plazo razonable de conclusión de los 
casos

La terminación de los derechos planteados 
en sede interna si bien se han referido en la 
mayoría de los casos sometidos a la conside-
ración de la Corte IDH en materia penal, ello 
no significa que no sea exigible en materia “no 
penal” de conformidad con lo dispuesto en el 
art. 8.1 de la Convención Americana.

Con referencia a estos procesos no penales 
el TEDH tiene resuelto: “El Tribunal recuerda 
que el carácter razonable de la duración de un 
procedimiento se aprecia con la ayuda de los 
criterios que se desprenden de su jurispru-
dencia y siguiendo las circunstancias del caso 
concreto, que exigen una valoración global. 
Destaca que el artículo 6.1, obliga a los Esta-
dos Contratantes a organizar su sistema jurí-
dico de suerte que sus jurisdicciones puedan 
cumplir todas las exigencias del mismo. Por 
lo demás, incumbe al juez asegurar un rápi-
do desarrollo del proceso” (casos: “Pizzetti, 
De Micheli, Salesi, Trevisan y Billi c/ Italia”, 
26/02/1993).

Un ejemplo de cómo el Tribunal Europeo 
aplica estos criterios puede verse en el caso 
“Guincho c/ Portugal”, 10/07/1984.

XVII. La crítica a la Comisión Interamericana

Finalmente el último de los temas a comen-
tar es el referido a la demora en que incurrió la 
CIDH en la tramitación del presente caso (6) 
(ver párr. 4, de la sentencia en comentario). 
En tal sentido cabe poner de resalto que no 
es la primera vez que el Tribunal de San José 
formula esta crítica, basado en ese inusitado 
retardo en su cometido por parte de la CIDH: 
crítica que, incluso, le manifestó en plena au-
diencia recibiendo una respuesta poco con-
vincente y que la realidad —los hechos son 
concluyentes— se ha encargado de desmen-
tir, pues ese retardo persiste en el tiempo.

Estimo del caso poner de resalto esta cir-
cunstancia a fin de que la Comisión sepa que 
la mentada crítica ha trascendido los límites 
de la sala de audiencias del Tribunal para al-
canzar conocimiento hemisférico.

Es tiempo que no solamente los miembros 
de la Comisión tomen conciencia de esta jus-
tificada crítica y adopten las medidas a su al-
cance para superar a la brevedad este amargo 
trance. Otro tanto cabe expresar con relación 

(5) MORA, Patricia Silvia, “La confianza legítima como 
expresión de la buena fe en la Administración”, Buenos 
Aires, 2013.

(6) 4. “Sometimiento a la Corte. El 24/05/2019 la Co-
misión sometió a la Corte “la totalidad de los hechos y 

violaciones a derechos humanos” del caso... Este Tribu-
nal nota, con preocupación, que entre la presentación de 
la petición inicial ante la Comisión y el sometimiento del 
caso ante la Corte transcurrió un tiempo superior a los 11 
años”.
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La Corte IDH es el tribunal que en el 2021 se 
pronunció en 32 casos decretando violaciones 
a los derechos humanos que están protegidos 
por el Pacto San José de Costa Rica.

¿Qué derechos fueron tratados? ¿Hubo opi-
niones consultivas? ¿Qué trataron? ¿Cuáles 
son los países involucrados?

Esta reseña de las causas y su decisión nos 
permitirá contestar estas preguntas.

Febrero

Cordero Bernal es un juez destituido, que 
plantea la violación de los derechos a recurrir 
del fallo que lo removió del cargo y a la pro-
tección judicial, denunciando parcialidad y la 
ausencia de motivación en la sentencia referi-
da. La Corte sostuvo que no existió responsa-
bilidad del Estado.

No es raro observar esto en la jurispruden-
cia interamericana, de hecho la mayoría de los 
planteos de Argentina en los que no fuimos 
condenados eran casos como este.

Corte IDH, “Cordero Bernal c. Perú. Se-
rie C 421”, 16/02/2021, TR LALEY AR/
JUR/11887/2021

Marzo

Al comenzar el mes, deciden en un caso 
sensible ocurrido en Paraguay. Un joven de 
17 años muere en un establecimiento cas-
trense mientras se encontraba cumpliendo el 
servicio militar. Paraguay realiza un reconoci-
miento de responsabilidad en la violación de 
los derechos a la vida (art. 4.1), a la integridad 
personal (art. 5.1) y a los derechos del niño 
(art. 19) en perjuicio de la víctima. El Estado 
no aclaró las circunstancias en las que se pro-
dujo, ni desvirtuó los indicios respecto de la 
posibilidad de una muerte violenta.

Corte IDH, “Noguera y otra c. Paraguay. 
Serie C 401”, 09/03/2021, TR LALEY AR/
JUR/11886/2021

Sigue una sentencia fuerte. El caso trata 
sobre la desaparición de una persona en una 
institución de salud mental. El derecho a la sa-
lud, la discapacidad, el acceso a las medicinas, 
la obligación del Estado en que los servicios 
de salud sean accesibles, la posición de garan-
te respecto de las personas internadas son las 
variables analizadas.

Corte IDH, “Guachalá Chimbo y otros c. 
Ecuador. Serie C 423”, 26/03/2021, TR LALEY 
AR/JUR/97335/2021

El último caso de este mes es el que trata la 
muerte de Vicky Hernández, mujer trans y de-
fensora de derechos humanos en Honduras, 
en vigencia de un toque de queda. Analizó dos 
contextos: la violencia y discriminación con-
tra personas LGBTI en Honduras con alta in-
cidencia de actos cometidos por la fuerza pú-
blica y el golpe de Estado. Honduras reconoce 
su responsabilidad por la violación de los de-
rechos a la vida, a la integridad personal, a las 
garantías judiciales y a la protección judicial, 
al reconocimiento de la personalidad jurídi-
ca, a la libertad personal, a la vida privada, a 
la libertad de expresión, y al nombre. También 

decretan la responsabilidad en el incumpli-
miento de las obligaciones establecidas en el 
art. 7.a de la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer. Corte IDH, “Vicky Hernández 
y otras c. Honduras. Serie C 422”, 26/03/2021, 
TR LALEY AR/JUR/96538/2021

Abril

Único caso tratado este mes y tiene a nues-
tro país como protagonista. La Corte estable-
ce la obligación que tenemos como Estado en 
el cumplimiento de la sentencia dictada en 
2019 —Serie C 382, IC/JUR/2/2019—. Esta obli-
gación incluye “el deber del Estado de informar 
sobre las medidas adoptadas para cumplir cada 
uno de los puntos ordenados”. La causa giró en 
torno al derecho al recurso en un caso penal.

Corte IDH, “Gorigoitía c. Argentina”, 
22/04/2021, TR LALEY AR/JUR/60688/2021

Mayo

Este mes la Corte IDH dicta la Opinión 
Consultiva 27 sobre los derechos a la libertad 
sindical, negociación colectiva y huelga, y su 
relación con otros derechos, con perspectiva 
de género.

Algo para destacar, y que se ve a lo largo de 
varios pronunciamientos, es el tema del al-
cance del art. 26 CADH. La Corte en su juris-
prudencia inicial mantenida por casi 40 años, 
había indicado que la obligación principal 
que se desprendía de este artículo era la de 
desarrollo progresivo de los derechos econó-
micos, sociales y culturales, que conlleva un 
deber —condicionado— de no-regresividad, 
que no siempre deberá ser entendido como 
una prohibición de medidas que restrinjan el 
ejercicio de un derecho. El juez Sierra Porto, 
con su voto disidente, la Corte ha variado esta 
posición jurisprudencial, inicialmente, enten-
diendo que el art. 26 CADH, cuya obligación 
primigenia es la de progresividad, consagra 
también derechos de exclusiva exigibilidad 
inmediata.

Corte IDH, Opinión Consultiva OC- 27/21 
s/ Derechos a la libertad sindical, negocia-
ción colectiva y huelga, y su relación con 
otros derechos, con perspectiva de género, 
05/05/2021, TR LALEY AR/JUR/111272/2021

Junio

La Corte inicia el mes con tres sentencias:

En la primera, se condena a Venezuela 
porque violó el derecho a la libertad perso-
nal de una persona, en relación con la obli-
gación de respetar los derechos humanos sin 
discriminación. Se evalúa el actuar policial 
en las tres detenciones de la víctima que, 
según la Corte, obedecieron a preconceptos 
que implicaban considerarlo, en forma in-
justificada, como delincuente o sujeto peli-
groso, con base en percibir su pertenencia a 
un determinado grupo etario, económico y 
social. Las detenciones fueron consideradas 
discriminatorias y arbitrarias, esto último 
por haberse realizado de modo imprevisible 
y, en un caso, por medio de agresiones físi-
cas que resultaron desproporcionadas para 
ejecutar la detención.

Corte IDH, “Guerrero, Molina y otros c. Ve-
nezuela. Serie C 424”, 03/06/2021, TR LALEY 
AR/JUR/110806/2021

En este segundo caso la Corte tiene en deci-
sión violaciones cometidas a los derechos en 
un proceso penal militar. Los derechos afecta-
dos fueron los protegidos por los arts. 8.1, 8.2, 
8.2.f), así como del art. 13.1 CADH. Ecuador 
realizó un reconocimiento parcial de respon-
sabilidad internacional.

Corte IDH, “Grijalva Bueno c. Ecuador. 
Serie C 426”, 03/06/2021, TR LALEY AR/
JUR/185121/2021

Por último, declaró responsable a la Repú-
blica del Perú por la violación de los derechos 
a las garantías judiciales, al principio de lega-
lidad, a los derechos políticos y a la protección 
judicial, en perjuicio de la Norka Moya Solís.

Por medio de un proceso administrativo de 
ratificación se separó del cargo a la denun-
ciante, que se desempeñaba como Secretaria 
Judicial. Perú desconoció su derecho a cono-
cer previa y detalladamente la acusación for-
mulada, y a tener el tiempo y los medios ade-
cuados para su defensa, el derecho a contar 
con una decisión debidamente motivada, el 
principio de legalidad, el derecho a la protec-
ción judicial y la garantía de un plazo razona-
ble. También su derecho a permanecer en el 
cargo en condiciones de igualdad.

Corte IDH, “Moya Solís c. Perú. Serie C 425”, 
03/06/2021, TR LALEY AR/JUR/111131/2021

El día 7, la Corte dictó la Opinión Consultiva 
OC-28/21 donde trató el tema de las normas 
que limitan la reelección presidencial

Sostuvo que “la ausencia de limitación ra-
zonable a la reelección presidencial, o la im-
plementación de mecanismos que material-
mente permitan el irrespeto de las limitacio-
nes formales existentes y la perpetuación di-
recta o indirectamente de una misma persona 
en el ejercicio de la Presidencia es contraria a 
las obligaciones establecidas en la CADH y la 
Declaración Americana de los Derechos y De-
beres del Hombre”.

Corte IDH, Opinión Consultiva OC-28/21 
s/ La figura de la reelección presidencial in-
definida en sistemas presidenciales en el 
contexto del sistema interamericano de de-
rechos humanos, 07/06/2021, TR LALEY AR/
JUR/126797/2021

En este caso se desestima una demanda 
de interpretación. Los párrafos referidos por 
el Estado en la petición son “absolutamente” 
claros. La Corte reiteró su constante jurispru-
dencia, de más de 10 casos, en los cuales ha 
afirmado su competencia para conocer y re-
solver controversias relativas al art. 26 CADH, 
como parte integrante de los derechos enu-
merados en su texto.

“Bajo la apariencia de una solicitud de in-
terpretación, la posición del Estado evidencia 
una discrepancia con lo considerado y resuel-
to por la Corte”.

Corte IDH, “Empleados de la Fábrica de 
Fuegos en Santo Antônio de Jesus y sus fami-
liares c. Brasil. Serie C 427”, 21/06/2021, TR 
LALEY AR/JUR/185122/2021

El 21/06/2021, en Martínez Esquivia 
c. Colombia. Serie C 428, TR LALEY AR/
JUR/110869/2021, la Corte IDH, rechaza una 

solicitud de anulación. Dijo que estaba basa-
da en argumentos sobre una supuesta viola-
ción al debido proceso y a la equidad procesal, 
así como los alegatos en torno a los procedi-
mientos internos, pero consideró que el Esta-
do ejerció su derecho de defensa durante todo 
el trámite del proceso y sus alegatos fueron 
analizados oportunamente, y pretende ahora 
que la Corte IDH reexamine cuestiones de he-
cho y de derecho que ya fueron abordadas y 
resueltas en la Sentencia.

La Corte IDH mantuvo la vigencia de medi-
das provisionales en relación a personas mi-
grantes. Sostuvo que Panamá tiene una espe-
cial posición de garante de los derechos de las 
personas que se encuentran bajo su custodia 
en las Estaciones de Recepción Migratoria; y 
que la enfermedad de COVID-19 implica to-
mar medidas rigurosas para mitigar el riesgo 
a la vida, la integridad personal y la salud de 
aquellas.

Corte IDH, “Vélez Loor c. Panamá”, 
24/06/2021, TR LALEY AR/JUR/112439/2021

Agosto

La división de poderes fue puesta en jaque 
en el Paraguay. Varios magistrados fueron lle-
vados a juicio político, procedimientos que 
concluyeron en destitución. Los cargos se 
relacionaron con decisiones judiciales que 
el Congreso Nacional, por medio de ambas 
Cámaras, no podía revisar; y el contenido de 
tales decisiones judiciales fueron elemento 
determinante para formular la acusación y, 
ulteriormente, para decidir sobre la destitu-
ción. La Corte concluye en que este actuar del 
Poder Legislativo vulneró la independencia 
judicial y perjudicó también el orden demo-
crático.

Corte IDH, “Ríos Avalos y otro c. Paraguay. 
Serie C 429”, 19/08/2021, TR LALEY AR/
JUR/153070/2021

Este segundo caso del mes se relaciona con 
la presunta corrupción policial. Ecuador es 
condenado por la violación a la libertad per-
sonal, al principio de presunción de inocencia 
y a la igualdad ante la ley, por la falta del con-
trol de la detención; la falta de motivación de 
la decisión que ordenó la detención y la falta 
de un recurso idóneo y efectivo para controlar 
la legalidad de la privación de la libertad, y la 
violación de las garantías judiciales de inde-
pendencia e imparcialidad, en relación con 
las obligaciones de respetar y garantizar los 
derechos y el deber de adoptar disposiciones 
del derecho interno, respecto de varios oficia-
les de la policía.

Corte IDH, “Villarroel Merino y otros c. 
Ecuador. Serie C 430”, 24/08/2021, TR LALEY 
AR/JUR/185123/2021

Ya pisando el final de este período, se 
condena a Colombia por la violación de los 
derechos a la integridad personal, libertad 
personal, honra y dignidad y libertad de pen-
samiento y expresión de una periodista. Los 
hechos ocurrieron en mayo de 2000, cuando 
la víctima fue secuestrada a las puertas de la 
Cárcel La Modelo por paramilitares y someti-
da (por aproximadamente 10 horas) a un trato 
vejatorio y violento en extremo. Sufrió graves 
agresiones verbales y físicas, dentro de las que 
se incluye un abuso sexual por parte de varios 
de los secuestradores. Se determinó que Co-
lombia no investigó las amenazas previas al 
hecho que recibió la víctima. La cuestión de 
género está presente en la decisión.

a la Secretaría Ejecutiva de la CIDH y al Se-
cretario General de la OEA —dado que este es 
quien lo designa en definitiva, previo acuerdo 
de las comisionadas y los comisionados. Tam-
bién los Estados Parte, los que deben velar por 

los derechos de sus habitantes reconocidos en 
la Declaración y la Convención Americanas.

Pienso igualmente que las ONG que habi-
tualmente representan a las víctimas ante la 

CIDH podrían hacer llegar sus inquietudes 
acerca de este particular. Nada se lo impide.

Y no se diga que el organismo no está obli-
gado por la Convención, porque de cuanto 
se trata es de con qué autoridad moral puede 

informar que un Estado parte ha infringido 
el plazo razonable si el organismo no respeta 
ninguno.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/2144/2022
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Corte IDH, Bedoya Lima y otra c. Colom-
bia. Serie C 431, 26/08/2021, TR LALEY AR/
JUR/161412/2021

La última sentencia de agosto trata el caso 
de 42 trabajadores Miskitos, miembros de 
un pueblo indígena binacional. Comparten 
frontera con Honduras y Nicaragua. Viven 
con altos índices de pobreza, analfabetismo, 
desempleo, desnutrición crónica, falta de ser-
vicio sanitario y de energía, de fuentes de agua 
y saneamiento, entre otros aspectos. La Corte 
IDH homologó un acuerdo de solución amis-
tosa. Los derechos violentados fueron la vida, 
la vida digna, la integridad personal, los dere-
chos del niño, al trabajo y sus condiciones jus-
tas, equitativas y satisfactorias que garanticen 
la salud e higiene del trabajador, a la salud, a la 
seguridad social, a la igualdad y la prohibición 
de discriminación, y a las garantías judiciales 
y protección judicial. Las víctimas sufrieron 
accidentes de pesca por buceo mientras tra-
bajaban para empresas privadas.

Corte IDH, “De Los Buzos Miskitos (Lemo-
th Morris y otros) c. Honduras. Serie C 432”, 
31/08/2021, TR LALEY AR/JUR/185124/2021

Septiembre

El primer día del mes son emitidas dos sen-
tencias:

El primero fue una solicitud de interpre-
tación de la sentencia de fondo dictada en la 
causa en la cual el Perú es condenado. La pre-
sentación la realiza la víctima y es referida al 
alcance de la reparación. La petición fue de-
clarada inadmisible.

La causa trató el cese en el cargo del fiscal 
Casa Nina y las violaciones a sus derechos hu-
manos por ese hecho.

Corte IDH, “Casa Nina c. Perú. Serie C 433”, 
01/09/2021, TR LALEY AR/JUR/185125/2021

En la segunda, la Corte IDH declaró res-
ponsable a la República del Ecuador por la 
desaparición forzada del denunciante y por la 
violación de sus derechos al reconocimiento 
de la personalidad jurídica, vida, integridad, 
libertad personal, garantías judiciales y pro-
tección judicial. También por la violación a la 
Convención Interamericana sobre Desapari-
ción Forzada de Personas (CIDFP).

Corte IDH, “Garzón Guzmán y otros c. 
Ecuador. Serie C 434”, 01/09/2021, TR LALEY 
AR/JUR/185126/2021

Brasil es condenado por la violación de los 
derechos a las garantías judiciales, a la igualdad 
ante la ley y a la protección judicial, en relación 
con las obligaciones de respetar y garantizar 
los derechos sin discriminación y el deber de 
adoptar disposiciones de derecho interno y con 
la obligación de actuar con la debida diligencia 
para prevenir, investigar y sancionar la violencia 
contra la mujer, en perjuicio de la madre y el pa-
dre de la denunciante, resultado de la aplicación 
indebida de la inmunidad parlamentaria en be-
neficio del principal responsable del homicidio 
de la Sra. Barbosa de Souza, un diputado estatal. 
Además de las violaciones a la CADH se deter-
minó la violación del art. 7.b de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar la Violencia contra la Mujer.

Corte IDH, “Barbosa de Souza y otros c. Bra-
sil. Serie C 435”, 07/09/2021, TR LALEY AR/
JUR/185127/2021

El 20 de septiembre la Corte dictó sentencia 
declarando la responsabilidad de Venezuela 
por la violación de los derechos a la libertad 
personal, a la integridad personal y a las ga-
rantías judiciales de varias personas que fue-
ron privadas de su libertad. Algunas de las víc-
timas fueron torturadas en su detención, por 
lo que también se determinó la violación del 
art. 6 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura.

Corte IDH, “González y otros c. Venezue-
la. Serie C 436”, 20/09/2021, TR LALEY AR/
JUR/180626/2021

Argentina vuelve a la escena por ser res-
ponsable de la afectación de los derechos al 
reconocimiento de la personalidad jurídica, a 
la vida, a la integridad personal y a la libertad 
personal, garantías judiciales y a la protección 
judicial, de una familia por la desaparición 
forzada del matrimonio.

En relación con las hijas de la pareja desa-
parecida, se evaluó la demora excesiva e in-
justificada en la tramitación de los procesos 
incoados para esclarecer los hechos perpetra-
dos; la falta de juzgamiento y sanción de los 
hechos cometidos; la demora en tipificar el 
delito de desaparición forzada de personas, lo 
que derivó en la falta de su aplicación al caso 
concreto y afectó la investigación y sanción de 
los hechos; la inobservancia de la debida dili-
gencia en la investigación del paradero y, en 
su caso, la búsqueda y localización de los res-
tos; y la decisión de las autoridades judiciales 
de declarar prescrita la acción instada para re-
clamar las reparaciones correspondientes por 
los daños y perjuicios por los hechos perpetra-
dos (punto no menor, debido a la doctrina de 
la Corte Suprema). También, se determinó la 
violación del derecho de las hijas a conocer la 
verdad acerca de lo ocurrido con sus progeni-
tores.

Corte IDH, “Familia Julien Grisonas c. Ar-
gentina. Serie C 437”, 23/09/2021, TR LALEY 
AR/JUR/202007/2021

Para el final del mes, dictó sentencia contra 
el Perú. La causa devino de las violaciones co-
metidas en procesos de “evaluación y ratifica-
ción” de dos jueces, una fiscal y un fiscal por el 
Consejo Nacional de la Magistratura, que con-
cluyeron en resoluciones de no ratificación en 
sus cargos. No se les permitió conocer la acu-
sación formulada ni contaron con el tiempo y 
medios para su defensa. Las resoluciones no 
tenían fundamento, por lo que se determinó 
la afectación al derecho de la honra y de la dig-
nidad, además de la violación a la protección 
judicial y las garantías judiciales.

Corte IDH, “Cuya Lavy y otros c. Perú. 
Serie C 438”, 28/09/2021, TR LALEY AR/
JUR/193866/2021

Octubre

Comienza el mes determinando la respon-
sabilidad de Chile por la violación de los dere-
chos a derechos a la vida, la vida digna, la in-
tegridad personal, la niñez, la salud y la segu-
ridad social, en relación con la obligación de 
garantizar los derechos sin discriminación, y 
el deber de adoptar disposiciones de derecho 
interno, establecidos en los arts. 4.1, 5.1, 19 y 
26 CADH por la falta de regulación, control y 
sistemas de reclamación adecuados para la 
fiscalización de la decisión de la aseguradora 
de salud, respecto del levantamiento del ré-
gimen de “hospitalización domiciliaria” que 
una niña diagnosticada con el síndrome de 
Leigh requería de modo esencial para su su-
pervivencia.

Corte IDH, “Vera Rojas y otros c. Chi-
le. Serie C 439”, 01/10/2021, TR LALEY AR/
JUR/219738/2021

La Corte también trató los derechos de los 
pueblos originarios. La controversia se rela-
ciona con la supuesta imposibilidad de cuatro 
comunidades indígenas de Guatemala (Maya 
Kaqchikel de Sumpango, Maya Achí de San 
Miguel Chicaj, Maya Mam de Cajolá y Maya 
Mam de Todos Santos Cuchumatán) de ejer-
cer su derecho a la libertad de expresión y sus 
derechos culturales a través de sus radios co-
munitarias. El fallo concluye en la responsabi-
lidad del Estado.

Corte IDH, “Pueblos Indígenas Maya Ka-
qchikel de Sumpango y otros c. Guatema-

la. Serie C 440”, 06/10/2021, TR LALEY AR/
JUR/199552/2021

Noviembre

Es mes inicia con una sentencia esperada 
por el tema a tratar, que no era el del caso en 
sí mismo. Quienes denuncian el caso lograron 
que la Corte IDH trate ese tema, que es de de-
bate en toda Latinoamérica, sea en las legisla-
turas o ante la justicia: el aborto, abriendo un 
camino para que se instaure como derecho.

El Salvador es protagonista de una tragedia. 
Una mujer es acusada del homicidio de su 
hijo recién nacido. La Corte tendrá ante sus 
estrados la difícil tarea de juzgar en un caso 
donde se cuestiona la motivación de la sen-
tencia condenatoria, la imparcialidad de los 
que juzgan. La Corte concluyó que no se ha-
bía establecido con evidencia fáctica el nexo 
de causalidad entre el actuar de la mujer y la 
muerte del recién nacido, más allá de hacer 
alusión a la supuesta denuncia realizada por 
el padre de ella. Esta falta, dice “fue saldada 
con estereotipos e ideas preconcebidas, y no 
con elementos de prueba que demostrasen 
fehacientemente la culpabilidad de la pre-
sunta víctima”. La Corte concluyó en que “la 
utilización de estereotipos por parte de las 
autoridades judiciales en sus providencias 
puede constituir un elemento indicativo de la 
existencia de falta de imparcialidad”.

El juez Grossi, en su disidencia parcial, hace 
una crítica. “Las alusiones respecto del abor-
to resultan improcedentes e innecesarias e 
incluso, debilitan la argumentación que pro-
porciona sobre la ilicitud del proceder estatal 
respecto de la víctima del caso. Se podría afir-
mar que la sentencia incurrió en ultra petita, 
ya que el asunto era determinar la eventual 
ilicitud del homicidio agravado y en ninguna 
eventualidad la de un aborto”.

Corte IDH, “Manuela y otros c. El Salva-
dor. Serie C 441”, 02/11/2021, TR LALEY AR/
JUR/188486/2021

El 29 y 30 de abril de 1982 la Aldea Los Jose-
finos, ubicada en el Departamento del Petén, 
Guatemala, sufrió una masacre en un contex-
to de conflicto armado interno. En particular, 
el caso hace referencia a las acciones estata-
les que ocurrieron o continuaron ocurriendo 
con posterioridad al 9 de marzo de 1987, fecha 
en que Guatemala reconoció la competencia 
contenciosa de la Corte IDH. Dentro de estas 
acciones estatales se incluyen la desaparición 
forzada de tres personas, que fueron vistas por 
última vez bajo custodia del Estado, el despla-
zamiento forzado de los sobrevivientes de la 
masacre y sus familiares, la afectación al de-
recho a la familia y la niñez, así como la viola-
ción del derecho a la integridad, los derechos 
a las garantías judiciales y protección judicial.

Corte IDH, “Masacre de la Aldea Los Jose-
finos c. Guatemala. Serie C 442”, 03/11/2021, 
TR LALEY

Este caso se relaciona con la vulneración 
a la protección judicial por falta de cumpli-
miento de 13 sentencias judiciales firmes, 
dictadas a favor de más de 800 profesoras y 
profesores chilenos. La Corte IDH declaró la 
responsabilidad por la violación a los dere-
chos a las garantías judiciales, la propiedad y 
la protección judicial.

Corte IDH, “Profesores de Chañaral y 
otras Municipalidades c. Chile. Serie C 443”, 
10/11/2021, TR LALEY AR/JUR/219740/2021

Los hechos vividos en Latinoamérica en 
los años ‘70 siguen teniendo sanción por las 
diversas violaciones a los derechos humanos, 
esta vez, en Uruguay. Este caso trata la falta de 
investigación y sanción de la ejecución extra-
judicial, ocurrida el 21 de abril de 1974, que 
fue conocida popularmente como “el caso de 
las muchachas de abril”. Tres mujeres fueron 
asesinadas en un operativo llevado a cabo por 

miembros de las Fuerzas Armadas y de la po-
licía. Asimismo, el caso se relaciona con dos 
desapariciones forzadas a partir de diciembre 
de 1974 y de julio de 1977, respectivamente. 
Uruguay es responsable por estos hechos.

Corte IDH, “Maidanik y otros c. Uruguay. 
Serie C 444”, 15/11/2021, TR LALEY AR/
JUR/219741/2021

Guatemala estuvo bajo la lupa a raíz de la 
destitución de 93 empleados del Organismo 
Judicial, como consecuencia de una huelga 
realizada en 1996. 65 Personas, que no fueron 
recontratadas demandan al Estado. La Corte 
IDH determina la responsabilidad de Guate-
mala por la violación a los derechos recono-
cidos en los arts. 8.1, 8.2.b, 8.2.c. y 25 CADH, 
de forma unánime. Y una mayoría del tribunal 
declara también la violación del derecho a la 
huelga, a la libertad de asociación, a la liber-
tad sindical y al derecho al trabajo y a la estabi-
lidad laboral, consagrados en los arts. 16 y 26 
CADH, en relación con la obligación de res-
petar y garantizar este derecho y el deber de 
adoptar disposiciones de derecho interno. El 
art. 26, y la posibilidad de que la Corte deter-
mine violaciones directas a los DESC siempre 
logra una o varias disidencias.

Corte IDH, “Ex Trabajadores del Orga-
nismo Judicial c. Guatemala. Serie C 445”, 
17/11/2021, TR LALEY AR/JUR/219742/2021

Ecuador enfrentó una denuncia por la con-
dena impuesta a un periodista y los directivos 
de un diario a raíz de la publicación de un ar-
tículo de opinión sobre los sucesos de crisis 
política ocurrida en septiembre de 2010 en el 
Ecuador, y sobre la actuación del expresiden-
te Rafael Correa y de otras autoridades en ese 
marco. El proceso penal fue iniciado por el 
alto mandatario.

“A la luz de la CADH no puede considerar-
se penalmente prohibida como delito contra 
el honor la difusión de un artículo de opinión 
sobre un asunto de interés público referida a 
un funcionario público. La sanción impuesta 
contravino el art. 13.2 CADH”.

Corte IDH, Palacio Urrutia y otros c. Ecua-
dor. Serie C 446, 24/11/2021, TR LALEY AR/
JUR/201813/2021

Al final del mes la Corte debate sobre el caso 
relacionado con la violencia contra las defen-
soras y defensores de derechos humanos en 
México, en especial con relación a la muerte 
de una de ellas y las investigaciones y proce-
dimientos judiciales desarrollados al respec-
to. El Estado realizó un reconocimiento de 
responsabilidad respecto de los derechos de 
la víctima y sus familiares.

Corte IDH, “Digna Ochoa y familiares c. 
México. Serie C 447”, 25/11/2021, TR LALEY 
AR/JUR/219743/2021

El 2022 no se quedará atrás. La Corte inició 
el año tratando dos derechos muy sensibles, la 
reconocida identidad de género y la libertad 
de culto dentro del ámbito educativo.

La decisión de las autoridades de un colegio 
público mediante la cual se separó del cargo a 
una docente y se le asignó funciones distintas a 
las de profesora de religión católica que desem-
peñaba, que fue consecuencia de la revocación 
del certificado de idoneidad por parte de la Vi-
caría para la Educación por su orientación se-
xual, no cumplió con el test estricto de igualdad 
y vulneró el principio de igualdad y no discri-
minación en su perjuicio, como así también el 
derecho a la libertad personal, a la vida privada 
y al trabajo, a la vida privada y al trabajo, conte-
nidos en los arts. 1.1 y 24, 7.1, 11.2, y 26 CADH.

Corte IDH, “Pavez Pavez c. Chile. Serie C 449”, 
04/02/2022, TR LALEY AR/JUR/42335/2022

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/2154/2022
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El Juzgado Nacional de Primera In-
stancia en lo Civil y Comercial Fed-
eral n°7, a cargo de Dr. Javier Pico 
Terrero, Secretaría n° 14, a mi cargo, 
sito en Libertad 731, 6° piso de la 
Capital Federal, comunica que la Sra. 
YULEYSI YOMARYS REYES DE OLEO 
con DNI N° 94.723.857, nacida el 4 

de octubre de 1999 en Santo Domin-
go, República Dominicana, ha solic-
itado la declaración de la ciudada-
nía argentina. Cualquier persona 
que tuviere conocimiento de algún 
acontecimiento que pudiere obstar a 
dicha concesión, deberá hacer saber 
su oposición fundada al Juzgado. 

El presente se publica a los efectos 
del art. 11 de la ley 346. Publíquese 
por dos días dentro de un plazo de 
quince días.

Buenos Aires, 11 de mayo de 2022
Carlos Mallo, sec.

LA LEY: I. 19/07/22 V. 19/07/22

Edictos

Suspensión del 
tratamiento del 
recurso de apelación
Apelación de multa. Ley 27.541. Posibilidad 
de gozar del beneficio de condonación de la 
sanción. Remisión de las actuaciones al Juz-
gado de origen.

	 Si se tiene en cuenta la fecha de comisión 
de la infracción es anterior al 31 de julio 
de 2020 —toda vez que fue verificada el 
20 de diciembre de 2017— y lo informado 
por la AFIP, surge la posibilidad de que 
el contribuyente se encuentre alcanza-
do en el régimen especial de condona-
ción de la ley 27.541. Asimismo, el con-
tribuyente deberá dar cumplimento con 
el requisito establecido por la AFIP para 
acceder al beneficio de condonación de 
la sanción, previsto en el art. 59 de la 
res. gral. 4816/2020 (AFIP). En conse-
cuencia, corresponde suspender el trá-
mite recursivo y remitir las actuaciones 
al Juzgado de origen, a fin de que allí se 
evalúe la posible extinción de las san-
ciones objeto del juicio. El fundamento 
del temperamento que se adopta radi-
ca en la posibilidad de garantizar que 
la cuestión sea revisada por dos instan-
cias diferentes, resguardándose la doble 
instancia, —arts. 8º inc. 1 y 2 inc. h) de la 
CADH— y asegurar la debida sustancia-
ción del planteo, respetándose de ese 
modo la garantía del debido proceso le-
gal —art. 18, CN—. [1]

CFed. La Plata, sala II, 26/05/2022. - M. S. 8 
S.C.S. s/ inf. Art. 40 ley 11.683.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/68205/2022]

Jurisprudencia vinculada

[1] En igual sentido. Entre otros: Cáma-
ra Federal de Apelaciones de La Plata, 
sala I, “M. S. S. 6 S.C.S. s/ Inf. Art. 40 - 
Ley 11.683”, 25/08/2021, TR LALEY AR/
JUR/134747/2021

2ª Instancia.- La Plata, mayo 26 de 2022.

Considerando: I. Llegan las presentes 
actuaciones a este Tribunal en virtud del 
recurso de apelación interpuesto con fe-
cha 27 de septiembre de 2019 por el apo-
derado y abogado defensor de la firma M 
S 8 Sociedad en Comandita Simple, contra 
la resolución de fecha 25 de septiembre de 
2019 mediante la cual el juez de grado dis-
puso confirmar parcialmente la resolución 
de fs. 13/16 y, en consecuencia, modificó 
las sanciones impuestas por el organismo 
recaudador, imponiendo la multa de veinte 
mil pesos ($20.000) y dejando sin efecto la 
clausura que le fuera impuesta al contribu-
yente.

II. Cabe recordar que, las presentes ac-
tuaciones reconocen su inicio el día 20 de 
diciembre de 2017, cuando los funcionarios 
de la AFIP se presentaron en el local comer-
cial ubicado en la Avenida 12 de Octubre 
Nº 2347, Quilmes, provincia de Buenos Ai-
res, perteneciente a la contribuyente M S 8 
y procedieron a labrar el acta de comproba-
ción por cuanto no poseía en ese acto los li-
bros contables, en oposición a lo establecido 
por la normativa vigente.

En consecuencia, se le atribuyó a la citada 
contribuyente la infracción al art. 40 inc. b) 
de la ley 11.683 por incumplir el art. 36 de la 
RG 1415/03.

Por resolución dictada el 9 de enero de 
2019 en sede administrativa se impuso a 
M S 8 la sanción de clausura por dos días 
del local comercial perteneciente a la nom-
brada, por encontrarla incursa en la in-
fracción prevista por el art. 40 inc. a) de la 
ley 11.683.

Contra esa decisión, su letrado apoderado 
dedujo recurso de apelación, el que fue ad-
mitido formalmente por la AFIP a fs. 44/59, 
en virtud de lo cual las actuaciones fueron 
remitidas al Juzgado Federal de Primera Ins-
tancia de Quilmes.

El juez de la instancia anterior resolvió 
confirmar parcialmente la resolución apela-
da y, en consecuencia, modificar las sancio-
nes impuestas por el organismo recaudador, 
imponiendo la multa de veinte mil pesos 
($20.000) y dejando sin efecto la clausura 
que le fuera impuesta al contribuyente (Ar-
tículos 40 y 49 de la ley 11.683 vigentes al 
20/12/2017, y artículo 2 del Cód. Pen. de la 
Nación).

Dicho pronunciamiento fue apelado por 
la defensa y así la causa llegó a esta Alzada.

III. Sin perjuicio de los agravios expuestos 
en el recurso en análisis, en la oportunidad 
prevista por el artículo 454 del Cód. Proc. 
Pen. de la Nación, el representante del con-
tribuyente solicitó la condonación y extin-
ción de la sanción de multa en virtud de con-
siderarse alcanzado por el beneficio previsto 
en los artículos 8, 11, 12 y siguientes de la Ley 
Nº 27.541 de Solidaridad Social y Reactiva-
ción productiva en el marco de la emergen-
cia pública, publicada el 23 de diciembre de 
2019 en el Boletín Oficial y Ley 27.562.

Asimismo, acompañó el certificado de 
acreditación de la condición de micro em-
presa de M S 8 SCS emitido por la Dirección 
Nacional de Competitividad y Financia-
miento PyME - Secretaría de Emprendedo-
res y de la PyME de Ministerio de Produc-
ción y Trabajo de la Nación, el 22 de mayo 
de 2019.

IV. Cabe señalar que, la citada normati-
va declaró en su artículo 1º, la emergen-
cia pública en materia económica, finan-
ciera, fiscal, administrativa, previsional, 

tarifaria, energética, sanitaria y social. En 
el Capítulo I, Título IV, se estableció el 
Régimen de Regularización de Obligacio-
nes Tributarias, de la Seguridad Social y 
Aduaneras para PyMEs, posibilitando su 
acogimiento hasta el 30 de abril de 2020, 
inclusive (luego prorrogado por Decreto 
Nº 316/2020 —BO 28/03/2020— hasta el 
30 de junio de 2020, inclusive) y fijándose 
como requisito la inscripción —vigente— 
como Micro, Pequeña o Mediana Empre-
sa, según los términos del artículo 2º de la 
ley 24.467 y sus modificaciones, por obli-
gaciones vencidas —al 30 de noviembre 
pasado próximo— o infracciones relacio-
nadas con dichas obligaciones, al régimen 
de regularización de deudas tributarias y 
de los recursos de la seguridad social y de 
condenación de intereses, multas y demás 
sanciones.

Asimismo, el artículo 12 —4º párra-
fo— de la ley Nº 27.541 y su modificatoria 
ley 27.562 (BO 26/08/2020) dispone: “Las 
multas y demás sanciones correspondien-
tes a obligaciones sustanciales devengadas 
al 31 de julio de 2020 quedarán condona-
das de pleno derecho, siempre que no se 
encontraren firmes a la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley modificatoria y 
la obligación principal hubiera sido cance-
lada a dicha fecha”.

El régimen mencionado prevé en materia 
penal, entre otros puntos, el reconocimien-
to del beneficio de liberación de multas y 
demás sanciones, para aquellos contribu-
yentes que encuadren y se encuentren ins-
criptos como Micro, Pequeñas y Medianas 
Empresas, en los términos del artículo 2 de 
la Ley 24.467.

V. En este contexto, y previo a resolver el 
recurso de apelación interpuesto, el Tribu-
nal dispuso una medida para mejor proveer 
a los fines de que la Administración Federal 
de Ingresos Públicos verifique e informe, en 
el plazo de cinco días, si la empresa M S 8 
SCS - CUIT ... cumple los requisitos mencio-
nados en las leyes de mención para acceder 
al beneficio solicitado.

Cumplida la medida para mejor pro-
veer, el organismo fiscal la Resolución Ge-
neral 4816/2020 (AFIP) que reglamenta 
la Ley 27.562, en su artículo 59 establece: 
“… Los sujetos que adhieran al presente ré-
gimen deberán informar, con carácter de de-
claración jurada, los socios, accionistas y/o 
similares, titulares de por lo menos el treinta 
por ciento (30%) del capital social y/o simi-

lar, a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 
Nº 27.562, a través del servicio denominado 
“Régimen de Información - Ley Nº 27.562” 
disponible en el sitio “web” institucional 
(http://www.afip.gob.ar)”.

En esta inteligencia, entiende este Servicio 
Jurídico Sumarial que para acceder al bene-
ficio de condonación de la sanción, deberá 
acreditar el cumplimiento establecido en el 
artículo 59 de la RG 4816/2020 (AFIP), al que 
se hiciera referencia en el párrafo que ante-
cede”.

Conforme lo expuesto, teniendo en cuenta 
que la fecha de comisión de la infracción es 
anterior al 31 de julio de 2020 —toda vez que 
fue verificada el 20 de diciembre de 2017— y 
lo informado por la AFIP, surge la posibili-
dad de que el contribuyente se encuentre al-
canzado en el mencionado régimen especial 
de condonación.

Asimismo, el contribuyente deberá dar 
cumplimento con el requisito estableci-
do por la AFIP para acceder al beneficio de 
condonación de la sanción, previsto en el ar-
tículo 59 de la RG 4816/2020 (AFIP).

En consecuencia, corresponde suspender 
el trámite recursivo y remitir las actuaciones 
al juzgado de origen, a fin de que allí se eva-
lúe la posible extinción de las sanciones ob-
jeto del presente juicio.

El fundamento de la decisión que aquí se 
adopta radica en la posibilidad de garan-
tizar que la cuestión sea revisada por dos 
instancias diferentes, resguardándose la 
doble instancia (arts. 8 inc. 1 y 2 inc. h de 
la CADH) y se asegura la debida sustan-
ciación del planteo, respetándose de ese 
modo la garantía del debido proceso legal 
(art. 18, CN).

Cabe agregar que, en este mismo sentido 
se ha pronunciado la Sala I de este Tribunal 
en la causa FLP 8605/2019/CA1 caratulada: 
“M. S. S. 6 SCS s/ inf. art. 40 - ley 11.683”, fa-
llada el 25/08/2021.

Por ello, en virtud de las consideraciones 
precedentes, resuelvo: I. Suspender el trata-
miento del recurso interpuesto por el repre-
sentante de la empresa M S 8. II. Remitir los 
autos al juzgado de origen para que resuelva 
sobre la posible procedencia de la condona-
ción de la sanción impuesta, en los términos 
de la Ley 27.541. Regístrese, notifíquese y de-
vuélvase al juzgado de origen.— Jorge E. Di 
Lorenzo. 

Jurisprudencia
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I. Introducción

El presente trabajo está orientado, a 
modo de introducción, a realizar un aná-
lisis y dar un bosquejo de soluciones a los 
múltiples interrogantes que se plantean al 
adentrarnos en el estudio de las distintas 
posibilidades que brindan las normas del 
Reglamento de la Legislatura de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, que rigen, lo 
que hemos denominado: El “Sistema de 
sanciones” a los Legisladores en la Legisla-
tura Porteña.

A los efectos de presentar el tema, divi-
diremos las posibles sanciones aplicables a 
los legisladores o diputados de la Legislatura 
Porteña, de acuerdo con la fuente que les ha 
dado origen, en:

1.- Materia Constitucional: Procederemos 
aquí a analizar los artículos de la norma su-
perior de la Ciudad en donde se encuentran 
previstas las sanciones creadas por decisión 
de los convencionales constituyentes.

2.- Materia Reglamentaria: Analizaremos 
los artículos del Reglamento de la Legislatura 
aprobados por la res. 1/1998 —Reglamento 
de la Legislatura— que los legisladores pri-
migenios han elaborado para regirse, y sus 
modificatorias las resoluciones 1 de la Junta 

de Interpretación y Reglamento, y 523/1999, 
187/2002, 437/2017, de la Legislatura de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

3.- Finalmente expondremos las modi-
ficaciones introducidas al Reglamento de 
la Legislatura a través de la res. 283/2001 
para, debido a un problema de extensión 
del presente trabajo, dejar planteados los 
“casos” Elena Cruz, Mirtha Onega, y nuestra 
intervención en todo lo relacionado con este 
punto.

La Constitución de la Ciudad determi-
na las siguientes sanciones que pueden ser 
aplicadas a los legisladores:

a) La revocatoria de mandato; y

b) La suspensión o destitución.

II. Revocatoria de mandato 

Cumpliendo con el mandato Constitucio-
nal, el 30 de marzo de 2000, la segunda com-
posición de la Legislatura sanciona la ley 257 
sobre Revocatoria de Mandato reglamen-
tando, según lo dispone su artículo 1º “...el 
derecho del electorado de la Ciudad y de las 
Comunas, a requerir la revocatoria al man-
dato de funcionarios y funcionarias electivos 
de los poderes Legislativo y Ejecutivo y de las 

Comunas, conforme con lo establecido por 
el artículo 67 (1) de la Constitución de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires”.

En la misma, la Legislatura ha determi-
nado que la Revocatoria de Mandato debe 
ser solicitada en forma individual para cada 
funcionario, fijando los requisitos para la 
procedencia de la petición con el cumpli-
miento de los siguientes extremos:

1.- Oportunidad de su presentación: Que 
hayan transcurridos más de doce meses de 
la asunción del cargo y resten más de seis 
para la finalización del mandato;

2.- Firmas: La petición debe reunir la fir-
ma del veinte por ciento de los electores de 
la Ciudad o Comuna, de acuerdo con el fun-
cionario;

3.- Objeto: Que el objeto de la revocatoria 
se encuentre fundado en causas atinentes al 
desempeño de sus funciones.

El procedimiento debe ser impulsado por 
uno o más electores, quienes deben presen-
tarse ante el Tribunal Superior de Justicia a 
efectos de identificar al funcionario cuya re-
vocación se solicita, el cargo que ocupa, las 
fechas de inicio y finalización del mandato, 
las causas por las que se requiere la revoca-

toria, y consignar los datos personales de los 
presentantes que llevarán adelante esta pri-
mera etapa.

Dentro de los diez días de realizada la pre-
sentación el Tribunal debe hacer entrega de 
las planillas foliadas en las que se deben re-
gistrar las firmas en cantidad igual o superior 
al veinte por ciento del padrón, en un plazo 
máximo de doce meses, para dar por inicia-
da la petición de revocatoria de mandato 
ante el Tribunal, caso contrario se declarará 
la caducidad del procedimiento.

Finalizada la etapa de la recolección de 
firmas, a partir de la presentación de las pla-
nillas ante el Tribunal, comienza a correr un 
plazo de treinta días para que este proceda a 
verificar el número total de firmas, la legiti-
midad y la validez de las incorporadas, que-
dando la petición desestimada cuando:

1.- Las firmas no alcanzaran el mínimo re-
querido;

2.- Se constata la existencia de irregulari-
dades en el procedimiento de obtención de 
las firmas;

3.- Se encuentren firmas apócrifas en un 
porcentaje superior al diez por ciento de las 
firmas verificadas.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) Artículo 67º CCABA.- El electorado tiene derecho 

a requerir la revocación del mandato de los funcionarios 
electivos fundándose en causas atinentes a su desempe-

ño, impulsando una iniciativa con la firma del veinte por 
ciento de los inscriptos en el padrón electoral de la Ciu-
dad o de la Comuna correspondiente. El pedido de revo-
catoria no es admisible para quienes no hayan cumplido 

un año de mandato, ni para aquellos a los que restaren 
menos de seis meses para la expiración de este. El Tribu-
nal Superior debe comprobar los extremos señalados y 
convocar a referéndum de revocación dentro de los no-

venta días de presentada la petición. Es de participación 
obligatoria y tiene efecto vinculante si los votos favora-
bles a la revocación superan el cincuenta por ciento de 
los inscriptos.
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Reunidos los extremos requeridos por la 
ley 267, el Tribunal Superior de Justicia debe 
convocar al Referéndum de Revocatoria de 
Mandato que debe llevarse a cabo dentro de 
los noventa días, pudiendo designar los pre-
sentantes de la petición fiscales, en la misma 
forma en que pueden hacerlo los partidos 
políticos.

Si la opción por la revocatoria obtiene 
más del cincuenta por ciento de los electo-
res inscriptos en el padrón electoral del dis-
trito correspondiente luego del escrutinio 
definitivo, el funcionario quedará separado 
del cargo. Si no se obtiene el cincuenta por 
ciento la posibilidad de una nueva petición 
de revocatoria de mandato por las mismas 
causales referidas a idénticos hechos queda 
inhabilitada.

III. Suspensión o destitución 

La segunda norma que contempla la 
Constitución de la Ciudad respecto de las 
sanciones a los Legisladores es el art. 79 (2) 
que determina: “La Legislatura, con el voto 
de las dos terceras partes del total de sus 
miembros, puede suspender o destituir a 
cualquier diputado, por inconducta grave en 
el ejercicio de sus funciones o procesamien-
to firme por delito doloso de acción pública”.

Es decir que los Constituyentes han dis-
puesto otras dos sanciones pasibles de ser 
aplicadas a los legisladores:

a) La suspensión, y

b) La destitución.

Para determinar el procedimiento a los 
efectos de poder imponer estas sanciones 
debió establecerse un mecanismo interno 
en el Reglamento de la Legislatura, aproba-
do por la res. 1/1998 - Reglamento de la Le-
gislatura.

Desde ya adelantamos que este mecanis-
mo interno en el Reglamento resulta ser muy 
confuso, razón por la cual debe ser objeto de 
modificación a través de la presentación de 
un Proyecto de Resolución que proponga la 
modificación de diversos artículos de la nor-
ma, su reordenamiento y sistematización.

IV. El Procedimiento en la Legislatura

El Reglamento ha determinado que en el 
mecanismo correspondiente al art. 79, CCA-
BA, previo a su análisis por el Cuerpo, deben 

intervenir dos instancias de Asesoramiento 
Permanente, ellos son:

a) La Junta de Ética, acuerdos y organis-
mos de control:

La Junta de Ética, acuerdos y organismos 
de control, definida por el art. 174 (3) del Re-
glamento como “..la reunión de Diputados...” 
que “Actúa por delegación del Cuerpo, con 
la finalidad de considerar, gestionar y resol-
ver asuntos de naturaleza no legislativa con-
templados en el artículo siguiente, o expre-
samente delegados” (inciso a), se encuentra 
“integrada con once diputados y diputadas”, 
y, según el punto 2, inciso a) del artícu-
lo 175 (4) del Reglamento, le compete dic-
taminar y resolver todo asunto relativo a “la 
conducta de las diputadas y los diputados”.

b) La Comisión Investigadora prevista en 
el art. 55 del Reglamento:

La Comisión Investigadora, de especia-
les características distintivas, prevista en el 
art. 55 (5) del Reglamento de la Legislatura 
será analizada detalladamente en el punto 
4.2.

IV.1. Junta de Ética, Acuerdos y Organis-
mos de Control

Como expresáramos en el punto anterior, 
la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de 
Control es la primera en tomar parte en el 
procedimiento.

Con respecto su integración, es importan-
te recordar que el art. 26 (6) del Reglamento 
de la Legislatura enuncia que en las Sesiones 
Preparatorias correspondientes a la renova-
ción parcial de la Legislatura se debe nom-
brar a los integrantes de las Comisiones de 
Asesoramiento Permanente y las Juntas.

Brevemente, no obstante, ello, indicamos 
que:

a) En las Sesiones Preparatorias el Cuer-
po autoriza, a través de la primera resolu-
ción que dicta la nueva composición de la 
Legislatura, al Vicepresidente 1º a emitir un 
decreto con la finalidad de proceder a la in-
tegración de las comisiones y juntas, con el 
acuerdo de Labor Parlamentaria. (Recorda-
mos que, si bien es cierto que se trata de la 
primera resolución de la nueva composición 
de la Legislatura, su número continúa sien-
do correlativo en virtud de tratarse del mis-
mo año parlamentario).

b) Llegar a ese acuerdo requiere de un 
complejo sistema que consiste en una pri-
mera propuesta de cada Diputado a su 
Presidente de Bloque, que conlleva a un 
primer debate interno del bloque por la dis-
tribución de los cargos. La elevación de ese 
acuerdo interno del Presidente del Bloque 
a la Vicepresidencia Primera de la Legisla-
tura, el debate de los Presidentes de Bloque 
en Labor Parlamentaria sosteniendo las 
pretensiones del Bloque, la formulación de 
la oferta del Vicepresidente 1º por las Presi-
dencias y cargos a cubrir, el traslado de esa 
propuesta a los bloques, el posterior acuerdo 
de cada Presidente de Bloque con sus Dipu-
tados y, finalmente, el acuerdo de todos los 
bloques que se refleja en el Decreto del Vi-
cepresidente 1º, generalmente publicado en 
los últimos días de febrero o principios del 
mes de marzo.

c) El art. 136 (7) establece que la integra-
ción de las Comisiones y Juntas y sus autori-
dades debe hacerse, en lo posible, respetan-
do la proporción de los bloques políticos y la 
diversidad de género. Este artículo data del 
Reglamento original de 1997.

Por consiguiente, la conformación de la 
Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de 
Control resulta generalmente ser “propor-
cional” a la conformación de los bloques 
políticos al momento de la constitución de 
la “nueva” Legislatura (período diciembre 
marzo), conforme lo que hemos denomina-
do en diversos trabajos “La Distribución Se-
cundaria del Poder”, y sus miembros respon-
den (generalmente) a los boques políticos 
que los han postulado (8).

Según nuestra apreciación, tres son las 
funciones que tiene que llevar a cabo la Jun-
ta, determinadas en el art. 55 del Reglamen-
to, ellas son:

a) El Informe a la Comisión Investigadora;

b) El Despacho sobre Declaración de De-
nuncia Infundada;

c La información a la Justicia Penal.

IV.1.a. Informe a la Comisión investigado-
ra. (Interpretación)

La Junta, desde que le ha sido girado el 
expediente interno con la denuncia recibi-
da por la Legislatura contra un Diputado o 
Diputada que implique “la realización de 
actos que importen un enriquecimiento 

indebido, inconducta grave en el ejercicio 
de sus funciones o algún delito doloso de 
acción pública...”, dispone de quince días 
corridos para analizarlo y considerar su ad-
misibilidad.

En el supuesto de así decidirlo debe elabo-
rar un informe dirigido a la Comisión Inves-
tigadora, incorporándolo al expediente in-
terno junto con todos los antecedentes que 
pudiera haber recabado.

El Reglamento no contempla cuál es la 
mayoría necesaria para admitir la denuncia. 
Deberíamos considerar entonces tres posi-
bilidades:

a) Mayoría simple de los presentes en la 
reunión: lo descartamos automáticamente.

b) Mayoría absoluta de sus miembros; o

c) Dos tercios de sus miembros.

Entendemos que por la importancia del 
tema se requeriría, en principio, la mayoría 
absoluta de los miembros de la Junta (seis) 
para realizar el informe de admisibilidad 
de la denuncia y remitirlo a la Comisión 
Investigadora. No obstante, esta primera 
aproximación, y haciendo una compa-
ración con el número requerido para la 
Sala Acusadora (Art. 94 CCABA) (9) para 
formalizar la Acusación de un funcionario 
sujeto a Juicio Político, nos inclinamos a 
que deberá obtenerse los dos tercios de los 
miembros de la Junta a efectos de la firma 
del informe sobre la admisión de la denun-
cia que deberán remitir a la Comisión In-
vestigadora.

Sin duda alguna, de no obtenerse el nú-
mero suficiente para el informe de admi-
sibilidad de la denuncia, ya sea de mayoría 
absoluta o de dos tercios del total de sus 
miembros, corresponderá que la Junta ela-
bore el Despacho de Denuncia Infundada 
del art. 61 (10).

Cabe destacar que en el punto 9 del pre-
sente trabajo, al considerar la posibilidad de 
que un Legislador presente en el recinto de 
sesiones (art. 269), por faltas cometidas en 
esa sesión, incurra en la posibilidad de que 
su conducta pueda ser considerada como 
“inconducta grave en el ejercicio de sus fun-
ciones” (art. 269 con arreglo a los arts. 195, 
197 y 198 del Reglamento), llegamos a de-
terminar que la mayoría necesaria para que 
la Legislatura habilite por votación a que se 

(2) Artículo 79 CCABA.- La Legislatura, con el voto de 
las dos terceras partes del total de sus miembros, pue-
de suspender o destituir a cualquier diputado, por in-
conducta grave en el ejercicio de sus funciones o proce-
samiento firme por delito doloso de acción pública. En 
cualquier caso, debe asegurarse el previo ejercicio del 
derecho a defensa.

(3) 1.- Art. 174: Denominación. Funcionamiento. Se 
denomina Junta a la reunión de Diputadas y Diputados 
que: a) Actúa por delegación del Cuerpo, con la finalidad 
de considerar, gestionar y resolver asuntos de naturale-
za no legislativa contemplados en el artículo siguiente, 
o expresamente delegados; b) Despacha en los proyec-
tos que le sean girados por el Cuerpo, por las Comisio-
nes o por las Juntas. Su funcionamiento es permanente, 
y se reúnen, cada vez que sea necesario, por: 1) Convoca-
toria de la Presidenta o del Presidente de la Legislatura; 
2) Convocatoria de la Presidenta o del Presidente de la 
Junta; 3) Pedido de una cuarta parte de las Diputadas y 
los Diputados integrantes de la Junta. Son presididas por 
la Diputada o el Diputado que elijan sus integrantes, en 
la primera reunión que celebren. Su funcionamiento y or-
ganización debe ajustarse, supletoriamente, a lo previsto 
en el capítulo anterior. Las Juntas se reúnen, en plenario, 
con la o las Comisiones de Asesoramiento Permanente 
que sean competentes, o tengan afinidad con el asunto 
a considerar. Las resoluciones y despachos de las Juntas 
deben ser impresos, numerados y distribuidos como lo 
establece el artículo 169.Las resoluciones que adopten 
las Juntas tienen presunción de legitimidad. (Modificado 
por Resolución 487/2005).

(4) Art. 175: Enumeración, Integración y Competencia 
de las Juntas. Las Juntas son las siguientes:1. Junta de 
Interpretación y Reglamento, integrada con nueve [9] 
diputados y diputadas, a la cual compete dictaminar y 
resolver todo asunto referido a la interpretación del Re-
glamento, y en especial lo previsto en los artículos 19, 
20, 135 y 192 de este Reglamento.2. Junta de Ética, 
Acuerdos y Organismos de Control, integrada con once 
[11] diputados y diputadas, a la que compete dictaminar 
y resolver todo asunto relativo a: a) La conducta de las 
diputadas y los diputados; b) La conducta de las funcio-
narias y de los funcionarios y personal de la Legislatura, 
cuando se recurran medidas disciplinarias; c) El análisis 
previo de los pliegos y propuestas recibidas para que la 
Legislatura preste los acuerdos o efectúe designacio-
nes, como se establece en el artículo 72 de este Regla-
mento. En todos los casos debe darse intervención a la 
Comisión de Asesoramiento Permanente o a la Junta 
que tenga competencia en el tema; d) El análisis y se-
guimiento de los informes que los Organismos de Con-
trol remitan a la Legislatura; e) Poner en conocimiento 
de las Comisiones de Asesoramiento Permanente o de 
las Juntas, los informes que los Organismos de Control 
remitan a la Legislatura, y girar, oportunamente, con o 
sin despacho, dichos informes a las referidas Comisio-
nes, o al Cuerpo, según corresponda. (Modificado por 
Resolución 437/2017).

(5) Art. 55: Denuncias contra Diputadas o Diputados. 
Las denuncias fundadas contra una Diputada o un Diputa-
do que presente cualquier ciudadana o ciudadano, impu-
tando a uno o a varias Diputadas o Diputados, la realiza-

ción de actos que importen un enriquecimiento indebido, 
inconducta grave en el ejercicio de sus funciones o algún 
delito doloso de acción pública, deben ser recibidas en 
la Legislatura y giradas para su análisis y consideración 
a la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control, 
que resuelve sobre la admisibilidad de la denuncia, den-
tro del plazo de 15 días corridos. Admitida la denuncia, se 
gira a la Comisión Investigadora, aprobada por el Cuer-
po, e integrada con representantes de todos los bloques. 
La intervención de la Comisión Investigadora puede ser 
requerida por cualquiera de las Diputadas o los Dipu-
tados que así lo solicite. En todos los casos, la Junta de 
Ética, Acuerdos y Organismos de Control debe pasar los 
antecedentes reunidos a la Justicia Penal. (Modificado 
por Resolución 523/1999). (Fe de Erratas Resolución JIR 
2/00).

(6) Art. 26: Integrantes. En las sesiones Preparatorias 
correspondientes a los años de renovación de la Legisla-
tura, ésta debe nombrar los integrantes de las Comisio-
nes Permanentes y de las Juntas del Cuerpo. (Modificado 
por Resolución Nº 1-Junta de Interpretación y Reglamen-
to-98).

(7) Art. 136: Designación. La designación de los Dipu-
tados o las Diputadas que integran las Comisiones de 
Asesoramiento Permanente, o las Especiales, y sus au-
toridades, debe hacerse, en lo posible, respetando la pro-
porción en que los sectores políticos están representados 
en el seno de la Legislatura, y la diversidad de género. 
Los Vicepresidentes o las Vicepresidentas de la Legisla-
tura pueden ser miembros de las Comisiones de Asesora-
miento Permanente, o Especiales.

(8) La distribución primaria del poder es la que hace-
mos al emitir el voto. La distribución secundaria del po-
der es la que hacen nuestros representantes / elegidos, 
reunidos con la autoridad de la Cámara que detenta el 
poder económico de esta.

(9) ARTICULO 94, CCABA.- La sala acusadora nom-
bra en su primera sesión anual una comisión para in-
vestigar los hechos en que se funden las acusaciones. 
Dispone de facultades instructoras y garantiza al impu-
tado el derecho de defensa. Dictamina ante el pleno de 
la sala, que da curso a la acusación con el voto favora-
ble de los dos tercios de sus miembros. El acusado que-
da suspendido en sus funciones, sin goce de haberes. 
Quedan excluidos de esa votación los miembros de la 
sala de juzgamiento. La sala de juzgamiento debate el 
caso respetando la contradicción y la defensa. La con-
dena se dicta por mayoría de dos tercios de sus miem-
bros y tiene como único efecto la destitución, pudiendo 
inhabilitar al acusado para desempeñar cualquier car-
go público en la Ciudad hasta diez años. Si la sala de 
juzgamiento no falla en los cuatro meses siguientes a 
la suspensión del funcionario, se lo considera absuelto 
y no puede ser sometido a nuevo juicio político por los 
mismos hechos.

(10) Art. 61: Denuncia infundada. Cuando se establez-
ca que la denuncia es infundada, la Legislatura debe de-
clarar que la misma no afecta el buen nombre y honor de 
las Diputadas denunciadas o los Diputados denunciados 
y procede al archivo de las actuaciones en la Junta de Éti-
ca, Acuerdos y Organismos de Control. (Modificado por 
Resolución 523/1999).
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constituya la “Comisión Investigadora” es de 
dos tercios de los miembros presentes, pero, 
reiteramos, se trata de una votación en el re-
cinto de sesiones para dar inicio al procedi-
miento y no un despacho de Comisión para 
formalizar el procedimiento de una acusa-
ción ante el cuerpo.

IV.1.b. Despacho de Denuncia Infundada. 
(Art. 61 - res. 523/1999)

En el supuesto de no admitir la denuncia, 
la Junta debe realizar un Despacho de “De-
claración” con las formalidades del caso y 
remitirlo a la Secretaría Parlamentaria para 
consideración del Cuerpo en una Sesión 
Especial, convocada al efecto, con la fina-
lidad de cumplimentar lo dispuesto en el 
art. 61 del Reglamento (Denuncia Infunda-
da) para que la Legislatura apruebe la De-
claración conteniendo la enunciación de 
que la denuncia (Infundada) “...no afecta el 
buen nombre y honor de las Diputadas de-
nunciadas o los Diputados denunciados...” 
y procede al archivo de las actuaciones en 
la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos 
de Control. (Modificado por resolución 
523/1999).

Con respecto a esta última parte del artícu-
lo (“y procede al archivo de las actuaciones en 
la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de 
Control”) la Secretaría Parlamentaria debe 
remitir el expediente a la Junta a los efectos 
de que el “diputado denunciado” retire el 
documento original, firme la recepción en 
una copia, y luego de guardar la Junta foto-
copia del expediente en sus archivos, remita 
el expediente original al archivo general de 
la Secretaría Parlamentaria de la Legislatura.

IV.1.c. Información a la Justicia Penal 
(art. 55 - res. 523/1999).

El último párrafo del art. 55 del Reglamen-
to ordena que “En todos los casos, la Junta 
de Ética, Acuerdos y Organismos de Control 
debe pasar los antecedentes reunidos a la 
Justicia Penal. (Modificado por resolución 
523/1999). (Fe de Erratas resolución JIR 
2/2000)”.

La imposición es clara en cuanto a que, 
independientemente de que pudiera darse 
el caso de que la Junta ha Despachado la 
“Denuncia Infundada”, y con ello, en princi-
pio, desechado la posibilidad de continuar 
con el trámite de la denuncia en la Legis-
latura, el expediente con todos los antece-
dentes reunidos deben ser evaluados por 
la justicia, en razón de que pudiera o no 
tratarse de una decisión política de la ma-
yoría de los miembros de la Junta de Ética, 
Acuerdos y Organismos de Control, dado 
que, como ya hemos enunciado, para que 
llegue el tratamiento de la denuncia al ple-
no de la Legislatura, se requiere la opinión 
favorable de la Junta y la Comisión Investi-
gadora, ambas, con el requisito de mayorías 
especiales.

IV.2. Comisión Investigadora. Introducción

A los efectos de la presentación del tema, 
expresaremos que la Comisión Investiga-
dora, de acuerdo con lo dispuesto por los 
artículos 55 y 64 del Reglamento de la Legis-
latura, debe estar “integrada con represen-
tantes de todos los bloques”, es así como los 
mencionados artículos expresan: “Admitida 
la denuncia, se gira a la Comisión Investiga-
dora, aprobada por el Cuerpo, e integrada 
con representantes de todos los bloques” 
(art. 55) y “...La Comisión Investigadora 
debe estar integrada con representantes de 
todos los bloques que forman el Cuerpo...” 
(art. 64).

Son muchos los interrogantes que nos 
plantea el Reglamento de la Legislatura, en 
virtud de que varios artículos son poco cla-
ros, y otros confusos.

En principio, vamos a aclarar que la 
“Comisión Investigadora” debe estar 
conformada por representantes de todos 
los Bloques Políticos y su constitución, 
para cada caso que analice, debe estar 
aprobada por la Legislatura, es decir, 
puede haber distintas constituciones de 
la “Comisión Investigadora” funcionando 
simultáneamente.

Trataremos de introducirnos al estudio 
y comprobación de la cuestión con el ejer-
cicio que hemos elaborado integrando un 
cuadro con la finalidad de que, a través de 
distintos ejemplos de situaciones reales 
que suelen darse en los ámbitos legislati-
vos, podamos apreciar las especiales carac-
terísticas distintivas de la Comisión Inves-
tigadora.

Si bien el esquema es teórico, introdu-
ciremos los mencionados ejemplos seg-
mentados en breves períodos de tiempo 
para tratar de apreciar cómo se va modi-
ficando la composición de la Comisión 
Investigadora en oportunidad de las dis-
tintas integraciones para tratar las diferen-
tes denuncias, situación que se encuentra 
directamente relacionada a los aconteci-
mientos de carácter político que determi-
nan los cambios en las composiciones de 
los Bloques, y, por consiguiente, su corre-
lación con el número de los integrantes de 
la Comisión Investigadora necesarios para 
despachar.

El cuadro se compone de tres columnas 
y cinco segmentos. En las columnas se in-
dican la fecha del evento, la composición 
original de los Bloques Políticos y las causas 
de las modificaciones posteriores (Colum-
na 1), la denominación y composición de 
los Bloques Políticos se encuentran volca-
dos en la columna 2, en la que se va actua-
lizando el número de miembros en virtud 
de las modificaciones producidas por crea-
ción, fusión, ruptura, etc. de los Bloques 
Políticos; en tanto que en la columna 3 se 
ha determinado la cantidad de miembros 
que corresponde a la conformación de la 
Comisión Investigadora que, recordamos, 
debe estar compuesta por representantes 
de todos bloques constituidos (notificados 
al cuerpo), para, finalmente, determinar la 
cantidad de los votos necesarios para des-
pachar de acuerdo a cada composición de 
la Comisión Investigadora.

Procedemos a detallar analíticamente los 
distintos segmentos propuestos:

Primer Segmento:

En el mismo se ha indicado que, según lo 
dispone el Reglamento de la Legislatura, an-
tes del 10 de diciembre se han llevado a cabo 
las Sesiones Preparatorias. En ellas, se ha 
procedido a la constitución de los Bloques 
Políticos a través de una nota dirigida a la 
Presidencia en la que se identifica la deno-
minación del Bloque, los Diputados que lo 
integran y sus autoridades. Esta es la compo-
sición original del nuevo cuerpo, que, como 
sabemos, no necesariamente refleja el resul-
tado de las elecciones que han llevado a los 
legisladores a ocupar sus bancas.

Segundo Segmento:

En este segmento hemos supuesto que 
se ha convocado a Extraordinarias duran-
te los meses de enero y febrero, y en la Se-
sión del 8 de enero, un mes después de la 
celebración de la Sesión Preparatoria, por 
el descontento de varios bloques políticos 
en virtud del resultado de la elección de las 
autoridades de la Casa, se han fusionado 
los bloques D (12 miembros) con el Bloque 
E (5 miembros) y un Legislador que se ha 
separado del Bloque Verde, conformando 
el Bloque DEV con dieciocho [18] miem-
bros. Nótese que este bloque es ahora la 
primera minoría.

El Bloque Rojo de tres miembros, por 
motivos parecidos, se ha roto, quedan-
do solamente uno de sus miembros, pero 
conservando el nombre; en tanto que los 
dos miembros restantes que se han reti-
rado se integraron al Bloque Rojo 2, con-
formando el Bloque Rojo 3, con cuatro [4] 
integrantes.

Llega a la Legislatura la primera denuncia 
del año que implica a un Diputado integran-
te del Bloque A (7 miembros).

Todas las presentaciones son comunica-
das por la Presidencia al inicio de la Sesión a 
efectos de que los Bloques Políticos queden 
formalmente constituidos.

Verificada la conformación de los bloques 
políticos al momento de recibirse la denun-
cia, están constituidos once bloques polí-
ticos, por consiguiente, once [11] serán los 
miembros de la Comisión Investigadora y 
se requerirá la firma de ocho [8] integrantes 
para formalizar el despacho.

Los Bloques presentan a Presidencia su 
propuesta, que es leída en la Sesión y some-
tida a votación, quedando aprobada la con-
formación de la Comisión Investigadora.

El Bloque DEV ha propuesto al Diputado 
Rave para conformar la Comisión Investiga-
dora en representación de su espacio políti-
co.

El diputado Presidente del Bloque Trián-
gulo, por ser unipersonal, conforma también 
la Comisión.

Tercer Segmento:

Para analizar este tercer segmento parti-
mos de la suposición de que ya nos encon-
tramos en la cuarta sesión extraordinaria 
celebrada el día 11 de febrero de 2022. Las 
negociaciones por las Presidencias de las 
Comisiones y Juntas se encuentran traba-
das, a pesar de las constantes reuniones 
entre los Presidentes de Bloques con el 
Vicepresidente 1º de la Legislatura (que 
conforman Labor Parlamentaria). Vale 
aquí mencionar que es el Vicepresidente 
1º quien detenta el poder político (por el 
sostén que también representa detentar el 
poder económico).

Debido a la puja por las Presidencias de 
las Comisiones, los Bloques Verde [2] y Vio-
leta [1] se fusionan con Cuadrado [5] con la 
finalidad de obtener dos Presidencias, con-
formando el Bloque VVCuadrado (8 miem-
bros).

Paralelamente se produce una denuncia 
contra un Diputado del Bloque C. En vir-
tud de que las opiniones de su bloque con 
respecto a su inocencia se encuentran divi-
didas, el Diputado acusado rompe con su 
bloque y, junto a otros dos Diputados que lo 
acompañan, conforman el Bloque C1 com-
puesto por tres Legisladores.

Todas las presentaciones son comunica-
das por la Presidencia al inicio de la Sesión a 
efectos de que los Bloques Políticos queden 
formalmente constituidos.

En virtud de que ahora son diez los blo-
ques parlamentarios, diez son los miembros 
de la nueva conformación de la Comisión 
Investigadora, en tanto que el número nece-
sario para despachar es dos tercios de 10: 7 
votos.

Los Bloques presentan a Presidencia su 
propuesta, que es leída en la Sesión y some-
tida a votación, quedando aprobada la con-
formación de la “segunda” Comisión Inves-
tigadora.

Recordamos, asimismo, que ya se encuen-
tra funcionando la “Primera Composición” 

de la Comisión Investigadora tratando el 
expediente de denuncia al Diputado del Blo-
que A.

El Bloque DEV ha propuesto al Diputado 
Rave para conformar esta “segunda” compo-
sición de la Comisión Investigadora, en re-
presentación de su espacio político.

El Presidente de Triángulo forma parte de 
la CI.

Cuarto Segmento:

Dos semanas después, el 25 de febrero 
de 2022, en la quinta reunión Extraordi-
naria, en virtud de que a la fecha no existe 
posibilidad alguna de llegar a un acuerdo 
para integrar las Comisiones, y por con-
siguiente, determinar quiénes serán sus 
Presidentes, los Bloques DEV [18] y B [11] 
se fusionan e incorporan a dos miembros 
de A, para conformar el Bloque DEVBA 
(31 miembros) y mantener un acuerdo 
programático a través de la obtención de 
un quorum propio [31] para las sesiones 
del año 2022,, e incidir directamente en 
la designación de los Presidentes de las 
Comisiones, determinando una mesa de 
enlace interna para consensuar los temas 
a considerar, producto del acuerdo con la 
Vicepresidencia Primera.

Las notas correspondientes son leídas por 
Presidencia formalizando las nuevas com-
posiciones de los Bloques Políticos.

Quinto Segmento:

El Primero de marzo, ya en período de se-
siones ordinarias, el Vicepresidente Primero 
dicta y distribuye el Decreto en dónde efec-
túa la integración de las Comisiones de Ase-
soramiento Permanente y las Juntas. Cabe 
destacar que en la grilla quién encabeza el 
listado de la Comisión es quién formalmente 
será elegido Presidente en la “reunión cons-
titutiva”.

El Decreto provoca profundos desacuer-
dos en algunos bloques políticos. En la se-
sión ordinaria del 3 de marzo de 2022, los 
Bloques Rojo [1], Rojo 3 [4] y Naranja [2] 
elevan la nota a Presidencia informando que 
se fusionan conformando el nuevo Bloque 
RRN (7 miembros). La nota es leída por Pre-
sidencia en la Sesión quedando el Bloque 
formalmente constituido.

La causa no declarada es que pretenden 
trabajar en forma conjunta en virtud de que 
han sido excluidos del acuerdo de Labor 
Parlamentaria y el Vicepresidente 1º a efec-
tos de la distribución de las Presidencias de 
las Comisiones y Juntas.

En la Sesión el único miembro del Bloque 
Triángulo se queja airada y repetidamente 
por la composición de las Comisiones, ya 
que no ha sido respetada ninguna de las 
cuatro propuestas que oportunamente ha 
realizado para integrase a estas.

En virtud de lo dispuesto por el art. 269 
del Reglamento de la Legislatura, y por la 
gravedad de la falta, la Legislatura, a indi-
cación del Presidente, ha decidido poner 
a consideración del Cuerpo, resultando la 
votación afirmativa, que el tema se tramite 
de acuerdo a lo dispuesto por el art. 79 de 
la CCABA.

Los Bloques Políticos formalizan su pro-
puesta ante Presidencia que las somete a 
consideración del Cuerpo.

En este momento, la Legislatura cuenta 
con siete [7] bloques constituidos, es decir, 
la “tercera” composición de la Comisión In-
vestigadora estará conformada por siete [7] 
miembros y se necesitará el voto de cinco de 
ellos para formular el despacho correspon-
diente.
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El Bloque DEVBA ha propuesto nuevamente al Diputado Rave para conformar esta tercera 
composición de la Comisión Investigadora, en representación de su espacio político.

Columna 1: Fecha. Composición 
original de los Bloques y modifica-
ciones posteriores

Columna 2: Denominación y 
Composición de los Bloques Po-
líticos de la Legislatura según sus 
modificaciones.

Columna 3: To-
tal de miembros 
de la C. I. – 2/3 
necesarios

Primer segmento: 7 de diciembre de 
2021. Sesiones Preparatorias. Com-
posición original de los Bloques 
Políticos de la Legislatura Porteña 
de acuerdo a las notas presentadas 
por los Bloques para su constitución 
formal ante la Presidencia de la Le-
gislatura, leídas en el Recinto de Se-
siones.

Bloque A: 7 miembros.
Bloque B: 11 miembros.
Bloque C: 8 miembros.
Bloque D: 12 miembros.
Bloque E: 5 miembros.
Bloque Verde: 3 miembros
Bloque Rojo: 3 miembros.
Bloque Rojo 2: 2 miembros.
Bloque Violeta: 1 miembro.
Bloque Naranja: 2 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque Cuadrado: 5 miembros.

12 miembros, el 
número necesa-
rio para acusar 
es dos tercios de 
12: 8 votos.

Segundo segmento: Extraordinarias. 
8 de enero de 2022. Con motivo de 
las Sesiones Preparatorias el Bloque 
D con 12 miembros, que pretendía 
la Vicepresidencia 1º, se fusionó con 
el Bloque E (5) y un Legislador del 
Bloque Verde se incorporó al nue-
vo Bloque, conformando el Bloque 
DEV (18).
Los Bloques Rojo (2) y Rojo 2 (2) se 
unificaron como Rojo 3 a los efectos 
de la distribución de las Presiden-
cias de las Comisiones de Asesora-
miento Permanente y las Juntas. Un 
miembro de Rojo permaneció con el 
Bloque. Estos temas son enunciados 
en la Sesión. Llega a la Legislatura 
una denuncia contra un Diputado 
del Bloque A (7) miembros.

Bloque A: 7 miembros.
Bloque B: 11 miembros.
Bloque C: 8 miembros.
Bloque DEV: 18 miembros.
Bloque Verde: 2 miembros.
Bloque Rojo: 1 miembro.
Bloque Rojo 3: 4 miembros.
Bloque Violeta: 1 miembro.
Bloque Naranja: 2 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque Cuadrado: 5 miembros.

11 miembros, el 
número necesa-
rio para acusar 
es dos tercios de 
11: 8 votos.

Tercer segmento: Extraordinarias. 
11 de febrero de 2022. Las negocia-
ciones por las Presidencias de las 
Comisiones y Juntas se encuentran 
trabadas. Los Bloques Verde (2) y 
Violeta (1) se fusionan con Cuadra-
do (5) con la finalidad de obtener 
dos Presidencias, conformando el 
Bloque VVCuadrado.
Se produce una denuncia contra un 
Diputado del Bloque C. El Diputado 
rompe con su bloque y dos Diputa-
dos lo acompañan conformando el 
Bloque C1. 

Bloque A: 7 miembros.
Bloque B: 11 miembros.
Bloque C: 5 miembros.
Bloque C1: 3 miembros.
Bloque DEV: 18 miembros.
Bloque Rojo: 1 miembro.
Bloque Rojo 3: 4 miembros.
Bloque Naranja: 2 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque VVCuadrado: 8 miembros.

10 miembros, el 
número necesa-
rio para acusar 
es dos tercios de 
10: 7 votos.

Cuarto segmento: Extraordinarias. 
25 de febrero de 2022. Las nego-
ciaciones continúan trabadas, los 
Bloques DEV (18) y B (11) se inte-
gran con dos miembros de A para 
conformar el Bloque DEVBA (31) 
y mantener un acuerdo programá-
tico a través de la obtención de un 
quorum propio (31) para las sesio-
nes del 2022.

Bloque A: 5 miembros.
Bloque C: 5 miembros.
Bloque C1: 3 miembros.
Bloque DEVBA: 31 miembros.
Bloque Rojo: 1 miembro.
Bloque Rojo 3: 4 miembros.
Bloque Naranja: 2 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque VVCuadrado: 8 miembros.

9 miembros, el 
número necesa-
rio para acusar 
es dos tercios de 
9: 6 votos.

Quinto segmento: Ordinarias. 3 de 
marzo de 2022. Los Bloques Rojo 
(1), Rojo 3 (4) y Naranja (2) se fu-
sionan en RRN (7) para trabajar en 
forma conjunta en virtud de que han 
sido excluidos del acuerdo de Labor 
Parlamentaria con el Vicepresiden-
te 1º a efectos de la distribución de 
las Presidencias de las Comisiones y 
Juntas. En la Sesión el único miem-
bro del Bloque Triángulo se queja 
airada y repetidamente por la distri-
bución de los miembros de las Co-
misiones. 

Bloque A: 5 miembros.
Bloque C: 5 miembros.
Bloque C1: 3 miembros.
Bloque DEVBA: 31 miembros.
Bloque RRN: 7 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque VVCuadrado: 8 miembros.

7 miembros, el 
número necesa-
rio para acusar 
es dos tercios de 
7: 5 votos.

lo hará en su propia causa, considerándose 
su voto en ese caso como abstención.

c) El Diputado Rave es miembro de las tres 
composiciones de la Comisión Investigado-
ra en representación de su espacio político. 
En la Primera por DEV; en la Segunda por 
DEV, y en la Tercera por DEVBA.

d) Independientemente de que tuviéra-
mos en consideración que durante deter-
minado transcurso de tiempo los bloques 
parlamentarios permanecieran sin modifi-
caciones, y se produjeran varias denuncias 
que requieran del inicio del procedimiento, 
no necesariamente la Comisión Investiga-
dora tendría la participación de los mismos 
legisladores en las distintas causas, porque 
es cada bloque quién propone a uno de sus 
integrantes a efectos de la integración de la 
Comisión.

e) La integración de las distintas confor-
maciones de Comisión Investigadora ha 
sido aprobada por el Cuerpo en las sesiones 
correspondientes a los segmentos Segundo, 
Tercero y Quinto.

IV.2.a. Permanente o “Transitorias”

En referencia a qué tipo de Comisión es la 
Comisión Investigadora, ya nos hemos ex-
presado al respecto en el análisis de los ar-
tículos correspondientes a la Legislatura en 
la Constitución de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires — Edición Comentada, dirigi-
da por la Dra. Marcela Basterra (11), cuando 
dijimos que: “La Legislatura cuenta con dos 
tipos de Comisiones: A.- Las Comisiones 
permanentes, expresamente determinadas 
en su Reglamento: a.- Comisión investiga-
dora enunciada en los artículos 55 y 64: Su 
competencia se encuentra relacionada con 
los tipos de sanciones que pueden ser im-
puestas por el Cuerpo a los Diputados. En 

cuanto a su número de miembros, debe es-
tar integrada por representantes de todos los 
Bloques Políticos, cantidad que se encuentra 
directamente correspondida con el momen-
to de su conformación (arts. 63º y 64º del 
Reglamento), resultando por ello aleatoria, 
dependiendo de cuantos Bloques se en-
cuentren informados al Cuerpo, y por lo tan-
to oficialmente constituidos, al momento de 
producirse el hecho objeto de investigación”.

En la mencionada Constitución Edición 
Comentada, hemos claramente Diferencia-
do a la Comisión Investigadora del art. 55 de 
la “b.- Comisión Investigadora Instructora a 
los efectos del Juicio Político: Se crea a partir 
de la directiva establecida en el artículo 94º 
de la Constitución de la Ciudad”.

Por consiguiente, la Comisión Investiga-
dora del art. 55 del Reglamento, es una Co-
misión Permanente de la Legislatura, con 
especiales características distintivas, una 
de ellas, su “Composición: conformación 
aleatoria - multiplicidad de conformaciones 
posibles” ya estudiada en el punto anterior, 
y la otra el requerimiento de la “Decisión de 
dos tercios de sus miembros para realizar el 
Despacho”, que analizaremos más adelante.

IV.2.b. Multas

Con la incorporación de la figura de las 
Multas (inciso 3) del artículo 55 del Regla-
mento, el Legislador ha decidido la aplica-
ción de una “nueva sanción” no prevista en 
la Constitución de la Ciudad.

A continuación, y referido a la posibilidad 
de que el Legislador denunciado pueda ser 
sancionado por la Legislatura con una multa 
hasta el monto de su retribución mensual, la 
pregunta a responder sería ¿cuál es la causa 
por la que puede ser pasible de la aplicación 
de esa “multa”?

Cabe concluir con este primer análisis 
que:

a) Conforme lo expresado, son tres 
distintas las composiciones de la Comi-
sión Investigadora que se encuentran 
funcionando en el quinto segmento (a 

partir de la sesión del 3 de marzo de 
2022).

b) El Presidente y único miembro del Blo-
que Triángulo, a pesar de que se encuentra 
imputado, forma parte de la Comisión Inves-
tigadora en las tres causas, es decir también 

(11) Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires - Edición Comentada, dirigida por la Dra. Marcela 
Basterra - “La Constitución analizada desde el aporte del 
Legislador”. Rodríguez Masdeu - Nenci. (Páginas 849 a 
936). Editorial Jusbaires.

(12) Art. 63: Sanciones. Sesión especial. La Legislatura 
puede ser convocada a sesión especial, con una antela-
ción mínima de setenta y dos [72] horas, para los siguien-
tes casos: 1) Decidir la exclusión de alguna de las Diputa-
das o de alguno de los Diputados; 2) Decidir la suspen-

sión transitoria de alguna de las Diputadas o de alguno 
de los Diputados por inconducta en el ejercicio de sus 
funciones; 3) Decidir la aplicación de una multa a alguna 
de las Diputadas o a alguno de los Diputados, hasta el 
monto de su retribución mensual. Para adoptar la medi-

da dispuesta en los incisos 1) y 2) es necesaria la mayoría 
de los dos tercios del número total de sus miembros. Para 
aplicar las sanciones previstas en el inciso 3) es necesaria 
la mayoría absoluta del número total de sus miembros. 
(Modificado por Resolución 523/999).

Pretendiendo simplificar el análisis hemos elaborado el siguiente cuadro:

Causa Norma Sanción aplicable Mayoría requerida
Inconducta grave en 
el ejercicio de sus 
funciones.

CCABA Art. 79 /
Art. 55 Reglamento 
de la Legislatura 

Suspender o destituir CCABA Art. 79º.- 
Dos terceras par-
tes del total de sus 
miembros (40 vo-
tos). Art. 63 Rto.: 
Sanciones

Procesamiento fir-
me por delito doloso 
de acción pública

CCABA Art. 79 /
Art. 55 Reglamento 
de la Legislatura

Suspender o destituir CCABA Art. 79º.- 
Dos terceras par-
tes del total de sus 
miembros (40 vo-
tos). Art. 63 Rto.: 
Sanciones

La realización de 
actos que importen 
un enriquecimiento 
indebido

Art. 55 Reglamento 
de la Legislatura

3) Decidir la aplicación 
de una multa a alguna 
de las Diputadas o a al-
guno de los Diputados, 
hasta el monto de su re-
tribución mensual.

Art. 63 Rto.: Sancio-
nes. Mayoría ab-
soluta del número 
total de sus miem-
bros. (Mod. por Re-
solución 523/999)

De la simple lectura del mismo surge 
que conforme al art. 79 de la Constitución 
CABA, “por inconducta grave en el ejerci-
cio de sus funciones” o “procesamiento 
firme por delito doloso de acción pública” 
le corresponde a la Legislatura Suspender 
o Destituir al acusado, en tanto que, de 
acuerdo al art. 55 del Reglamento introdu-
cido por la res. 523/1999, al Legislador ha-
llado culpable por “La realización de actos 
que importen un enriquecimiento indebi-
do”, la Legislatura le podría imponer, por el 
voto afirmativo de la mayoría absoluta (31 
votos) de sus miembros, según lo determi-
nado por el art. 63 (12) del Reglamento, la 
sanción de multa hasta el monto de su re-
tribución mensual.

No analizaremos más el tema dada la po-
sibilidad de extensión del presente, pero en 
principio, dejamos expresamente sentado 
que no concebimos actos que impliquen 
un enriquecimiento indebido imputables a 
un Legislador que sean compatibles con su 
Investidura y puedan ser considerados pasi-
bles de multas, por lo tanto, no considerare-
mos el inc. c) del art. 55 en la continuación 
del presente trabajo.

IV.2.c. El Despacho de la Comisión Inves-
tigadora

En cuanto a la tarea que debe realizar la 
Comisión Investigadora, el art. 57 (Análisis 
de los elementos) del Reglamento expresa 



Julio de 2022 | 5Jurisprudencia Argentina Ciudad Autónoma de Buenos Aires

que “La Comisión Investigadora debe anali-
zar los elementos aportados en la denuncia 
y los antecedentes girados por la Junta de 
Ética, Acuerdos y Organismos de Control, 
para establecer el grado de veracidad de la 
acusación”.

Demás está decir que esa es su función 
primordial, no obstante, ello, en una opor-
tunidad de su conformación, hubo un tema 
fundamental que ha trabado su funciona-
miento, no siendo precisamente el proce-
dimiento previo a su constitución, sino qué 
número de integrantes, en un mismo o dis-
tinto sentido, son los que se requieren para 
la firma y validez del despacho.

El art. 64 del Reglamento, “Dictamen Co-
misión Investigadora” se refiere al Despacho 
que debe realizar la Comisión para su pase 
a consideración del Cuerpo expresando que 
“En los casos previstos en el artículo anterior, 
es requisito previo la existencia de dictamen 
en tal sentido de una Comisión Investigado-
ra, previa intervención de la Junta de Ética, 
Acuerdos y Organismos de Control”.

Si tomamos entonces los arts. 63 y 64, la 
Comisión Investigadora debe despachar 
asesorando al cuerpo sobre la aplicación 
de las siguientes sanciones previstas en el 
art. 63 del Reglamento:

1) Decidir la exclusión de alguna de las 
Diputadas o de alguno de los Diputados;

2) Decidir la suspensión transitoria de 
alguna de las Diputadas o de alguno de los 
Diputados por inconducta en el ejercicio de 
sus funciones;

En ambos casos se requiere la aproba-
ción de los dos tercios del Cuerpo, es decir 
cuarenta votos. Recordamos nuevamen-
te aquí que estos dos casos se encuentran 
previstos en el art. 79 de la Constitución de 
la Ciudad, y

3) Decidir la aplicación de una multa hasta 
el total de su retribución mensual.

Sobre el tema Multas nos hemos expresa-
do en IV.2.b.

El art. 63 omite un tema importante que 
debe resolver también la Comisión Investi-
gadora: si conforme al art. 61 corresponde 
ahora a la Comisión, finalizada su investiga-
ción y la evaluación definitiva de los antece-
dentes recopilados, realizar el “Despacho de 
Declaración de Denuncia Infundada”, para 
remitirlo a consideración del Cuerpo.

Ya hemos expresado en el punto IV.1.b. 
(Despacho de Denuncia Infundada. Art. 61 
— res. 523/1999) que en el supuesto de no 
admitir la denuncia, la Junta debe realizar 
un Despacho de “Declaración” con las for-
malidades del caso y remitirlo a la Secretaría 
Parlamentaria para consideración del Cuer-
po en una Sesión Especial, convocada al 

efecto, con la finalidad de cumplimentar lo 
dispuesto en el art. 61 del Reglamento (De-
nuncia Infundada) para que la Legislatura 
apruebe la Declaración de que la denuncia 
(Infundada) “...no afecta el buen nombre y 
honor de las Diputadas denunciadas o los 
Diputados denunciados...”.

Entendemos que nos encontramos con la 
segunda oportunidad en que procede esta 
norma, de así considerarlo, debiendo reali-
zar el Despacho la Comisión Investigadora.

Por otra parte, resulta aquí importante ex-
presar:

a) Que el Despacho de la Comisión Inves-
tigadora, cualquiera sea su sentido, debe ser 
publicado para conocimiento de todos los 
Diputados miembros de la Legislatura, y no 
para que formulen observación alguna, pre-
vio a su tratamiento en el Recinto de Sesio-
nes;

b) Adelantar, que cualquiera sea el Des-
pacho con las conclusiones de la Comisión 
Investigadora, todo Despacho de Comisión/
Junta es un instrumento para asesorar al 
Cuerpo que puede no verse reflejado (no ser 
tenido en cuenta) en su consideración final.

IV.2.d. Dos tercios de los miembros en el 
mismo sentido o dos tercios sumatoria de 
los posicionamientos

El último párrafo del art. 64 (13) expresa: 
“El dictamen debe ser aprobado por el voto 
de los dos tercios de los integrantes de la Co-
misión Investigadora”.

Nos encontramos ahora con un nuevo in-
terrogante que nos plantea el Reglamento, 
ya que es muy distinto obtener los dos ter-
cios de los votos para Decidir la exclusión 
(inciso 1), Decidir la suspensión (inciso 2) o 
proceder a realizar el “Despacho de Declara-
ción de Denuncia Infundada” (art. 61), que 
obtener los dos tercios con la suma de los 
distintos posicionamientos de los Legislado-
res integrantes de la Comisión Investigadora 
para “integrar” el Despacho.

Según nuestra apreciación, y conforme 
a lo determinado en la Constitución y el 
mismo Reglamento de la Legislatura en lo 
referente a la realización del Juicio Político, 
se requiere dos tercios de la Sala Acusado-
ra [art. 93 CCABA (14)] y dos tercios de la 
Sala Juzgadora [Art. 94 CCABA (15)], debien-
do entonces procederse para los Legislado-
res de la misma manera.

Es decir, si no se obtienen los dos tercios 
para acusar, y determinar cuál será la pena a 
aplicar, debería la Comisión realizar el “Des-
pacho de Declaración de Denuncia Infunda-
da” del art. 61, y, tal cual lo adelantado, lue-
go de la publicación, como siempre ocurre, 
corresponderá al Cuerpo en su Resolución 
la determinación de la evaluación del ase-
soramiento dado por la Comisión Investiga-

dora para dar por finalizado el trámite de la 
acusación con alguno de los tres resultados 
antes indicados, es decir:

a) Exclusión,

b) Suspensión, o

c) Declaración de denuncia infundada.

IV.2.e. Información a la Justicia Penal. 
(Arts. 55, 57 y 60 Rto.)

Hemos expuesto en el punto IV.1.c. (In-
formación a la Justicia Penal - Art. 55 - Res. 
523/1999) la responsabilidad de la Junta de 
Ética, Acuerdos y Organismos de Control 
respecto de la remisión de los antecedentes 
a la Justicia Penal.

Ahora bien, cabe aquí analizar en qué mo-
mento y quien deberá cumplimentar lo dis-
puesto en el art. 60 (16), en tanto este ordena 
que “Cuando haya presunción de veracidad 
de los actos imputados en la denuncia, la Le-
gislatura remite los antecedentes reunidos a 
la Justicia Penal...”.

Pasaremos primero a analizar las distintas 
posibilidades de respuesta:

a) El art. 60 refuerza lo dispuesto en el 
art. 55 (los remite la Junta) y no se debe re-
mitir nuevamente los antecedentes, ahora, 
con la investigación realizada por la Comi-
sión Investigadora, a la Justicia Penal. Lo 
descartamos de plano.

b) Lo debe cumplimentar la Comisión 
Investigadora en oportunidad de finalizar 
el período de investigaciones de cuarenta y 
cinco días otorgado por el Reglamento, inde-
pendientemente de la resolución que tome 
al respecto, que, en virtud de su investiga-
ción y la evaluación definitiva de los antece-
dentes recopilados, decide realizar el “Des-
pacho de Declaración de Denuncia Infunda-
da” conforme al art. 61 del Reglamento, para 
remitirlo a consideración del Cuerpo.

Entendemos que no, ya que la Comisión 
Investigadora carece de soporte técnico (no 
tiene personal) ni Presidente o Secretario y 
todo el personal que “colabora” con los Le-
gisladores en la investigación proviene de su 
Despacho y su Bloque Político.

c) Lo debe remitir la Legislatura al recibir 
el Despacho y los antecedentes que eleva 
la Comisión Investigadora en el expediente 
luego de analizar el caso. Entendemos que 
aquí correspondería la segunda remisión 
a la Justicia Penal, ya que, cualquiera sea el 
posicionamiento de la Comisión, correspon-
derá al Presidente (17) de la Legislatura, su 
autoridad natural, remitir todos los antece-
dentes que ha recabado la Comisión Investi-
gadora, junto al Despacho producido por la 
Comisión, en virtud de que se trata formal-
mente del final de la investigación por parte 
de las Comisiones Permanentes (Junta y CI).

V. Sesión de la Legislatura. Suspensión. 
Destitución, o denuncia infundada. Decla-
ración de la Legislatura

El art. 63 (18), Capítulo 2, de las Sanciones 
a los Diputados, dispone que la Legislatura 
“puede ser convocada a una Sesión Espe-
cial” con una antelación mínima de 72 ho-
ras, “para los siguientes casos”, y enumera lo 
siguiente:

1.- Decidir la exclusión de alguna de las 
Diputadas o de alguno de los Diputados;

2.- Decidir la suspensión transitoria de 
alguna de las Diputadas o de alguno de los 
Diputados por inconducta en el ejercicio de 
sus funciones;

La Constitución no estipula por cuánto 
tiempo puede ser suspendido el Legislador, 
si bien hay mucha bibliografía sobre el tema.

El Maestro Mario Midón (19) en su obra 
“Prerrogativas de los Legisladores” expresa 
sobre la Suspensión: “Si bien la ley mayor 
no ha previsto entre sus preceptos la sanción 
de “suspensión” debe entendérsela como 
una suerte de “corrección” y, por ende, com-
prendida dentro de las facultades de los 
cuerpos legislativos que así lo han entendido 
al ejercerla.

La suspensión debe entenderse como la 
sanción en virtud de la cual el sujeto pasible 
de ella está impedido de ejercer transitoria-
mente la función, sin percibir haberes du-
rante ese período...”.

El Maestro Pablo Luis Manili, en su “Tra-
tado de Derecho Constitucional Argenti-
no y Comparado” (20), con respecto a la 
“suspensión”, recuerda que “Como quien 
puede lo más puede lo menos, las Cáma-
ras han ejercido la atribución de suspender 
congresistas, como ocurrió en los siguien-
tes casos:

a.- En 1946 se suspendió a por tres sema-
nas al Diputado Roberto Sanmartino, a raíz 
de expresiones consideradas ofensivas verti-
das en una sesión.

b.- En 1998 se suspendió por tres sesiones 
al Diputado Horacio V. Cambareri, quien 
utilizó los medios de comunicación de la 
Cámara para expresar su posición favorable 
a un alzamiento militar ocurrido en 1998.

c.- En 1997 fue suspendido por cuarenta y 
cinco días el Diputado Eduardo Varela Cid, 
como consecuencia de haber sido acusado 
por un particular de haberle solicitado una 
suma de dinero para garantizarle el resulta-
do de una votación en el Recinto.

d.- En 2005, el Senado suspendió al Sena-
dor Raúl Ernesto Ochoa por haber votado 
dos veces en las elecciones de 2001 (El Se-
nador terminó su mandato estando suspen-
dido)”.

(13) Art. 64: Dictamen Comisión Investigadora. En los 
casos previstos en el artículo anterior, es requisito pre-
vio la existencia de dictamen en tal sentido de una Co-
misión Investigadora, previa intervención de la Junta de 
Ética, Acuerdos y Organismos de Control. La Comisión 
Investigadora debe estar integrada con representantes 
de todos los bloques que forman el Cuerpo. El dictamen 
debe ser aprobado por el voto de los dos tercios de los 
integrantes de la Comisión Investigadora.

(14) Artículo 93, CCABA.- Cada dos años y en su pri-
mera sesión, la Legislatura se divide por sorteo, en una 
sala acusadora integrada por el setenta y cinco por 
ciento de sus miembros y en una sala de juzgamiento 
compuesta por el veinticinco por ciento restante, res-
petando la proporcionalidad de los partidos o alianzas. 
Cada sala es presidida por un diputado elegido por ma-
yoría simple entre sus miembros. Cuando el juicio polí-
tico sea contra el Gobernador o el Vicegobernador, la 
sala de juzgamiento es presidida por el presidente del 
Tribunal Superior.

(15) Artículo 94, CCABA.- La sala acusadora nom-
bra en su primera sesión anual una comisión para 
investigar los hechos en que se funden las acusacio-
nes. Dispone de facultades instructorias y garantiza 
al imputado el derecho de defensa. Dictamina ante 
el pleno de la sala, que da curso a la acusación con 
el voto favorable de los dos tercios de sus miembros. 
El acusado queda suspendido en sus funciones, sin 
goce de haberes. Quedan excluidos de esa votación los 
miembros de la sala de juzgamiento. La sala de juzga-
miento debate el caso respetando la contradicción y la 
defensa. La condena se dicta por mayoría de dos ter-
cios de sus miembros y tiene como único efecto la des-
titución, pudiendo inhabilitar al acusado para desem-
peñar cualquier cargo público en la Ciudad hasta diez 
años. Si la sala de juzgamiento no falla en los cuatro 
meses siguientes a la suspensión del funcionario, se lo 
considera absuelto y no puede ser sometido a nuevo 
juicio político por los mismos hechos.

(16) Art. 60: Presunción de veracidad. Cuando haya 

presunción de veracidad de los actos imputados en la de-
nuncia, la Legislatura remite los antecedentes reunidos 
a la Justicia Penal y obra de conformidad a lo previsto en 
el artículo 79 de la Constitución de la Ciudad de Buenos 
Aires.

(17) Art. 83: Presidencia. La Presidencia de la Legisla-
tura es ejercida por la Vicejefa o el Vicejefe de Gobierno, 
quien la representa, conduce los debates, tiene iniciati-
va legislativa y vota en caso de empate, con la excepción 
prevista en el artículo 4º de este Reglamento. (Modifica-
do por Resolución 523/999). ARTICULO 71º CCABA.- La 
Presidencia de la Legislatura es ejercida por el Vicejefe de 
Gobierno, quien conduce los debates, tiene iniciativa le-
gislativa y vota en caso de empate. La Legislatura tiene 
un Vicepresidente Primero, que es designado por la mis-
ma, quien ejerce su coordinación y administración, suple 
al Vicejefe de Gobierno en su ausencia y desempeña to-
das las funciones que le asigna el reglamento.

(18) Art. 63: Sanciones. Sesión especial. La Legisla-
tura puede ser convocada a sesión especial, con una 

antelación mínima de setenta y dos (72) horas, para 
los siguientes casos: 1) Decidir la exclusión de alguna 
de las Diputadas o de alguno de los Diputados; 2) De-
cidir la suspensión transitoria de alguna de las Dipu-
tadas o de alguno de los Diputados por inconducta en 
el ejercicio de sus funciones; 3) Decidir la aplicación de 
una multa a alguna de las Diputadas o a alguno de los 
Diputados, hasta el monto de su retribución mensual. 
Para adoptar la medida dispuesta en los incisos 1) y 
2) es necesaria la mayoría de los dos tercios del número 
total de sus miembros. Para aplicar las sanciones pre-
vistas en el inciso 3) es necesaria la mayoría absoluta 
del número total de sus miembros. (Modificado por Re-
solución 523/999).

(19) MIDÓN, Mario, “Prerrogativas de los legisladores 
Nacionales, provinciales y municipales”. Editorial Astrea, 
2018, Segunda edición actualizada y ampliada.

(20) MANILI, Pablo Luis, “Tratado de Derecho Consti-
tucional Argentino y Comparado”. 2021, Primera Edición, 
Tomo V.
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Precisamente, este último antecedente 
citado por el Maestro Manili nos introduce 
en la siguiente cuestión: La Constitución 
Nacional no determina en su articulado la 
sanción de “suspensión”, pero como han de-
tallado los Maestros Midón y Manili antes 
mencionados, ambas Cámaras han aplicado 
suspensiones a sus miembros.

La Constitución de la Ciudad sí, pero no 
estipula cual es el período mínimo ni el 
máximo de suspensión que se le puede apli-
car a un Legislador.

Podemos inferir, si tomamos como base 
el Reglamento de la Legislatura, que el in-
ciso “3) Decidir la aplicación de una multa 
a alguna de las Diputadas o a alguno de los 
Diputados, hasta el monto de su retribución 
mensual” del art. 63 (Multas IV.2.b., con el 
que no estamos de acuerdo), ha determi-
nado que se puede aplicar hasta el “monto 
de su retribución mensual”, entonces podría 
llegar a concluirse que, por ser la suspen-
sión una falta más grave, podríamos tomar 
a partir de allí el inicio del cálculo para de-
terminar el tiempo de la suspensión de un 
Legislador.

Siempre, considerando que la suspensión 
del Legislador no debería importar el cerce-
namiento de la representación política del 
Partido Político/Bloque al cual el Diputado 
se encuentra representando en la Legislatu-
ra.

En particular sobre el punto 3) ya nos he-
mos expresado en IV.2.b. Multas.

Ya con respecto a la Sesión Especial, en 
principio debemos indicar que la Legisla-
tura “debe” no “puede” ser convocada a los 
efectos antes mencionados.

Con respecto a quién debe realizar la Con-
vocatoria, es el Presidente de la Legislatura, 
o en su defecto el Vicepresidente 1º, quién 
debe realizar la convocatoria a la Sesión Es-
pecial, con un plazo de setenta y dos horas 
previas, para que la Legislatura se constituya 
a los efectos del tratamiento del único Tema 
de la reunión.

De acuerdo con lo expresado en puntos 
anteriores, la Legislatura será convocada 
en virtud del expediente interno correspon-
diente a la denuncia formulada contra un 
Legislador para el tratamiento de:

a) El Despacho de la Junta de Ética, Acuer-
dos y Organismos de Control a efectos de dar 
cumplimiento al art. 61 sobre Declaración 
de Denuncia Infundada declarando que “la 
misma no afecta el buen nombre y honor de 
las Diputadas denunciadas o los Diputados 
denunciados”.

b) El Despacho de la Comisión Investiga-
dora referente a las sanciones previstas en 
el art. 79 de la Constitución de la CABA o 
el Despacho de la Comisión Investigadora 
sobre Declaración de Denuncia Infundada 
(art. 61).

Inicialmente, en el uso de la palabra, en 
representación de la Junta de Ética (en su 
caso) o de la Comisión Investigadora, lo 
harán todos aquellos que fundamenten los 
distintos posicionamientos para el aseso-
ramiento volcados en el Despacho, y pos-
teriormente lo hará el resto de los Legisla-
dores.

Demás está decir que también se en-
contrará garantizado el derecho de de-
fensa del Legislador acusado, como lo ha 
estado a lo largo de todo el procedimien-
to, pudiendo participar activamente, con 
derecho a responder a cada una de las 
imputaciones verbales que le hicieran los 
Legisladores.

Nos permitimos recordar aquí que no 
existe la “obligación” de que cada Legislador 
integrante de un Bloque Político vote con-
forme a lo determinado por el representante 
de este en el Despacho, o conforme a la deci-
sión del Bloque.

Es decir, no puede existir disciplina de 
Bloque sino absoluta libertad de conciencia 
para que cada Legislador emita y, de así con-
siderarlo, justifique su voto.

La segunda parte del artículo determina 
que:

“Para adoptar la medida dispuesta en los 
incisos 1) y 2) es necesaria la mayoría de los 
dos tercios del número total de sus miem-
bros.

Para aplicar las sanciones previstas en el 
inciso 3) es necesaria la mayoría absoluta 
del número total de sus miembros. (Modifi-
cado por Resolución 523/1999)”.

A modo de ejemplo hemos realizado el si-
guiente “Cuadro de la Sesión Especial de la 
Legislatura” para poder analizar el compor-
tamiento de los Bloques Políticos en una Se-
sión Especial en la que se trata el Despacho 
(o los Despachos) de la Comisión Investiga-
dora, para imponer una sanción a un Legis-
lador.

Tomaremos como base el cuadro anterior-
mente explicado, desarrollado como ejerci-
cio del punto “IV.2. Comisión Investigadora”, 
cambiando las premisas con la finalidad de 
ir obteniendo los sucesivos cómputos de las 
votaciones, pero manteniendo las variacio-
nes en las conformaciones de los distintos 
Bloques Políticos.

Para ello utilizaremos los cinco segmentos 
antes enunciados y los bloques políticos ex-
presarán el sentido de su voto, en cada uno 
de ellos, de acuerdo al siguiente orden:

1.- Destitución.

2.- Suspensión.

3.- Multa.

4.- Denuncia Infundada.

Columna 1: Fecha. Composición ori-
ginal de los Bloques y modificacio-
nes posteriores

Columna 2: Denominación y 
Composición de los Bloques 
Políticos de la Legislatura se-
gún sus modificaciones.

Columna 3:  
Cómputo de los 
votos de los Blo-
ques 

Segundo segmento: 8 de enero de 
2022. 
1.- Destitución: Bloques A, B y C.
2.- Suspensión: El Bloque D con 12 
miembros se fusionó con el Bloque E 
(5) y un Legislador del Bloque Verde 
se incorporó al nuevo Bloque, con-
formando el Bloque DEV (18).
3.- Multa: Los Bloques Rojo (2) y 
Rojo 2 (2) se unificaron como Rojo 3. 
Verde (2) Un miembro de Rojo per-
maneció con el Bloque. + Violeta y 
Naranja.
4.- Denuncia Infundada: Bloques 
Triángulo y Cuadrado.

Bloque A: 7 miembros.
Bloque B: 11 miembros.
Bloque C: 8 miembros.
Bloque DEV: 18 miembros.
Bloque Verde: 2 miembros.
Bloque Rojo: 1 miembro.
Bloque Rojo 3: 4 miembros.
Bloque Violeta: 1 miembro.
Bloque Naranja: 2 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque Cuadrado: 5 miembros.

1.- Destitución:
26 votos.
2.- Suspensión: 18 
votos.
3.- Multa: 10 votos.
4.- Denuncia In-
fundada: 6 votos.

Tercer segmento: 11 de febrero de 
2022. 
Se produce una denuncia contra un 
Diputado del Bloque C. El Diputado 
rompe con su bloque y dos Diputa-
dos lo acompañan conformando el 
Bloque C1.
1.- Destitución: Bloques A, B y C (con 
5 miembros).
2.- Suspensión: Bloques C1 y DEV.
3: Multa: Bloques Rojo, Rojo 3 y Na-
ranja.
4.- Denuncia Infundada: Los Blo-
ques Verde (2) y Violeta (1) se fusio-
nan con Cuadrado (5) conformando 
el Bloque VVCuadrado. + Triángulo.

Bloque A: 7 miembros.
Bloque B: 11 miembros.
Bloque C: 5 miembros.
Bloque C1: 3 miembros.
Bloque DEV: 18 miembros.
Bloque Rojo: 1 miembro.
Bloque Rojo 3: 4 miembros.
Bloque Naranja: 2 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque VVCuadrado: 8 miem-
bros.

1.- Destitución: 23 
votos.
2.- Suspensión:
21 votos.
3.- Multa: 7 votos.
4.- Denuncia In-
fundada: 9 votos.

Cuarto segmento: 25 de febrero de 
2022. Los Bloques DEV (18) y B (11) 
se integran con dos miembros de A 
para conformar el Bloque DEVBA 
(31).
1.- Destitución: Bloques A y C.
2.- Suspensión: DEVBA
3.- Multa: Bloques Rojo, Rojo 3 y Na-
ranja.
4.- Denuncia Infundada: Bloques 
VVCuadrado y Triángulo. Se suma el 
Bloque C1.

Bloque A: 5 miembros.
Bloque C: 5 miembros.
Bloque C1: 3 miembros.
Bloque DEVBA: 31 miembros.
Bloque Rojo: 1 miembro.
Bloque Rojo 3: 4 miembros.
Bloque Naranja: 2 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque VVCuadrado: 8 miem-
bros.

1.- Destitución: 10 
votos.
2.- Suspensión:
31 votos (A).
3.- Multa: 7 votos.
4.- Denuncia In-
fundada: 12 votos.

Quinto segmento: 3 de marzo de 
2022. 
Los Bloques Rojo (1), Rojo 3 (4) y 
Naranja (2) se fusionan en RRN (7). 
En la denuncia contra Triángulo de-
ciden acompañar, junto a C1, a DE-
VBA.
1.- Destitución: Bloques A y C.
2.- Suspensión: Bloques DEVBA, 
RRN y C1 
3.- Multa: No hay votos por la multa
4.- Denuncia Infundada: Bloques 
VVCuadrado y Triángulo (denuncia-
do) 

Bloque A: 5 miembros.
Bloque C: 5 miembros.
Bloque C1: 3 miembros.
Bloque DEVBA: 31 miembros.
Bloque RRN: 7 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque VVCuadrado: 8 miem-
bros.

1.- Destitución:
10 votos.
2.- Suspensión: 41 
votos.
3.- Multa: 0 votos.
4.- Denuncia In-
fundada: 9 votos. 
(B)

Supondremos que los bloques votan en forma monolítica, cuando en verdad nunca suce-
de así, y que cada segmento se trata de una Sesión Especial.

Columna 1: Fecha. Composición ori-
ginal de los Bloques y modificacio-
nes posteriores

Columna 2: Denominación y 
Composición de los Bloques 
Políticos de la Legislatura se-
gún sus modificaciones.

Columna 3:  
Cómputo de los 
votos de los Blo-
ques 

Primer segmento: 7 de diciembre de 
2021.
1.- Destitución: Bloques A, B y C.
2.- Suspensión: Bloques D y E.
3.- Multa: Bloques Verde, Rojo, Rojo 
2, Violeta, y Naranja.
4.- Denuncia Infundada: Bloques 
Triángulo y Cuadrado. 

Bloque A: 7 miembros.
Bloque B: 11 miembros.
Bloque C: 8 miembros.
Bloque D: 12 miembros.
Bloque E: 5 miembros.
Bloque Verde: 3 miembros
Bloque Rojo: 3 miembros.
Bloque Rojo 2: 2 miembros.
Bloque Violeta: 1 miembro.
Bloque Naranja: 2 miembros.
Bloque Triángulo: 1 miembro.
Bloque Cuadrado: 5 miembros.

1.- Destitución: 26 
votos.-
2.- Suspensión:
17 votos.
3.- Multa: 11 votos.
4.- Denuncia In-
fundada: 6 votos.

Primer Segmento: En la Sesión celebrada 
el 7 de diciembre de 2021 el cómputo de los 
votos en el Recinto de Sesiones es el siguien-
te:

1.- Destitución: Bloques A, B y C.: 26 votos.

2.- Suspensión: Bloques D y E.: 17 votos.

3.- Multa: Bloques Verde, Rojo, Rojo 2, 
Violeta, y Naranja.: 11 votos.

4.- Denuncia Infundada: Bloques Trián-
gulo y Cuadrado: 6 votos.

Conclusión: No se ha podido lograr una 
mayoría necesaria para sancionar al Legis-
lador.

Segundo Segmento: En la Sesión cele-
brada el 8 de enero de 2022 el cómputo de 
los votos en el Recinto de Sesiones es el si-
guiente:

1.- Destitución: Bloques A, B y C.: 26 votos.

2.- Suspensión: Bloque DEV: 18 votos.

3.- Multa: Bloques Rojo 3, Rojo, Verde, 
Violeta y Naranja: 10 votos.

4.- Denuncia Infundada: Bloques Trián-
gulo y Cuadrado: 6 votos.

Conclusión: No se ha podido lograr una 
mayoría necesaria para sancionar al Legis-
lador.

Tercer Segmento: En la Sesión celebrada el 
11 de febrero de 2022 el cómputo de los vo-
tos en el Recinto de Sesiones es el siguiente:

1.- Destitución: Bloques A, B y C: 23 votos.

2.- Suspensión: Bloques C1 y DEV: 21 vo-
tos.

3: Multa: Bloques Rojo, Rojo 3 y Naranja: 
7 votos.

4.- Denuncia Infundada: Bloques VVCua-
drado y Triángulo: 9 votos.

Conclusión: No se ha podido lograr una ma-
yoría necesaria para sancionar al Legislador.

Cuarto Segmento: En la Sesión celebrada el 
25 de febrero de 2022 el cómputo de los votos 
en el Recinto de Sesiones es el siguiente:

1.- Destitución: Bloques A y C: 10 votos.
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2.- Suspensión: DEVBA: 31 votos.

3.- Multa: Bloques Rojo, Rojo 3 y Naranja: 
7 votos.

4.- Denuncia Infundada: Bloques VVCua-
drado, Triángulo y C1: 12 votos.

(A) Si bien en este cuarto segmento (25 
de febrero de 2022) se obtienen 31 votos 
afirmativos en un mismo sentido, confor-
mados por la sumatoria de los votos del 
Bloque DEVBA, surgido de la fusión de los 
Bloques DEV [18] y B [11] al que se han in-
tegrado dos [2] miembros de A, el art. 79 
de la Constitución de la CABA requiere 
de dos tercios de los miembros de la Le-
gislatura (40 votos) para aplicar una Sus-
pensión, posición que sustenta el bloque 
mencionado.

Conclusión: No se ha podido lograr una 
mayoría necesaria para sancionar al Legis-
lador.

Quinto Segmento: En la Sesión celebrada 
el 3 de marzo de 2022 el cómputo de los vo-
tos en el Recinto de Sesiones es el siguiente:

1.- Destitución: Bloques A y C: 10 votos.

2.- Suspensión: Bloques DEVBA, RRN y 
C1: 41 votos.

3.- Multa: No hay votos por la multa.

4.- Denuncia Infundada: Bloques VVCua-
drado y Triángulo (denunciado): 9 votos.

(B)  Es en el quinto segmento de nues-
tro ejercicio, sesión del 3 de marzo de 2022 
cuando recién se puede conformar una ma-
yoría de cuarenta y un votos (RRN 7 votos - 
C1 3 votos y DEBVA 31 votos) para Suspen-
der (recordamos que la posición no era para 
destituir) al Diputado, único miembro y, por 
consiguiente Presidente, del Bloque Trián-
gulo.

¿Debe el Presidente de la Legislatura rea-
lizar una última remisión a la Justicia Penal, 
con la incorporación del debate y la decisión 
final de la Legislatura, respecto a la denuncia 
formulada contra el Legislador?

Entendemos que aquí debería produ-
cirse una tercera remisión, porque si bien 
hasta la celebración de la Sesión, supues-
tamente la decisión de las Comisiones Per-
manentes que han intervenido, ha sido de 
carácter técnico, y ahora se trata de la “de-
cisión política del Cuerpo” con respecto al 
expediente, entendemos que puede haber 
nuevos aportes por parte de los Legislado-
res con respecto a la denuncia, expresa-
dos en el debate surgido en el Recinto de 
Sesiones, que también podrían tenerse en 
cuenta como líneas de investigación para 
la Justicia Penal.

En conclusión, la Comisión Investigado-
ra de los arts. 55 y 64, es una Medusa con 

un cuerpo común conforme a Reglamento, 
con cabellos compuestos por distintas con-
formaciones, cada una atendiendo a su res-
pectiva causa, que hasta el momento no ha 
transformado en piedra a ningún Legislador.

VI. Ausencias. Pérdida de Retribución. Prin-
cipio general 

Con respecto a la asistencia de los Diputa-
dos a las Sesiones de la Legislatura, el prin-
cipio general se encuentra en el art. 33 del 
Reglamento (21) que determina: los Legisla-
dores “...están obligados a asistir a todas las 
sesiones, desde el día de su incorporación”, 
y el art. 37 (22) completa el concepto al ex-
presar que en caso de ausencia el Legislador 
“pierde el derecho a toda retribución corres-
pondiente al tiempo que dure su ausencia”.

El mensaje de estas dos sencillas nor-
mas comienza a complicarse en cuanto el 
art. 38 (23) (nómina de asistencia) impone a 
la Secretaría Parlamentaria de la Legislatu-
ra, una vez abierta la Sesión, la obligación de 
“registrar la nómina de las Diputadas y los 
Diputados presentes y ausentes, indicando 
con relación a estos últimos, cuáles se en-
cuentran con licencia, y cuáles faltan con y 
sin aviso, comunicándoselo a la Presiden-
cia”. El segundo párrafo de la norma indica 
que en caso de no haberse obtenido quorum 
(31 miembros presentes) “inmediatamente 
debe comunicarse esta nómina a la Presi-
dencia...”.

Parecería ser entonces que el mecanismo 
de la aplicación de las sanciones comenzaría a 
funcionar cuando no se ha obtenido quórum 
(31 miembros presentes — mayoría absoluta) 
para iniciar una Sesión, pero no es así.

Como ocurre normalmente, luego de enun-
ciado el principio general se pasa a enumerar 
las excepciones al mismo, que se materializa 
en otros dos artículos del Reglamento.

Primero, el art. 40 (24) expresa que los Dipu-
tados que “...se consideren accidentalmente 
impedidos para concurrir a una citación de 
la Legislatura, deben dar aviso por escrito a la 
Presidenta o al Presidente de la Legislatura...” 
a efectos de que el Presidente [art. 41 (25)] 
pueda “Justificarlo con criterio restrictivo”.

La redacción de la norma en cuestión in-
dica que, si el impedimento es “para concu-
rrir”, el aviso del Legislador debería ser pre-
vio al inicio de la Sesión, por consiguiente la 
justificación con “criterio restrictivo” debe-
ría operar si se da esa condición.

Es decir, la justificación de carácter restric-
tivo no debería ser posible si se recibe una 
nota posterior a la realización de la Sesión.

La segunda excepción la determina el 
segundo párrafo del art. 38 al expresar que 
también debe dejarse constancia cuando el 
Legislador se ha ausentado en virtud de “...la 
salvedad prescripta por el artículo 44 (26)” 
Decisión de no dar quórum.

El mencionado art. 44 “decisión de no dar 
quorum” prescribe que “No se realiza des-
cuento de dieta a las Diputadas o Diputados 
que pertenezcan a un bloque que hubiera 
decidido no dar quórum, en las sesiones de 
la Legislatura, situación que tiene que ser 
notificada por las autoridades de este a la 
Presidencia del Cuerpo”.

Para la operatividad del art. 44 se requiere 
el cumplimiento de dos requisitos:

a) La nota firmada por el Presidente del 
Bloque debe ser presentada a Presidencia 
antes del inicio de la Sesión, a efectos de ser 
leída luego de la apertura de esta.

b) La utilización del art. 44 debe ser abso-
lutamente restrictiva.

Es de nuestro conocimiento que en la his-
toria de la Legislatura solamente se ha toma-
do esta determinación en dos oportunidades, 
ambas en virtud del asesoramiento que brin-
damos, en nuestro carácter de “Secretarios 
Parlamentarios”, a nuestro Bloque Político.

En ocasión de su utilización, para sorpre-
sa de todos los presentes en tanto se estaba 
esperando por la obtención del quórum, 
previo a iniciarse la sesión, presentamos a la 
Presidencia en el recinto de sesiones la nota 
correspondiente firmada por el Presidente 
de Bloque expresando que el Bloque iba a 
hacer uso del art. 44.

Sobre el particular, mantenemos una dis-
crepancia con el Maestro Dr. Eduardo Me-
nem que data del año 2012 en oportunidad 
de realizarse el “II Encuentro Nacional de 
Asesores Legislativos” en La Rioja.

Esta consiste en que el ilustre Legislador 
considera en su obra cumbre “Derecho Pro-
cesal Parlamentario” (27) que “…La Legisla-
tura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
luego de establecer el descuento de las dietas 
de los Diputados que se ausentes de las sesio-
nes sin autorización (art. 73), los exime de esa 
penalidad en el caso de que las autoridades 
del bloque al cual pertenecen comunique a 
la presidencia de la Cámara su decisión de no 
dar quórum en las sesiones (art. 44). La deci-
sión de no dar quorum constituye una típica 
acción obstruccionista de los bloques políti-
cos para impedir la sesión de un cuerpo legis-
lativo, por lo que resulta sorprendente que en 
este Reglamento se la legalice, eximiendo de 
sanciones a sus ejecutores”.

En cambio nuestra posición radica en 
que consideramos siempre preferible que 
un Reglamento determine la posibilidad 
de permitir al Bloque Político la ausencia 
justificada a la Sesión por la “Decisión de 
no dar quórum”, teniendo esta un carácter 
sumamente restrictivo, a que, no obstante 
lo expresado en los Reglamentos de las Cá-
maras, históricamente las ausencias de los 
Legisladores se encuentren justificadas por 
sus Autoridades con un “criterio para nada 
restrictivo” después de finalizada la reunión.

VI.1. Descuentos por inasistencias a reu-
niones de Comisiones y Juntas (arts. 39 al 
42 Reglamento de la Legislatura resolución 
523/1999)

Las inasistencias a la Comisiones de Aseso-
ramiento Permanente y Juntas de la Legislatu-
ra de la Ciudad Autónoma de buenos Aires se 
encuentran reguladas en los arts. 39, 40, 41 y 
42 del Reglamento, en tanto que el art. 39 (28) 
(Asistencia a Comisiones y Juntas) establece 
que las Diputadas y Diputados (realmente de-
bería decir “miembros” ya que la obligación 
corresponde a los miembros de cada Comi-
sión y Junta) están obligados a concurrir a to-
das las reuniones, debiendo dar aviso en caso 
de que “se consideren accidentalmente impe-
didos” [art. 40 (29)], pudiendo ser su ausencia 
justificada por el Presidente de la Comisión o 
Junta “con criterio restrictivo”.

Corre para nosotros, lo enunciado en el 
punto anterior acerca de la notificación al 
Presidente para la justificación previa.

En el supuesto de que el Presidente de 
la Comisión o Junta no justifique la inasis-
tencia [final del art. 41 (30)] deberá comu-
nicarlo a la Secretaría Administrativa para 
que, por Contaduría, dé cumplimiento a lo 
establecido en el final del inc. b) del art. 42 
del Reglamento, tema que analizaremos en 
el punto siguiente, junto con los descuentos 
por las inasistencias de los Legisladores a las 
Sesiones de la Legislatura.

VI.2. Descuentos por inasistencias a Se-
siones de la Legislatura (arts. 40 al 42 Regla-
mento de la Legislatura)

Con respecto a la asistencia de los Dipu-
tados a las Sesiones de la Legislatura, ya he-
mos enunciado en el punto 6 el “principio 
general” con respecto a la obligatoriedad de 
asistencia de los Legisladores a las Sesiones, 
perdiendo el derecho a su retribución en 
caso de ausencia no justificada, con la ex-
cepción prevista en el art. 44.

También expresamos que el art. 40 de-
termina la obligatoriedad de los Legislado-
res de presentar por escrito, previo aviso al 
inicio de la Sesión de la Legislatura, que se 
considera “accidentalmente impedido para 
concurrir a la citación de la Legislatura” (léa-
se Sesión), la cual podrá ser justificada con 
“criterio restrictivo” por el Presidente de la 
Legislatura.

Hemos dejado para este punto el análisis 
del art. 42 (31) ya que este determina el sis-
tema de “Descuentos de remuneraciones a 
los Legisladores”, tanto para las Sesiones así 
como para las reuniones de Comisiones de 
Asesoramiento Permanente, ordenando a 
Contaduría que observe el siguiente proce-
dimiento:

a) Para determinar el monto a descontar 
primero se debe obtener el Coeficiente de 
Descuento; monto que consiste en dividir el 
total de las remuneraciones que percibe el 

(21) Art. 33: Asistencia. Los Diputados y las Diputadas 
están obligados a asistir a todas las sesiones, desde el 
día de su incorporación.

(22) Art. 37: Ausencia. Pérdida de retribución. El Dipu-
tado o la Diputada que se ausente, sin autorización, pier-
de el derecho a toda retribución correspondiente al tiem-
po que dure su ausencia.

(23) Art. 38: Nómina de asistencia. Abierta la sesión, 
la Secretaría Parlamentaria debe registrar la nómina 
de las Diputadas y los Diputados presentes y ausen-
tes, indicando con relación a estos últimos, cuáles se 
encuentran con licencia, y cuáles faltan con y sin avi-
so, comunicándoselo a la Presidencia. Si no se hubiera 
obtenido quórum, inmediatamente debe comunicarse 
esta nómina a la Presidencia de la Legislatura, con la 
salvedad prescripta por el artículo 44. (Modificado por 
Resolución 523/1999).

(24) Art. 40: Ausencia con aviso. Las Diputadas y los 
Diputados que se consideren accidentalmente impedi-

dos para concurrir a una citación de la Legislatura, deben 
dar aviso por escrito a la Presidenta o al Presidente de la 
Legislatura, de la Comisión o de la Junta, en su caso. (Mo-
dificado por Resolución 523/999).

(25) Art. 41: Justificación. Las ausencias con aviso, a 
las sesiones de la Legislatura, o a las reuniones de Co-
misión o de Junta, pueden ser justificadas, con criterio 
restrictivo, por la Presidencia de la Legislatura, Comisión 
o Junta, respectivamente, comunicando su negativa a la 
Secretaría Administrativa. (Modificado por Resolución 
523/1999).

(26) Art. 44: Bloque. Decisión de no dar quórum. No 
se realiza descuento de dieta a las Diputadas o Diputa-
dos que pertenezcan a un bloque que hubiera decidido 
no dar quórum, en las sesiones de la Legislatura, situa-
ción que tiene que ser notificada por las autoridades 
de este a la Presidencia del Cuerpo. (Modificado por 
Resolución Nº 1-Junta de Interpretación y Reglamen-
to-98).

(27) Dr. MENEM, Eduardo, “Derecho Procesal Parla-
mentario”. Primera edición. 2012. Editorial La Ley. Quó-
rum. 1.4.6. Concurrencia compulsiva. Ps. 238 y 239.

(28) Art. 39: Asistencia a Comisiones y Juntas. Las 
Diputadas y los Diputados están obligados a asistir a 
todas las reuniones de Comisión o Junta. Pasada me-
dia hora de la fijada en la citación, se debe pasar lis-
ta y por la Presidencia de la Comisión o de la Junta, 
comunicar la nómina de las ausentes y los ausentes a 
la Presidencia del Cuerpo. (Modificado por Resolución 
523/1999).

(29) Art. 40: Ausencia con aviso. Las Diputadas y los 
Diputados que se consideren accidentalmente impedi-
dos para concurrir a una citación de la Legislatura, deben 
dar aviso por escrito a la Presidenta o al Presidente de la 
Legislatura, de la Comisión o de la Junta, en su caso. (Mo-
dificado por Resolución 523/1999).

(30) Art. 41: Justificación. Las ausencias con aviso, a 
las sesiones de la Legislatura, o a las reuniones de Co-

misión o de Junta, pueden ser justificadas, con criterio 
restrictivo, por la Presidencia de la Legislatura, Comisión 
o Junta, respectivamente, comunicando su negativa a la 
Secretaría Administrativa. (Modificado por Resolución 
523/1999).

(31) Art. 42: Descuentos de remuneraciones. Cuando 
deban practicarse descuentos en las remuneraciones de 
las Diputadas y los Diputados la Contaduría debe obser-
var el siguiente procedimiento: a) Se obtiene el coeficien-
te de descuento dividiendo el total de las remuneracio-
nes que deba percibir la Diputada o el Diputado, por los 
días laborables del mes correspondiente. b) Se les debe 
descontar, según el coeficiente resultante de esa división, 
todas las inasistencias de la Diputada o el Diputado a las 
sesiones de la Legislatura, agregándole una más por el 
conjunto de inasistencias en las que hubiera incurrido 
en las reuniones de las comisiones o juntas que integre, 
durante ese mismo mes. (Modificado por Resolución 
523/1999).
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Legislador por la cantidad de días laborables 
del mes en que ha incurrido en ausencias in-
justificadas.

De esta manera se obtiene el monto a des-
contar por cada uno de los días en los que 
ha incurrido en inasistencias a las Sesiones 
de la Legislatura (ordinarias, especiales, ex-
traordinarias).

b) Con respecto a las inasistencias injus-
tificadas a las Reuniones de las Comisiones 
de Asesoramiento Permanente y las Juntas, 
el sistema prevé que se debe agregar “...una 
más por el conjunto de inasistencias en las 
que hubiera incurrido en las reuniones de 
las comisiones o juntas que integre, durante 
ese mismo mes”.

Es decir que a un Legislador que se au-
sente sin justificación a una Sesión de la 
Legislatura le corresponde una unidad de 
descuento de acuerdo con el monto del co-
eficiente; en el supuesto de que también se 
ausente sin justificación a una Reunión de 
Comisión o Junta en la que es miembro, se 
le deberá sumar otra unidad de coeficiente, 
correspondiendo entonces dos unidades de 
coeficiente a los efectos de su descuento por 
sus inasistencias.

Ahora bien, considerando que un Legis-
lador integra normalmente cuatro o cinco 
Comisiones de Asesoramiento Permanente 
/ Juntas, podríamos hacer un ejercicio to-
mando como referencia al art. 171 (32) del 
Reglamento que determina cuales son las 
Comisiones de la Legislatura que deben re-
unirse semanalmente y cuales Comisiones 
y Juntas deben reunirse semana por medio.

Suponiendo que el Legislador es miem-
bro de las Comisiones de Asesoramiento 
Permanente de Asuntos Constitucionales y 
Legislación General (reunión semanal: 2 x 4: 
total 8 mensuales) y de Justica, Seguridad, y 
Cultura (reunión quincenal: 3 x 2: total seis 
mensuales), y el Legislador no concurre a 
una Sesión de la Legislatura y a ninguna de 
las reuniones de Comisión o Junta durante 
un mes (catorce reuniones de Comisión / 
Junta) le correspondería, según Reglamento, 
dos unidades de descuento.

En definitiva, un día por la Sesión de la Le-
gislatura y un día por las catorce reuniones 
de Comisiones y Juntas de las que, siendo 
miembro, no ha concurrido en todo el mes.

VII. Exclusión del Cuerpo 

Con respecto a los descuentos que se pue-
den aplicar a los legisladores en relación con 
las ausencias injustificadas reiteradas a las 
Sesiones, trataremos de explicar dos desor-
denados artículos, que también regulan el 
tema.

El art. 46 (33) del Reglamento expresa que 
cuando un Diputado/a incurriese en “tres 

inasistencias seguidas...”, “sin justificación 
o permiso de la Legislatura”, el Presidente 
debe comunicarlo en Sesión de la Legisla-
tura para que esta “adopte la resolución que 
estime conveniente”, además de que tendría 
que descontarle las tres unidades por los 
días ausente.

Aquí nuevamente el Reglamento no refie-
re a mayoría alguna para que opere la deci-
sión de la Legislatura, por lo tanto, entende-
mos que al igual que en puntos anteriores, la 
Legislatura, dada la gravedad de la situación, 
deberá decidir por dos tercios de sus miem-
bros presentes en la reunión (ver punto IX) 
si pone en funcionamiento el procedimiento 
para analizar las sanciones previstas en los 
artículos 79 de la CCABA y 55 Reglamento 
Legislatura CABA.

En cambio, el art. 43 (34) (sanción por au-
sencia) refiere a que los Diputados que estu-
vieren ausentes “en más de cuatro sesiones 
consecutivas” (es decir a partir de la quinta 
consecutiva) pueden ser sancionados “con 
hasta la exclusión del cuerpo por inconducta 
en el ejercicio de sus funciones”.

Independientemente del descuento ad-
ministrativo por sus días ausente, el proce-
dimiento de investigación y las sanciones se 
efectuarán con arreglo al art. 79 de la Consti-
tución de la Ciudad.

Aquí no se trata de una decisión del Cuer-
po ni se requiere una mayoría especial para 
poner en funcionamiento lo previsto en el 
art. 55, sino que simplemente la Autoridad 
de la Casa, es decir el Presidente, debe orde-
nar a la Secretaría Parlamentaria que cara-
tule el expediente interno en el que se hace 
mención de las ausencias en que ha incurri-
do el Legislador y remitirlo a la Junta de Éti-
ca, Acuerdos y Organismos de Control para 
el inicio del trámite.

Según nuestra apreciación, con tres in-
asistencias consecutivas injustificadas el 
Legislador debería ser sancionado con sus-
pensión transitoria por inconducta grave en 
el ejercicio de sus funciones, en tanto que a 
partir de la quinta inasistencia consecutiva 
se podrá aplicar la Destitución (exclusión 
del Cuerpo), ambas con la votación positiva 
de dos tercios de la Legislatura.

En caso de efectivizarse la exclusión, se 
comunica a la Justicia Electoral, a los fines 
de la aplicación de la Ley Electoral.

VIII. Interrupciones irrespetuosas y llama-
mientos al orden. Prohibición del uso de la 
palabra

En el Capítulo del Reglamento correspon-
diente a las Interrupciones y los Llamamien-
tos a la Cuestión y al Orden, el Legislador ha 
tratado infructuosamente de dar claridad en 
la secuencia que lleva desde una “alusión 
irrespetuosa”, pasando por el “Llamado al 

orden” y la “prohibición del uso de la pala-
bra”; tal vez por ser también copia de Regla-
mentos en el orden nacional, introduciendo 
una nueva sanción, requiriendo que el Le-
gislador se encuentre presente en el Recinto 
de Sesiones en ocasión de que una Sesión se 
esté celebrando.

El sistema establecido en los arts. 261 a 269 
es secuencial y, si bien en forma confusa, va 
relatando las distintas situaciones que va ge-
nerando, in crescendo, la actitud del Diputa-
do causante de la situación de anormalidad 
que se produce en el Recinto de Sesiones.

El Capítulo lo inicia el art. 261 (35) del Re-
glamento enunciando un principio general 
debido a que: “Están absolutamente prohi-
bidas las alusiones irrespetuosas y las im-
putaciones de mala intención o de móviles 
ilegítimos hacia los poderes de la Ciudad y 
sus miembros”.

El art. 262 (36), completa el principio ge-
neral al expresar que “ningún Diputado pue-
de ser interrumpido mientras tenga la pala-
bra”, a menos que se trate de una explicación 
pertinente; es decir, se centra en la unidad de 
discurso que debe garantizarse al orador, ex-
cepto que se trate de una aclaratoria, requi-
riendo para que sea válida la interrupción, 
además del correspondiente pedido del otro 
legislador, la “autorización de la Presidencia 
y el consentimiento del orador”.

Es importante recordar que el art. 258 (37) 
impone al orador que se encuentra en uso 
de la palabra, dirigirse siempre al Presidente 
(o quien se encuentre reemplazándolo en el 
sitial), o a los Diputados en general, evitan-
do en lo posible designarlos por su nombre, 
y de esta manera evitar respuestas directas e 
interrupciones en virtud de que un Diputa-
do, que no se encuentra en uso de la palabra, 
pueda sentirse aludido.

Los arts. 263, 264 y 265 se refieren al ora-
dor en uso de la palabra, en oportunidad de 
que “salga de la cuestión” que se encuentra 
en debate.

Es así como el art. 263 (38) determina que 
“el orador o la oradora sólo puede ser inte-
rrumpido cuando saliese notablemente de 
la cuestión o cuando faltase al orden”, de-
biendo ser llamado a retomar la cuestión, 
objeto del debate, por quien se encontrare 
Presidiendo la Sesión [art. 264 (39)].

El art. 265 (40) establece que “si el orador 
pretendiera estar en la cuestión”, insistiendo 
en ello, quien preside debe someterlo a con-
sideración del cuerpo a través de una vota-
ción sin discusión, y, en caso de resultar la 
votación afirmativa (la cuestión afirmativa), 
el orador podrá continuar entonces en el uso 
de la palabra.

El artículo no refiere a una mayoría espe-
cial, siendo nuestra apreciación que para 

dilucidar si el orador se encuentra efectiva-
mente hablando dentro de los parámetros 
objetivos que determinan la habilitación del 
tema sometido a consideración de la Legis-
latura para su debate en el recinto, se requie-
re de una mayoría simple.

Con respecto a las denominadas “faltas 
al orden”, estas se encuentran reguladas por 
los arts. 266 a 268 del Reglamento de la Le-
gislatura, en tanto el art. 266 (41) determina 
que “Un orador falta al orden cuando viola 
las prescripciones de los artículos 261 y 262, 
o cuando incurre en personalizaciones, in-
sultos, agravios morales o interrupciones 
reiteradas”, correspondiendo al Presidente 
[art. 267 (42)] por sí o a petición de cualquier 
Diputado o Diputada, si considerara la peti-
ción fundada, invitar al Diputado o a la Di-
putada que hubiere motivado el incidente a 
explicar sus dichos o retirar sus palabras.

Si el Diputado o Diputada accediese a la 
indicación, se debe dar por finalizada la 
cuestión y continuar con la Sesión; pero si 
se negase, o si las explicaciones brindadas 
por quien se encuentra en uso de la palabra 
no fuesen satisfactorias, el Presidente debe 
“Llamarlo al Orden”, debiendo consignarse 
este “Primer Llamado al Orden” (llamado de 
atención) en la versión taquigráfica.

El art. 268 (43) incorpora la sanción que 
regula este segmento denominándola: “Pro-
hibición del uso de la palabra”, refiriéndose 
a la circunstancia que se manifiesta cuan-
do “...un Diputado o Diputada ha sido lla-
mado al orden por dos veces en la misma 
sesión, y se aparta de él una tercera, el Presi-
dente o Presidenta debe proponer a la Legis-
latura prohibirle el uso de la palabra por el 
resto de la sesión”.

El Reglamento, en cuanto a esta falta grave 
de un Diputado que verá cercenado su de-
recho a participar en la sesión a través de su 
expresión oral, enumera previo a su cumpli-
miento, dos requisitos:

1.- Debe tratarse de la tercera oportuni-
dad en que el Diputado debe ser “Llamado 
al orden” dentro de la misma sesión (y que 
se encuentren asentadas en la versión taqui-
gráfica que efectivamente la Presidencia lo 
ha llamado al orden en dos oportunidades).

2.- Quien se encuentra en ejercicio de la 
Presidencia debe plantear el tema al Cuerpo, 
procediendo a la votación sin más trámite, 
dado que los hechos son de público conoci-
miento y no requieren de más antecedentes.

Según nuestra apreciación, y dada la gra-
vedad del asunto que está considerando la 
Legislatura, entendemos que la votación no 
puede ser dilucidada por la mayoría simple 
de los miembros presentes en el Recinto, 
sino que procede por el voto de la mayoría 
absoluta de los miembros de la Legislatura 
(31 votos).

(32) Art. 171: Reuniones. Las Comisiones deben cele-
brar por lo menos dos [2] reuniones mensuales durante 
los períodos de sesiones ordinarias. Las Comisiones de 
Asuntos Constitucionales, de Legislación General, de 
Legislación del Trabajo, de Presupuesto, Hacienda, Ad-
ministración Financiera y Política Tributaria, de Salud y 
de Educación, Ciencia y Tecnología deben reunirse una [1] 
vez por semana como mínimo. En las sesiones extraor-
dinarias, esta obligación rige para las Comisiones con 
competencia en los asuntos incluidos en la convocatoria. 
(Modificado por Resolución 001/2010).

(33) Art. 46: Inasistencia reiterada. Cuando alguna 
Diputada o algún Diputado incurriese en tres [3] inasis-
tencias consecutivas, sin justificación o permiso de la 
Legislatura, la Presidencia debe comunicarlo al Cuerpo 
reunido con quórum, para que este adopte la resolución 
que estime conveniente. (Modificado por Resolución 
523/1999).

(34) Art. 43: Sanción por ausencia. Las Diputadas o 
los Diputados que estuvieren ausentes sin justificación 
o permiso de la Legislatura, en más de cuatro sesiones 

consecutivas, pueden ser sancionados, con hasta la ex-
clusión del Cuerpo, por inconducta en el ejercicio de sus 
funciones. A estos efectos debe observarse lo previsto en 
el artículo 79 de la Constitución de la Ciudad de Buenos 
Aires. En caso de efectivizarse la exclusión, se comunica 
a la Justicia Electoral, a los fines de la aplicación de la Ley 
Electoral. (Modificado por Resolución 523/1999).

(35) Art. 261: Alusiones irrespetuosas. Están absoluta-
mente prohibidas las alusiones irrespetuosas y las impu-
taciones de mala intención o de móviles ilegítimos hacia 
los poderes de la Ciudad y sus miembros. (Modificado por 
Resolución 523/1999).

(36) Art. 262: Interrupción del uso de la palabra. Nin-
guna Diputada o ningún Diputado puede ser interrum-
pido mientras tenga la palabra, a menos que se trate de 
una explicación pertinente, y esto mismo sólo debe ser 
permitido con la autorización de la Presidenta o del Pre-
sidente y consentimiento del orador. Las interrupciones 
concedidas, son descontadas del tiempo que le corres-
ponde en el uso de la palabra al orador que las concede, 
sin excepciones. Tienen una duración máxima de un [1] 

minuto. En las versiones taquigráficas sólo pueden figu-
rar las interrupciones autorizadas o consentidas. Están 
absolutamente prohibidas las discusiones en forma de 
diálogo. (Modificado por Resolución 187/2002).

(37) Art. 258: Uso de la palabra. El orador, al hacer uso 
de la palabra, debe dirigirse siempre al Presidente o Pre-
sidenta o a los Diputados y las Diputadas en general, evi-
tando en lo posible designarlos por su nombre.

(38) Art. 263: Interrupción al orador. Con excepción de 
los casos establecidos en el artículo anterior, el orador o 
la oradora sólo puede ser interrumpido cuando saliese 
notablemente de la cuestión o cuando faltase al orden.

(39) Art. 264: Llamamiento a la cuestión. El Presiden-
te o Presidenta por sí, o a petición de cualquier Diputado 
o Diputada, debe llamar a la cuestión al orador que sa-
liese de ella.

(40) Art. 265: Insistencia del orador. Si el orador pre-
tendiera estar en la cuestión, la Legislatura puede deci-
dirlo inmediatamente por una votación sin discusión y 
puede continuar aquél con la palabra en caso de resolu-
ción afirmativa.

(41) Art. 266: Faltas al orden. Un orador falta al orden 
cuando viola las prescripciones de los artículos 261 y 262, 
o cuando incurre en personalizaciones, insultos, agravios 
morales o interrupciones reiteradas.

(42) Art. 267: Llamamiento al orden. Si se produjese 
el caso a que se refiere el artículo anterior, el Presiden-
te o Presidenta por sí o a petición de cualquier Diputa-
do o Diputada, si la considerara fundada, debe invitar 
al Diputado o a la Diputada que hubiere motivado el in-
cidente a explicar o retirar sus palabras. Si el Diputado o 
Diputada accediese a la indicación, se debe pasar ade-
lante, sin más ulterioridad; pero si se negase, o si las ex-
plicaciones no fuesen satisfactorias, el Presidente o Pre-
sidenta debe llamarlo al orden, y esta circunstancia debe 
consignarse en la versión taquigráfica.

(43) Art. 268: Prohibición del uso de la palabra. Cuan-
do un Diputado o Diputada ha sido llamado al orden por 
dos veces en la misma sesión, y se aparta de él una ter-
cera, el Presidente o Presidenta debe proponer a la Le-
gislatura prohibirle el uso de la palabra por el resto de 
la sesión.
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No obstante, ello, la prohibición del Dere-
cho al Uso de la Palabra no importa que el 
sancionado pueda seguir participando de la 
sesión con su voto por sistema electrónico, 
ni dejar de justificar el sentido de su voto en 
cada uno de los asuntos considerados por la 
Legislatura a través de su inserción en la Ver-
sión Taquigráfica.

Siempre según nuestra apreciación, este 
último tema (inserción en la versión taqui-
gráfica) encuentra su justificación en los 
arts. 100, inc. 5), 101 último párrafo, y 201 
último párrafo, que a continuación procede-
mos a transcribir:

a) Art. 100 (44), inc. 5: Los proyectos, des-
pachos de Comisión, y todo otro asunto, o 
incidencia, que, conforme a este Reglamen-
to, considere el Cuerpo, deben insertarse 
íntegramente con las exposiciones de las Di-
putadas y los Diputados que hayan tomado 
parte en su discusión;

b) Art. 101 (45): Verificación de texto. Las 
inserciones aprobadas deben ser entregadas 
a la Secretaría Parlamentaria durante la se-
sión;

c) Art. 201 (46), último párrafo: (tablas). 
En todos los casos, los Diputados/as tienen 
el derecho de insertar sus discursos en la 
versión taquigráfica.

En definitiva, el Legislador sancionado no 
podrá hablar en el resto de la Sesión, pero 
sin dudas, podrá seguir votando por siste-
ma electrónico e insertar su opinión en cada 
tema debatido en la Sesión justificando el 
sentido de su voto.

No estamos de acuerdo en que la “san-
ción” de prohibición del uso de la palabra 
se extienda por más allá de la sesión en la 
que se han producido los hechos que mo-
tivaron la sanción por la decisión de la ma-
yoría absoluta de los miembros de la Legis-
latura [31].

IX. Gravedad de la falta. “Inconducta grave 
en el ejercicio de sus funciones” 

Finalmente, el art. 269 (47), trata la “In-
conducta grave en el ejercicio de sus funcio-
nes” durante la Sesión de la Legislatura.

A continuación transcribiremos el art. 269 
a efectos de poder analizarlo con mayor efi-
cacia: “...En el caso de que la gravedad de las 
faltas lo justificase, la Legislatura, a indica-
ción del Presidente o Presidenta o por mo-
ción de cualquiera de sus miembros, puede 
decidir por una votación sin discusión [1], si 

se da la oportunidad de usar de la facultad 
que le confiere el artículo 79 de la Constitu-
ción de la Ciudad de Buenos Aires [2], resul-
tando afirmativa, el Presidente o Presidenta 
debe nombrar una Comisión Especial [3] 
para que, luego de examinada la cuestión, 
proceda de conformidad con la disposición 
citada”.

Del análisis del art. 269 podemos apuntar 
lo siguiente:

1.- Indicación del Presidente o “moción” 
de un Diputado. Mayoría requerida. Si bien 
no se expresa en el artículo del Reglamento 
la mayoría necesaria para aprobar la deci-
sión de “si se da la oportunidad de usar de 
la facultad que le confiere el artículo 79 de la 
Constitución de la Ciudad de Buenos Aires”, 
entendemos que, no obstante, lo conside-
rado en varios puntos de este trabajo, dada 
la importancia del asunto, y por tratarse de 
“una votación sin discusión...”, corresponde-
ría ser aprobada por dos tercios de los pre-
sentes.

Sostenemos esta afirmación sobre la 
mayoría necesaria para su aprobación 
dado que, el art. 195 (48) del Reglamento, 
expresa que: “Es moción de orden toda 
proposición que tenga alguno de los si-
guientes objetivos...”: “...10. Que para la 
consideración de un asunto especial o de 
urgencia, la Legislatura se aparte de las 
prescripciones del Plan de Labor Parla-
mentaria;”.

La Moción debe ser considerada inmedia-
tamente y sin debate según lo determina el 
art. 197 (49), y se requiere para su aproba-
ción los dos tercios de los miembros presen-
tes conforme al 198 (50) del Reglamento de 
la Legislatura.

2.- Procedimiento. Remite al art. 79 de 
la Constitución de la CABA, determinan-
do que la “Comisión Especial” proceda 
de conformidad a la disposición citada, 
correspondiendo entonces la aplicación 
del art. 55 del Reglamento, en donde se 
encuentra el procedimiento que regula la 
investigación de la denuncia a un Legisla-
dor, que requiere de la participación de la 
Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de 
Control, y de la Comisión Investigadora, 
para, finalmente, proceder a su análisis por 
el pleno de la Legislatura.

3.- La “Comisión Especial”: El texto in-
corporado en el artículo del Reglamento 
determina que “...el Presidente o Presiden-
ta debe nombrar una ‘Comisión Especial’ 
para que, luego de examinada la cuestión, 

proceda de conformidad con la disposi-
ción citada”. El presidente de la Legislatura 
no nombra a la “Comisión Especial” para 
tratar el tema, sino que se trata de la “Co-
misión Investigadora” del art. 55 del Re-
glamento LCABA, que debe ser “Aprobada 
por el Cuerpo”, con la participación de re-
presentantes de todos los bloques políticos 
que integran la Legislatura, al momento de 
producirse la denuncia, para despachar so-
bre este caso.

4.- Expediente. La Secretaría Parlamen-
taria deberá elaborar el expediente con la 
parte pertinente de la Versión Taquigráfica, 
caratulándolo como I (Interno), hacerlo fir-
mar por quien se encontraba en ejercicio de 
la Presidencia, y posteriormente remitirlo a 
la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de 
Control.

5.- Encuadre. La sanción correspondiente 
a la falta imputada, en caso de ser aproba-
da por la mayoría absoluta de los miembros 
de la Legislatura, se encuentra encuadrada 
en el art. 79 de la Constitución de la CABA 
como “inconducta grave en el ejercicio de 
sus funciones”, y puede ser sancionada con 
la Destitución o la Suspensión del Legisla-
dor.

X. Resolución 283/2001. Reasignación del 
Personal del Bloque Legislativo

La única “sanción” que se ha aplicado a 
los Legisladores en la Legislatura Porteña ha 
sido producto de nuestra activa participa-
ción en el año 2001, y se encuentra reflejada 
en el tercer párrafo del art. 103 (51), sobre la 
organización de los Bloques Políticos, que 
expresa:

“Los Bloques Parlamentarios integrados 
por uno o dos Diputados o Diputadas sólo 
pueden requerir la reasignación del perso-
nal, entre el 1º y el 7 de marzo y entre el 10 
y el 15 de diciembre de cada año parlamen-
tario”.

Sería imposible comentar brevemente en 
este Trabajo cual ha sido la génesis del pá-
rrafo, y en qué circunstancias lo redactamos, 
primero debemos destacar que una redac-
ción similar realizamos en el borrador del 
Proyecto 0611/2001 que lleva la firma de la 
entonces Diputada Marta Talotti (Presidente 
de la Junta de Interpretación y Reglamento 
- Expediente cabeza), en donde nos encon-
trábamos asignados al momento de la pre-
sentación del proyecto, a inicios del mes de 
marzo de 2001, en tanto que en el mes de 
noviembre, en oportunidad de su aproba-
ción, estábamos asignados como Secretarios 

Parlamentarios de un Bloque Político mino-
ritario.

Solo podremos adelantar que ha sido 
producto de un arduo trabajo el que rea-
lizamos para la construcción de los con-
sensos, primero para la firma del Despa-
cho de la Junta de Interpretación y Regla-
mento sin despacho de minoría, segundo, 
para convencer a aquellos legisladores 
que tenían la intención de realizar alguna 
observación al Despacho y, finalmente, 
para lograr la aprobación unánime del 
Cuerpo.

Tal es así que, en la Versión Taquigráfi-
ca, a pesar de que, supuestamente, podrá 
tomarse como una resolución para cer-
cenar la posibilidad de que los Bloques 
Políticos mayoritarios se desintegren 
(noviembre de 2001), los Bloques minori-
tarios la tomaron como un gran logro, ya 
que fue aprobada por unanimidad de los 
presentes en el Recinto de Sesiones, y ello 
habla del delicado equilibrio que se logró 
en la obtención del consenso plasmado 
en el texto.

Es importante recordar que el artícu-
lo original del Reglamento expresaba: 
“Art. 103º: Los Diputados pueden organi-
zarse en bloques de acuerdo con sus afini-
dades políticas. Cuando un partido políti-
co o alianza existente con anterioridad a la 
elección de los Diputados y las Diputadas 
tenga un solo o una sola representante en 
el Cuerpo, puede él o ella mismo/a actuar 
como bloque”.

Si bien la redacción es muy confusa, des-
de la primera composición de la Legislatu-
ra se constituyó un bloque unipersonal y 
así ha venido sucediendo en cada confor-
mación.

En el siguiente cuadro comparativo 
puede apreciarse que, fruto del trabajo 
para lograr el consenso, al inicio del tra-
tamiento del tema, en la Versión Taqui-
gráfica 57/2001, el entonces Diputado 
Cristian Carám, en su carácter de miem-
bro informante expresa: “Señora presi-
denta: en primer lugar, solicito que sea 
tratado en este momento el Despacho 
1183 que se encuentra reservado en Se-
cretaría desde hace varias semanas, refe-
rente a una modificación al Reglamento 
Interno”, de esta manera, la “Reserva en 
Secretaría” del Despacho 1183, permitió 
que los Legisladores que deseaban reti-
rarse de los bloques que integraban pu-
dieran conformar bloques de uno / dos 
Legisladores, previo a la reforma del Re-

(44) Art. 100: Versiones Taquigráficas. Las Versiones 
taquigráficas y la transcripción de las grabaciones, que 
pueden conservarse en soporte magnético, óptico, mi-
crofilm, o cualquier otro medio que garantice razonable-
mente la autenticidad e inalterabilidad del documento, 
deben contener: 1) Día y hora de apertura de la sesión y 
lugar de celebración de la misma; 2) El nombre y bloque 
de las Diputadas y los Diputados presentes, de los ausen-
tes con aviso previo, o sin aviso, o con licencia, y de los 
integrantes del Poder Ejecutivo, cuando concurran a las 
sesiones; 3) Las observaciones, correcciones y aproba-
ciones de la versión anterior. Las correcciones que efec-
túen las Diputadas y los Diputados deben ser exclusiva-
mente de forma y con respecto a sus propias palabras; 
4) Los asuntos, comunicaciones y proyectos de que se 
haya dado cuenta, su distribución y cualquier resolución 
que hubieren motivado; 5) Los proyectos, despachos de 
Comisión, y todo otro asunto, o incidencia, que, conforme 
a este Reglamento, considere el Cuerpo, deben insertar-
se íntegramente con las exposiciones de las Diputadas y 
los Diputados que hayan tomado parte en su discusión; 
6) Toda documentación que disponga la Legislatura; 
7) La resolución del Cuerpo en cada asunto, con la nu-
meración que le corresponda, en el orden cronológico;8) 
La hora en que hubiese terminado la sesión, o pasado a 
cuarto intermedio sin volver a reunirse el mismo día. (Mo-
dificado por Resolución 523/1999).

(45) Art. 101: Verificación de texto. Los oradores están 

autorizados a verificar la fidelidad de sus palabras, regis-
tradas en la Versión Taquigráfica, y hacer, dentro de las 
cuarenta y ocho horas de concluida la sesión, las correc-
ciones de forma que crean pertinentes, siempre que no 
modifiquen el concepto, o no desvirtúen o tergiversen lo 
que haya manifestado en la sesión. Los oradores no pue-
den agregar, suprimir o modificar acotaciones relativas a 
manifestaciones de aprobación o desaprobación. Las in-
serciones aprobadas deben ser entregadas a la Secreta-
ría Parlamentaria durante la sesión.

(46) Art. 201: Concepto. Es moción de tratamiento so-
bre tablas toda proposición que tenga por objeto consi-
derar inmediatamente un asunto, con o sin despacho 
de Comisión. Las mociones de sobre tablas pueden ser 
acordadas con discursos o sin discursos, o no acordadas, 
conforme lo establezca el Plan de Labor. Cada una de las 
categorías de tablas se pone a consideración del Cuerpo 
en la oportunidad establecida en el artículo 246 del pre-
sente Reglamento. En todos los casos, los Diputados/as 
tienen el derecho de insertar sus discursos en la versión 
taquigráfica. (Modificado por Resolución 187/2002).

(47) Art. 269: Gravedad de la falta. Sanción. En el caso 
de que la gravedad de las faltas lo justificase, la Legisla-
tura, a indicación del Presidente o Presidenta o por mo-
ción de cualquiera de sus miembros, puede decidir por 
una votación sin discusión, si se da la oportunidad de usar 
de la facultad que le confiere el artículo 79 de la Constitu-
ción de la Ciudad de Buenos Aires, resultando afirmativa, 

el Presidente o Presidenta debe nombrar una Comisión 
Especial para que, luego de examinada la cuestión, pro-
ceda de conformidad con la disposición citada.

(48) Art. 195: Clases. Es moción de orden toda proposi-
ción que tenga alguno de los siguientes objetivos: 1. Que 
se levante la sesión; 2. Que se pase a cuarto intermedio; 
3. Que se declare libre el debate; 4. Que se cierre el deba-
te sin lista de oradores; 5. Que se cierre el debate con lista 
de oradores; 6. Que se pase al tratamiento del tema pre-
visto en el Plan de Labor; 7. Que se reserve un expediente 
en Secretaría con o sin fecha determinada de tratamien-
to, o que se someta a tratamiento un expediente previa-
mente reservado; 8. Que el asunto se envíe o vuelva a Co-
misión; 9. Que la Legislatura se constituya en Comisión 
con o sin limitaciones de tiempo en el uso de la palabra; 
10. Que para la consideración de un asunto especial o de 
urgencia, la Legislatura se aparte de las prescripciones 
del Plan de Labor Parlamentaria; 11. Que se haga cumplir 
el Reglamento;12. Que se proceda a votación nominal en 
el caso de votación en particular;13. Que se proceda al 
apartamiento del Reglamento; 14. Que se trate una cues-
tión de privilegio. (Modificado por Resolución 187/2002).

(49) Art. 197: Votación. Las mociones de orden com-
prendidas en los incisos 1. a 6., 10., 12. y 14. del artícu-
lo 195 del presente, deben ser puestas a votación inme-
diatamente y sin discusión. El resto de las mociones pue-
den discutirse por un tiempo breve que no exceda los diez 
minutos en total, no pudiendo cada Diputado/a hablar 

sobre ellas más de una vez, salvo el autor/a de la moción, 
que puede hacerlo dos veces a efectos de cerrar el deba-
te. (Modificado por Resolución 187/2002).

(50) Art. 198: Aprobación. Las mociones de orden ne-
cesitan para ser aprobadas la simple mayoría de los vo-
tos emitidos, con excepción de las determinadas en los 
incisos 3., 4., 9., 10. y 14. del artículo 195 que deben ser 
aprobadas por el voto de los dos tercios de los presentes, 
de la establecida en el inciso 12., que requiere del voto 
afirmativo de un tercio de los presentes y de la contem-
plada en el inciso 13. que requiere para su aprobación el 
voto afirmativo de tres cuartos del total de los miembros 
del Cuerpo. Pueden repetirse en la misma sesión, sin que 
ello importe reconsideración. La moción de orden con-
templada en el inciso 11. del artículo 195, no se somete 
a votación debiendo la Presidencia hacerla cumplir in-
mediatamente formulada. (Modificado por Resolución 
187/2002).

(51) Art. 103: Organización. Los Diputados y las Dipu-
tadas pueden organizarse en Bloques Parlamentarios, 
de acuerdo con sus afinidades políticas. Los Bloques Par-
lamentarios, cualquiera sea el número de sus integrantes 
pueden constituirse en cualquier momento del año par-
lamentario. Los Bloques Parlamentarios integrados por 
uno o dos Diputados o Diputadas sólo pueden requerir la 
reasignación del personal, entre el 1º y el 7 de marzo y en-
tre el 10 y el 15 de diciembre de cada año parlamentario. 
(Modificado por Resolución 283/2001).
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glamento, sin que se vean afectados presupuestariamente en la designación de su 
personal de asesores.

Proyecto 611-D-2001  
Dip. Marta Talotti  

(marzo 2001)

Proyecto 3189-D-2001 
Dip. Cristian Caram 

(12/07/2001)

Despacho 1183 –  
Resolución 283/2001 

(noviembre)
Título VIII “De los bloques parla-
mentarioS”.

Nota: el proyecto 3189 solo 
tiene un artículo.

Título VIII “De los blo-
ques parlamentarios”.

Artículo 103º: Organización. Los 
grupos de tres o más Diputados 
o Diputadas pueden organizarse 
en Bloques Parlamentarios, de 
acuerdo con sus afinidades po-
líticas. 
1. Bloques minoritarios. Cuan-
do un partido político o alianza 
existente con anterioridad a la 
elección de los Diputados y las 
Diputadas tenga sólo uno, una o 
dos representantes en el Cuerpo, 
pueden él, ella o ellos, asimismo 
actuar como Bloque Parlamen-
tario.
2. Derechos. Todos los Diputa-
dos y Diputadas, tienen derecho 
a constituir un Bloque Parla-
mentario.
3. Restricción. Los Diputados y 
Diputadas no pueden integrar 
más de un Bloque Parlamenta-
rio.

“Art. 103: Organización. Los 
Diputados y las Diputadas 
pueden organizarse en Blo-
ques de acuerdo con sus afi-
nidades políticas.
Cuando un partido político 
o alianza existente con an-
terioridad a la elección de 
los Diputados y las Diputa-
das tenga un sólo o una sola 
representante en el cuerpo, 
puede el o ella mismo/a ac-
tuar como bloque.
También podrá constituirse 
como Bloque, todo Diputado 
o Diputada que manifestare 
su voluntad mediante nota 
firmada dirigida al presiden-
te o presidenta de la Legisla-
tura, en la primer sesión or-
dinaria que sigue a la sesión 
constitutiva, conforme a lo 
establecido en los artículos 3º 
y 4º de este reglamento.”

Artículo 103º.- Organiza-
ción. Los Diputados y las 
Diputadas pueden orga-
nizarse en Bloques Par-
lamentarios, de acuerdo 
con sus afinidades políti-
cas.
Los Bloques Parlamenta-
rios, cualquiera sea el nú-
mero de sus integrantes 
pueden constituirse en 
cualquier momento del 
año parlamentario.
Los Bloques Parlamenta-
rios integrados por uno o 
dos Diputados o Diputa-
das sólo pueden requerir 
la reasignación del per-
sonal, entre el 1º y el 7 de 
marzo y entre el 10 y el 15 
de diciembre de cada año 
parlamentario.

Artículo 104º: Constitución. La constitución de 
los Bloques Parlamentarios se efectúa median-
te nota dirigida a la Presidencia de la Legislatu-
ra, de acuerdo a los siguientes requisitos:
1. Nota: La mencionada nota debe ser fir-
mada por las Diputadas y los Diputados 
que deseen constituir el Bloque Parlamen-
tario, haciendo constar la denominación 
adoptada, su composición y autoridades.
2. Información adicional: Se hace constar a efec-
tos informativos, las Comisiones y Juntas que 
integran cada uno de los miembros del Bloque 
Parlamentario, se debe adjuntar curriculum vi-
tae actualizado de cada uno de sus miembros, y 
asimismo declarar que ninguno de sus miem-
bros integran otro Bloque Parlamentario.
3. Declaración. La constitución de cada 
Bloque Parlamentario debe ser formalmen-
te declarada por la Presidencia de la Legis-
latura, dentro de los dos (2) días posteriores 
a la recepción de la correspondiente nota.

Artículo 104º.- Notificación y Publicidad. Los 
Bloques Parlamentarios quedan constituidos 
cuando le comunican a la Presidencia de la 
Legislatura, mediante nota firmada por todos 
sus integrantes, su Denominación, Composi-
ción y Autoridades.
La constitución de cada Bloque Parlamenta-
rio será formalmente notificada por la Presi-
dencia de la Legislatura al Cuerpo, en la pri-
mera sesión subsiguiente.
La Vicepresidencia 1º de la Legislatura debe 
ordenar la actualización informativa de la 
integración de todos los Bloques Parlamen-
tarios en el sitio oficial de Internet vigente de 
la Legislatura, dentro de los quince (15) días 
a partir de su constitución y o modificación 
formal.

Artículo 104º Bis: Incorporación. Cada Dipu-
tado o Diputada, sólo puede incorporarse y 
pertenecer a un solo Bloque Parlamentario.
1. Plazo. Las Diputadas y los Diputados 
electos que adquieran la plena condición 
de Diputada o Diputado con posterioridad 
a la sesión constitutiva de la Legislatura de-
ben incorporarse a, o constituir un Bloque 
Parlamentario en el plazo de los siete (7) 
días posteriores a la adquisición de su con-
dición de Diputada o Diputado.
2. Nota. La incorporación se realiza me-
diante escrito dirigido a la Presidencia de la 
Legislatura y firmado por la Diputada o el 
Diputado y por el o la Presidente del Blo-
que Parlamentario correspondiente.
3. Declaración. La incorporación del Diputa-
do o de la Diputada, al Bloque Parlamentario 
debe ser formalmente declarada por la Pre-
sidencia de la Legislatura, conforme al inci-
so 3º, del artículo 104º de este Reglamento.
4. Publicidad. La Vicepresidencia 1º de la Le-
gislatura, debe ordenar la actualización infor-
mativa de la integración de todos los Bloques 
Parlamentarios en el sitio oficial de Internet 
vigente de la Legislatura, cualquiera sea su 
dominio, dentro de los siete (7) días a partir 
de su constitución y o modificación formal.
Artículo 104º Ter: Los Diputados o Diputa-
das, dejan de pertenecer al Bloque Parla-
mentario que integran, por las siguientes 
causas:
1. Por voluntad del Diputado o de la Di-
putada, manifestada expresamente ante la 
Presidencia de la Legislatura.
2. Por decisión del Bloque Parlamentario 
notificada expresamente a la Presidencia de 
la Legislatura, por el Presidente o Presidenta 
del Bloque Parlamentario correspondiente.

Proyecto 611-D-2001  
Dip. Marta Talotti  

(marzo 2001)

Proyecto 3189-D-2001 
Dip. Cristian Caram 

(12/07/2001)

Despacho 1183 –  
Resolución 283/2001 

(noviembre)
3. Por las causas de pérdida de la plena con-
dición de Diputado o Diputada, previstas 
en este Reglamento
Artículo 105º: Autoridades y Personal. Los 
Bloques Parlamentarios tienen un Presi-
dente o Presidenta y hasta dos Vicepresi-
dentes o Vicepresidentas y designan los Se-
cretarios, Secretarias y demás empleados 
que le correspondan en forma equitativa, 
teniendo en cuenta el número de sus inte-
grantes, y de acuerdo a las siguientes carac-
terísticas:
1. Nombramiento y remoción. El nombra-
miento y la remoción de los empleados de-
ben ser realizados por el Vicepresidente/a 
1º de la Legislatura, a propuesta del Bloque 
Parlamentario
2. Cesación Automática. Al disolverse un 
Bloque Parlamentario, su personal transi-
torio cesa automáticamente en sus funcio-
nes. 

Artículo 105º.- Autoridades y Personal. Los 
Bloques Parlamentarios tienen un Presiden-
te o Presidenta y designan los Secretarios/as 
y demás empleados que le correspondan en 
forma equitativa, teniendo en cuenta el nú-
mero de sus integrantes.
La conformación de nuevos Bloques Par-
lamentarios, de conformidad con el artícu-
lo 103º, en ningún caso afectará la cantidad 
total del personal transitorio o el monto total 
de las locaciones de obra o servicio asignado 
por la Legislatura a este fin, debiendo pro-
cederse a la redistribución proporcional del 
personal existente en los Bloques Parlamen-
tarios que se dividan o fusionen.
El nombramiento y la remoción de los em-
pleados deben ser realizados por el Vicepre-
sidente/a 1º de la Legislatura, a propuesta del 
Bloque Parlamentario.
Al disolverse un Bloque Parlamentario, su 
personal transitorio cesa automáticamente 
en sus funciones. 
Art. 5º.- Facúltase a la Vicepresidencia Pri-
mera a efectuar, a pedido de los bloques par-
lamentarios, la redistribución del personal a 
que hace referencia el segundo párrafo del 
Artículo 105º del Reglamento Interno.

(52) ARTICULO 74º.- La Legislatura se reúne en se-
siones ordinarias desde el primero de marzo al quince 
de diciembre de cada año. La Legislatura puede ser con-
vocada a sesiones extraordinarias, siempre que razones 
de gravedad lo reclamen, por el Jefe de Gobierno, por su 
Presidente o a solicitud de un tercio de sus miembros. To-
das las sesiones de la Legislatura son públicas. La Legis-

latura no entra en sesión sin la mayoría absoluta de sus 
miembros.

(53) Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires - Edición Comentada, dirigida por la Dra. Marcela 
Basterra - “La Constitución analizada desde el aporte del 
Legislador”. Rodríguez Masdeu - Nenci. (Ps. 849 a 936). 
Editorial Jusbaires.

Como puede apreciarse, en tanto el Pro-
yecto 611 es muy abarcativo, el proyecto 
3189 (de un solo artículo) persigue:

a) Que los bloques minoritarios de uno 
/ dos legisladores solo podrán constituirse 
en la “primera sesión ordinaria que sigue a 
la sesión constitutiva”, es decir, consideran-
do que el período de sesiones ordinario, de 
acuerdo al art. 74 (52) CCABA comienza el 1 
de marzo y finaliza el 15 de diciembre, si no 
se llevaba a cabo una sesión ordinaria entre 
el 10 y el 15 de diciembre, los legisladores es-
taban obligados a constituir bloques de uno 
o dos miembros recién en la primera sesión 
ordinaria del año parlamentario siguiente.

b) Si este último era el texto votado, los 
bloques minoritarios de uno o dos legisla-
dores, al momento del dictado de la reforma, 
podían continuar existiendo, en tanto que, 
si se retiraban, a partir de aprobada la nor-
ma, de bloques más numerosos, no podrían 
tener asignado personal para constituir un 
bloque propio hasta la próxima renovación 
de la Legislatura, que se llevaría a cabo re-
cién en diciembre de 2003.

Con respecto a este punto recordamos 
que: “Los sesenta Legisladores primigenios 
comienzan su mandato el 10 de diciembre 
de 1997 para finalizar su período de manda-
to acotado el 6 de agosto de 2000, en fecha 
coincidente con la finalización del mandato 
del primer Jefe de Gobierno.

Esta primera composición de la Legisla-
tura, a pesar de contar con solamente doce 
de los Convencionales Constituyentes que 
aprobaran la Constitución de la Ciudad, 
representa el mismo espíritu de la Conven-
ción, y va a ser fundamental su visión de la 
Constitución, para que esta no se transforme 
en una mera hoja de papel.

Posteriormente, la segunda Legislatura co-
mienza su mandato el 6 de agosto de 2000 en 
forma coincidente con el inicio del mandato del 
Segundo Jefe de Gobierno; para finalizar ambos 

períodos el 10 de diciembre de 2003, de modo 
tal de coincidir con las autoridades nacionales 
en virtud de lo dispuesto por la Ley 124” (53).

Con respecto al cuadro que antecede, ca-
bría decir que las fechas mencionadas en el 
art. 103 se justifican con:

1.- 10 al 15 de diciembre: En los años im-
pares en donde se produce la renovación 
parcial de la Legislatura, la conformación de 
los Bloques Políticos no es correspondiente 
con la conformación de las listas, es decir, los 
diputados que ingresan a la Legislatura pue-
den conformar bloques unipersonales o con 
diputados ajenos a las listas de los candidatos 
electos que los llevaron a ocupar una banca.

También suele suceder, tal lo incorporado 
en el ejercicio desarrollado en el presente 
artículo, que algunos legisladores que tienen 
aspiraciones a ocupar los cargos de Autori-
dades de la Casa, al no obtener consensos 
previos, producida la votación, rompen con 
sus bloques y se incorporan a otro sector po-
lítico o conforman bloques minoritarios de 
uno o dos legisladores.

2.- 1 al 7 de marzo en los años pares: Men-
cionamos anteriormente que en la última se-
mana de febrero o la primera semana de mar-
zo el Vicepresidente Primero dicta el Decreto 
con la asignación de los Diputados a las Comi-
siones de Asesoramiento Permanente y Juntas 
para la conformación de las Comisiones y la 
posterior “Elección” de sus autoridades.

La separación de su lista al conformar un blo-
que también puede darse por la natural aspira-
ción de algunos Legisladores para ocupar los 
cargos de Presidencia en alguna Comisión de 
Asesoramiento Permanente y Juntas, que son 
asignadas por su bloque a otros legisladores.

En el art. 5º de la res. 283/2001, que no forma 
parte del Reglamento y es una norma operativa 
para implementar esa modificación, determi-
na que se faculta a la Vicepresidencia Prime-
ra de la Legislatura a efectuar, a pedido de los 
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Bloques Parlamentarios, la redistribución a 
la que hace referencia el segundo párrafo del 
art. 105 (54) del Reglamento, que a continua-
ción procedemos a detallar: “La conformación 
de nuevos bloques parlamentarios, de confor-
midad con el artículo 103, en ningún caso afec-
tará la cantidad total de personal transitorio o el 
monto total de las locaciones de obra o servicio 
asignado por la Legislatura a este fin, debiendo 
procederse a la redistribución proporcional del 
personal existente en los bloques parlamenta-
rios que se dividan o fusionen.”, por supuesto, 
con la excepción a partir de ese momento de 
los bloques de uno y dos Legisladores.

Continuando con el texto votado en el año 
2001 aún vigente, la “sanción encubierta” de 
la res. 283/2001 incorporada al Reglamento 
modificando el art. 103, consiste en que, te-
niendo el Legislador administrativamente dos 
posibilidades de asignaciones para proceder a 
la designación de sus asesores, ellas son:

a) La asignación del personal del Despa-
cho del Legislador y sus asesores;

b) La asignación de personal de asesores, 
por su carácter de integrante del bloque po-

lítico, que le determina el bloque parlamen-
tario al que pertenece, y que varía según la 
cantidad de legisladores que conforman el 
bloque político;

Precisamente, es esta última asignación 
de personal la que el Legislador ve cercena-
da en oportunidad de conformar bloque de 
uno o dos integrantes fuera de las fechas an-
tes enunciadas.

En otros términos: El Legislador que se va 
del bloque se lleva la partida de su despacho, 
pero pierde su asignación proporcional por 
haber formado parte del bloque.

Por consiguiente, el último párrafo del 
art. 103 se trata de una suerte de “sanción 
económica por abandonar el bloque” fuera 
de las determinadas fechas previstas en el 
articulado.

Esta ha sido “aplicada” en dos oportuni-
dades, y en ambas tuvimos activa participa-
ción. La primera fue en ocasión de la asun-
ción de la entonces Diputada Elena Cruz y la 
segunda, en oportunidad de separarse de su 
bloque la entonces Diputada Mirta Onega.

XI. Reflexión final

En el cuadro final hemos enumerado las normas que analizamos para la preparación del 
presente trabajo, las sanciones a las que hacen referencia, quienes intervienen en el proce-
dimiento, y por último a quién le corresponde la aplicación de la sanción.

Norma Sanción Intervienen en el 
procedimiento

Aplica

Constitución CABA 
Art. 67,
Ley 257 CABA.

Revocatoria de Man-
dato

Varios detallar. Tri-
bunal Superior de 
Justicia CABA

Tribunal Superior de 
Justicia CABA.

Constitución CABA 
Art. 59

Suspensión o Desti-
tución.

Procedimiento a 
determinar por 
la Legislatura. 
Dos tercios de sus 
miembros

Legislatura. Dos ter-
cios del Cuerpo (40 
Votos)

Resolución 1/98 - Re-
glamento de la Legis-
latura, arts. 55 y 63 Res. 
523/99 y 58 Res. 1 JIR.

Suspensión o Desti-
tución.

Junta de Ética, 
Acuerdos y Orga-
nismos de Control; 
Comisión Investi-
gadora. Despacho 
2/3 de la Comisión 
Investigadora.

Legislatura. Dos ter-
cios del Cuerpo (40 
Votos)

Resolución 1/98 - Re-
glamento de la Legisla-
tura, art. 63 Res. 523/99.

Multa Junta de Ética, 
Acuerdos y Orga-
nismos de Control; 
Comisión Investi-
gadora. Despacho 
2/3 de la Comisión 
Investigadora

Legislatura. mayo-
ría absoluta de los 
miembros (31 Votos)

Resolución 1/98 -Au-
sencias. Pérdida de 
Retribución. Principio 
general (Art. 33 y 37 Re-
glamento de la Legisla-
tura. Arts. 40, 41, 44 y 38 
Res. 523/99

Ausencia. Pérdida de 
retribución. 

Enunciación del 
principio general 
para las Sesiones y 
las excepciones. 

Presidente de la Le-
gislatura

Resolución 1/98 - Re-
glamento de la Legis-
latura arts. 39 al 42 Res. 
523/99.

Descuentos por in-
asistencias a Comi-
siones de Asesora-
miento Permanente 
y Juntas

Presidente de la 
Comisión de Ase-
soramiento Per-
manente o Junta. 
Procedimiento Ad-
ministrativo.

Secretaría Adminis-
trativa. Contaduría.

Norma Sanción Intervienen en el 
procedimiento

Aplica

Resolución 1/98 - Re-
glamento de la Legis-
latura arts. 40 al 42 Res. 
523/99.

Descuentos por ina-
sistencias a las Sesio-
nes de la Legislatura

Presidente de la 
Legislatura. Proce-
dimiento adminis-
trativo.

Secretaría Adminis-
trativa. Contaduría.

Resolución 1/98 - Re-
glamento de la Legisla-
tura art. 46 Res. 523/99.

Inasistencia reite-
rada. tres (3) inasis-
tencias consecutivas, 
sin justificación o 
permiso de la Legis-
latura

Sesión. Presidente 
de la Legislatura. 

Decisión del Cuerpo 
por mayoría absolu-
ta de sus miembros

Resolución 1/98 - Re-
glamento de la Legisla-
tura art. 43 Res. 523/99.

Sanción por ausen-
cia. Ausentes sin jus-
tificación o permiso 
de la Legislatura, en 
más de cuatro sesio-
nes consecutivas.

Junta de Ética, 
Acuerdos y Orga-
nismos de Con-
trol; Comisión 
I n v e s t i g a d o r a . 
Despacho 2/3 de 
la Comisión Inves-
tigadora. Pueden 
ser sancionados 
hasta con la exclu-
sión del Cuerpo, 
por inconducta en 
el ejercicio de sus 
funciones. 

Legislatura. Dos ter-
cios del Cuerpo (40 
Votos)

Resolución 1/98 - Re-
glamento de la Legisla-
tura arts. 258, 263 a 268, 
art. 261 Res. 523/99 y 
art. 262 Res. 187/2002.

Interrupciones irres-
petuosas y llama-
mientos al orden. 
Prohibición del Uso 
de la Palabra.

Sesión. Presiden-
te. Votación del 
Cuerpo. Mayoría 
absoluta de sus 
miembros (31 vo-
tos)

Legislatura. dos ter-
cios del Cuerpo (40 
miembros)

Resolución 1/98 - Re-
glamento de la Legisla-
tura art. 269.

Gravedad de la falta. 
“Inconducta grave 
en el ejercicio de sus 
funciones” (Art. 269 
Reglamento de la Le-
gislatura).

Sesión. Presidente. 
Votación del Cuer-
po. Dos tercios 
de los miembros 
presentes. Junta 
de Ética, Acuer-
dos y Organismos 
de Control; Comi-
sión Investigadora. 
Despacho 2/3 de la 
Comisión Investi-
gadora.

Legislatura. dos ter-
cios del Cuerpo (40 
miembros)

Resolución 283/2001. 
Modifica art. 103 y otros 
del Reglamento.

Reasignación de 
Personal del Bloque 
Legislativo. “Casos 
Elena Cruz y Mirta 
Onega”

Procedimiento ad-
ministrativo.

Vicepresidente 1º

Nuestra reflexión final con respecto al “Sistema de sanciones” a los Legisladores en la Le-
gislatura Porteña, es que, excepto lo indicado en el punto anterior, parafraseando la conclu-
sión a la que arribamos luego de realizar el análisis de la “Comisión Investigadora”, el “Siste-
ma de sanciones” a los Legisladores en la Legislatura Porteña se trata de “otra” Medusa con 
un cuerpo común conforme a Reglamento, con cabellos compuestos por posibles sanciones 
de carácter constitucional y reglamentario, que hasta el momento, tampoco ha transforma-
do en piedra a ningún Legislador.

Cita online: TR LALEY AR/DOC/2011/2022

(54) Art. 105: Autoridades. Personal. Los bloques 
parlamentarios tienen un Presidente o Presidenta y 
designan los Secretarios/as y demás empleados que le 
correspondan en forma equitativa, teniendo en cuen-
ta el número de sus integrantes. La conformación de 
nuevos bloques parlamentarios, de conformidad con 
el artículo 103, en ningún caso afectará la cantidad to-
tal de personal transitorio o el monto total de las loca-
ciones de obra o servicio asignado por la Legislatura a 
este fin, debiendo procederse a la redistribución pro-

porcional del personal existente en los bloques parla-
mentarios que se dividan o fusionen. El nombramiento 
y la remoción de los empleados deben ser realizados 
por el Vicepresidente/a 1º de la Legislatura, a propues-
ta del bloque parlamentario. Al disolverse un bloque 
parlamentario, su personal transitorio cesa automáti-
camente en sus funciones. (Modificado por Resolución 
283/2001)”.

Nota a fallo
Defensa del 
consumidor
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Traspa-
so de la Justicia Nacional ordinaria a la justi-
cia local. Jerarquía normativa. 

1. -	 Hasta tanto no se concrete el traspaso de 
la Justicia Nacional ordinaria a la Justicia 
local, la Legislatura de la Ciudad carece 
de competencia para legislar normas 

procesales aplicables en el ámbito na-
cional —como es la creación de una com-
petencia en la materia de relaciones del 
consumo respecto de causas cuyo trámi-
te se encuentra reservado para la justicia 
nacional—, en tanto implica modificar el 
régimen procesal vigente a cumplir por 
los tribunales de la jurisdicción nacional, 
y en ese sentido, sustituir a otros pode-
res del Estado —en este caso el Congre-
so Nacional— en las funciones que le son 
propias.

2. -	 La legislado por la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires al determinar la compe-
tencia de la justicia local para la reso-
lución de las controversias en materia 
de consumo de acuerdo a lo estableci-
do por las leyes 6407:5 y 7:41 no solo 
es contrario a toda lógica jurídica, sino 
que, además, constituye una decisión 
violatoria de la Supremacía Constitu-
cional, pues vulnera el principio de je-
rarquía normativa cuando, como es 
sabido, el Poder Legislativo federal es 

aquel que tiene a su cargo la sanción 
de las normas jurídicas que imponen 
conductas a determinadas categoría de 
personas y es ejercido por el Congreso 
Nacional.

3. -	 Aun reconocida la autonomía de la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires por la 
reforma constitucional del año 1994, las 
competencias que actualmente ejerce 
la justicia nacional ordinaria no se han 
transferido al Poder Judicial de la Ciu-
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Defensa del 
consumidor
Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Acceso a 
la justicia. Competencia. 

1. -	 Los conflictos derivados de las relaciones 
de consumo entre particulares basados en 
el derecho común deben ser zanjados en la 
recientemente creada Justicia de Primera 
Instancia en lo Contencioso Administrati-
vo, Tributario y de Relaciones de Consumo.

2. -	 No puede concebirse un sistema de 
protección y defensa de consumidores 
y usuarios si no se garantiza el derecho 
de acceso a la justicia, que constituye 
el reaseguro para la efectiva vigencia 
de los demás derechos de los consu-
midores.

3. -	 Los vecinos y todo aquel considerado 
consumidor y/o usuario en el ámbito de 
la Ciudad de Buenos Aires, necesitan 
y reclaman recibir un trato igualitario e 
idéntico al cual se encuentran sometidos 

los habitantes de cada una de las provin-
cias del Estado nacional para hacer valer 
sus derechos.

4. -	 Los consumidores y usuarios de la 
CABA tienen derecho a ser juzgados 
por sus propios jueces naturales, con-
forme el claro mandato consagrado en 
el art. 129 Constitución nacional. Ello, 
sumado a su derecho a ser juzgados 
por las instituciones que ellos mismos 
se han dado mediante la Constitución 
local.

JContencioso Administrativo Trib. y de Rel. 
de Consumo Nº 3, Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, 21/04/2022. - Benítez, Ma-
ría Fernanda c. FCA S.A. de ahorro para 
fines determinados y otros s/ Relación de 
consumo.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/60999/2022]

Probable fin a la opción doble de reclamación 
¿Es posible que el fuero de relaciones de consumo de CABA sea inconstitucional?

Martín D. Petasne
Abogado UMSA. Especializado en Derecho Privado 2001 UMSA. Socio titular en RYPA Abogados 2001/actualidad. Certificado internacionalmente en Ética y Compliance AAEC. 
Diplomando en Derecho del Consumidor 4.0 en Universidad de Mendoza.  

SUMARIO: I. Introducción.— II. La doble vía.— III. Diferencias entre opciones.— IV. Antecedentes normativos.— V. El caso en cuestión.— VI. Análisis. — VII. Conclusión.

I. Introducción 

Quien litigue en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires en asuntos relacionados con 
el derecho del consumidor conocerá de la 
doble opción existente, que permite optar 
entre el fuero de relaciones de consumo del 
Poder Judicial de la Ciudad o ante la Justicia 
Nacional en lo Comercial para llevar adelan-
te las tramitaciones judiciales.

Sin embargo, hoy por hoy hay que de-
cir que esta pacífica convivencia, que 
se extendió durante algo más de un año, 
podría estar llegando a su final ya que re-
cientemente, en un nuevo capítulo de los 
conflictos de competencia que se vienen 
sucediendo entre el Poder Judicial de la 
Nación y el Poder Judicial de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, se resolvió 
hacer lugar a un planteo inhibitorio a fa-
vor de la Justicia Nacional en lo Comercial 
y al planteo anexo de inconstitucionali-
dad que lo acompañaba respecto de las 
normas que establecen y dotan de com-
petencia en materias de consumo al Poder 
Judicial de la Ciudad.

Repasemos un poco dónde estamos, de 
dónde vinimos y ensayemos un adónde va-
mos.

II. La doble vía

Es natural que existan comparaciones 
siempre que nos encontremos con la posi-
bilidad de elegir entre dos o más opciones.

Este caso, con seguridad, no resulta ser la 
excepción. Quien vaya a demandar o a ser 
demandado en conflictos derivados de rela-

ciones de consumo, luego de haber realiza-
do las comparaciones pertinentes, tendrá su 
preferencia con relación a que la tramitación 
se efectúe ante la Justicia Nacional en lo Co-
mercial o ante la de Relaciones de Consumo 
del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires.

Entiendo necesario realizar una breve 
comparativa sobre ambas opciones, con-
vencido de que todo análisis debe ser in-
tegral y debe despojarse de las formalida-
des leguleyas que buscan disimular todo 
aquello que no resulta “políticamente 
correcto”. Me refiero a intentar deducir a 
través del análisis de los pros y contras de 
cada opción, cuáles son las reales motiva-
ciones que llevan a los judiciables a peti-
cionar ante una u otra jurisdicción, más 
allá de que lo que aleguen en sus presen-
taciones.

Nótese que en la petición efectuada en el 
caso que nos convoca, y que expondré más 
adelante, la empresa proveedora señala que 
lo que se persigue es evitar que se extraiga 
a la cuestión de su Juez Natural. Intentaré 
entender junto con ustedes, si se trata sim-
plemente de un loable reclamo a favor de la 
institucionalidad, o si también se encuentra 
motivado por un interés particular de mudar 
la tramitación a otra jurisdicción que se pre-
sume más favorable.

III. Diferencias entre opciones

En mi breve análisis atenderé similitudes 
y diferencias sobre tres aspectos de ambas 
opciones. La competencia territorial, los ti-
pos de procesos disponibles y las instancias 
judiciales.

III.1. Competencia territorial

Comenzaré por el Código Procesal 
para la Justicia de Relaciones de Con-
sumo que rige a sus anchas desde mayo 
de 2021 en el ámbito de CABA y siendo 
de aplicación al fuero de Relaciones de 
Consumo local.

En cuanto a la competencia territorial re-
sultan ser los arts. 5º y 7º de dicho ordena-
miento procesal para las relaciones de Con-
sumo los que fijan los criterios para dicha 
competencia, según el actor sea un consu-
midor o sea un proveedor.

Cuando el consumidor promueva accio-
nes fundadas en relaciones de consumo, o 
lo hagan en su nombre quienes tienen la 
representación colectiva, la competencia 
por territorio es la que impone el art. 5º del 
Código Procesal de las Relaciones de Con-
sumo. Ello implica que la Justicia de las 
Relaciones de Consumo tendrá interven-
ción cuando la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires sea, indistintamente: a)  El lugar 
de celebración del contrato; b) El lugar del 
cumplimiento de la prestación del servicio; 
c) El lugar de la entrega de bienes; d) El lu-
gar del cumplimiento de la obligación de 
garantía; e)  El domicilio del consumidor; 
f ) El domicilio del demandado; y g) El lugar 
donde el consumidor realice actos nece-
sarios para la celebración o ejecución del 
contrato.

La amplia cantidad de posibilidades, su-
mado a que la mayoría de los proveedores 
tienen su sede social en el ámbito de la Ciu-
dad de Buenos Aires, importará que la Justi-
cia con competencia específica tendrá que 
absorber para sí un enorme caudal de con-
flictos, en tanto, los supuestos contemplados 
en los incs. c), f )  y g), ciertamente habilitan 
a que los conflictos suscitados en otras juris-
dicciones puedan ser resueltos por la Justicia 
de la Ciudad (1).

En los casos de reclamos iniciados por 
proveedores, estos únicamente podrán 
recurrir a este fuero especializado, en la 
medida en que el domicilio del consumi-
dor sea en la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires.

Comparativamente con el Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación (CPCCN) 
de aplicación en la Justicia Nacional (tanto 
comercial, civil, como en la Civil y Comer-
cial Federal de la Capital Federal) el orde-
namiento local resulta mucho más abarca-
tivo y específico.

En efecto, la competencia territorial en el 
ámbito de la Justicia Nacional, además de 
no distinguir su alcance dependiendo de 
si el actor es el consumidor o el proveedor, 
en temas vinculados al consumo resultará 
limitado mayormente a lo dispuesto por los 
incs. 3 y 5 del art. 5º. Estos incisos dispo-
nen que la competencia territorial cuando 
se ejerciten acciones personales, será el del 
lugar en que deba cumplirse la obligación, 
expresa o implícitamente establecido con-
forme a los elementos aportados en el jui-
cio y, en su defecto, a elección del actor, el 
del domicilio del demandado o el del lugar 
del contrato, siempre que el demandado 
se encuentre en él, aunque sea accidental-
mente, en el momento de la notificación, 
y en las acciones personales, cuando sean 
varios los demandados y se trate de obli-
gaciones indivisibles o solidarias, el del 
domicilio de cualquiera de ellos, a elección 
del actor.

Cabría agregar que, para casos menos 
frecuentes, en que estén involucradas ac-
ciones reales sobre inmuebles y muebles, 
la competencia estará dispuesta alternati-
vamente entre el lugar donde dichos bie-
nes se encuentren, o el domicilio del de-
mandado.

dad Autónoma de Buenos Aires; extremo 
que, por lo demás, ha sido expresamen-
te contemplado en la Constitución de la 
Ciudad de Buenos Aires en la cláusula 
transitoria segunda al decir que “las dis-
posiciones de la presente Constitución 
que no puedan entrar en vigor en razón 
de limitaciones de hecho impuestas por 

la ley 24.588, no tendrán aplicación has-
ta que una reforma legislativa o los tri-
bunales competentes habiliten su vigen-
cia”.

JNCom. Nro. 28, 28/03/2022. - FCA S.A. de 
Ahorro para fines determinados y otro c. Be-
nítez, María Fernanda s/ Inhibitoria.

[Cita on line: TR LALEY AR/JUR/61000/2022]

Control de constitucionalidad

Se declara la inconstitucionalidad de los 
arts. 41 de la ley Nº 7 y el art. 5, inc. 1 de la 
ley 6407 de la Ciudad de Buenos Aires.

[El fallo in extenso puede consultarse en 
Atención al Cliente, http://informaciónle-
gal.com.ar o en Proview]

Véase el texto completo en p. 15

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) KRIEGER, Walter F., “La competencia de la Justicia 

de las Relaciones de Consumo Justicia de las Relaciones 
de Consumo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires” - 

Código Procesal de la Justicia en las Relaciones de Con-
sumo en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res IJ Editores 01/07/2021.
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Esta rigidez que emana del CPCCN ha 
intentado ser readecuada por la jurispru-
dencia a la luz de las disposiciones de la 
ley nacional 24.240 en los casos en que el 
demandado resulta ser un consumidor, es-
tableciendo limitaciones en las prórrogas 
de competencias territoriales, particular-
mente, en procesos ejecutivos y ejecucio-
nes prendarias (2).

III.2. Tipos de procesos

Iniciaré considerando los tipos de pro-
cesos previsto por el CPCCN porque son 
comparativamente más antiguos y cono-
cidos que los recientemente creados por la 
ley 6407 para la justicia local de Relaciones 
de Consumo.

Los procesos actualmente vigentes en el 
Código resultan ser el proceso ordinario, 
más amplio, y el proceso sumarísimo, de 
trámite más veloz.

Ambos resultan ser procesos escritos, 
formales, carentes de vocación de oralidad 
y con limitada inmediatez entre el Juez y 
los judiciables.

Según establece el art. 53 de la ley na-
cional 24.240 en las causas iniciadas por 
ejercicio de los derechos establecidos en 
esa ley, regirán las normas del proceso de 
conocimiento más abreviado que rijan en 
la jurisdicción del Tribunal Ordinario com-
petente, a menos que a pedido de parte, el 
Juez por resolución fundada y basado en 
la complejidad de la pretensión, considere 
necesario un trámite de conocimiento más 
adecuado.

En consecuencia, el tipo de proceso a 
aplicar debería ser, como regla, el proceso 
sumarísimo, salvo que, a petición de parte, 
y por la complejidad del caso, el juez inter-
viniente decidiera por resolución fundada, 
convertirlo en un proceso ordinario.

Me detengo a resaltar que este caso re-
sulta ser una de las excepciones menciona-
das por el art. 319 del CPCCN, por cuanto 
la ley 24.240 no le otorga al juez la posi-
bilidad de seleccionar el tipo de proceso, 
estableciendo a priori el más abreviado. 
Es a petición de parte, y considerando la 
complejidad del proceso, que el Juez podrá 
decidir apartarse del mandato original. No 
puede realizarlo de oficio, aunque resulta 
común que ello ocurra.

Estos procesos se encuentran regidos por 
principios procesales generales, sin que 
exista una regulación específica referida a 
procesos en que sean parte los consumido-
res.

Nuevamente, ha sido la jurisprudencia 
la que haciendo aplicación de las reglas 
procesales contenidas en la ley 24.240 y de 
los principios protectorios de los consumi-
dores ha flexibilizado y adaptado algunos 
conceptos rígidos y formalistas del CPCCN.

Así han existido fallos referidos a la carga 
probatoria, a la competencia, como antes 
he mencionado, a la celeridad y economía 
procesal, entre otros.

A simple modo ejemplificativo, en cuan-
to a la carga probatoria se ha dicho que en 

relación con la dinámica probatoria, bajo 
la ley 24.240 incumbe al proveedor aportar 
las fuentes que obren en su poder conforme 
a las características del bien o servicio (53, 
LDC). Es decir, la Ley de Defensa del Con-
sumidor (LDC) prevé —de esta forma— 
un mecanismo para atenuar las dificulta-
des probatorias derivadas de la asimetría 
propia de la relación de consumo, atento 
a que el consumidor o usuario no es un 
contratante profesional (3). Este principio 
actualmente se encuentra reforzado —en 
el marco de las relaciones de consumo— 
por el art. 53 de la ley 24.240 (t. o. según 
ley 26.361), el cual coloca en cabeza de los 
proveedores la carga de aportar al proceso 
todos los elementos de prueba que obren 
en su poder, en orden a las características 
del bien o servicio, prestando la colabora-
ción necesaria para el esclarecimiento de 
la cuestión debatida en juicio (4).

Así también, y como he referido anterior-
mente, respecto a la competencia territorial 
se ha dicho que partiendo del presupuesto 
que, por la propia característica de la ac-
cionante, su objeto encuentra subsunción 
en la casuística del art. 36 de la ley 24.240, 
y resultando su aplicación de orden públi-
co —conf. art. 65, ley 24.240—, encontrán-
dose el domicilio real del accionado en 
extraña jurisdicción, corresponde que sea 
en tal localidad donde se incoe el reclamo. 
Y es que cabe inteligir que la previsión es-
pecífica que determina la competencia en 
el domicilio del deudor, fulminando de nu-
lidad cualquier pacto en contrario (art. 36, 
LDC), debe prevalecer —en supuestos de 
pugna, tal como aquí acontece— por so-
bre la que trae el dec.-ley 15.348/1946 a 
partir del carácter de orden público de la 
ley 24.240 (5).

Igualmente existen precedentes en los 
que también han sido potenciados los 
principios de celeridad y economía pro-
cesal, entiendo la brevedad que deben 
poseer las acciones en que se debatan 
reclamos derivados de conflictos de re-
laciones de consumo. En ese sentido se 
han consagrado cuando se resolvió que 
corresponde dejar sin efecto la resolución 
que ordenó cumplir con el trámite ante el 
Servicio de Conciliación Previa en las Re-
laciones de Consumo (COPREC), cuando 
la controversia ya había sido sometida a 
la mediación ordinaria, cuyo trámite fina-
lizó sin acuerdo entre las partes, puesto 
que la decisión de someter a las partes a 
una nueva instancia de conciliación no se 
ajusta a un criterio realista u oportuno, 
pues el proceso debe conducirse para no 
retrotraerlo a otra instancia extrajudicial 
con la consecuente paralización de su tra-
mitación (6).

Por último, hay que destacar que hasta 
el dictado del plenario (7) en diciembre 
de 2021 por parte de la Justicia Nacional 
en lo Comercial, la gratuidad dispuesta 
por el art. 53 de la ley 24.240, en los pro-
cesos regidos por el CPCCN, debía obte-
nerse complementariamente a través del 
inicio de beneficios de litigar sin gastos, 
ya que los fallos en primera instancia, ma-
yoritariamente, solían limitarla a la tasa 
de justicia.

Actualmente rige el criterio plenario de 
que “‘el beneficio de justicia gratuita’ que 

dispone el art. 53 de la ley 24.240, además 
de los gastos, sellados u otros cargos inhe-
rentes a la promoción de la demanda, exi-
me al consumidor del pago de las costas 
del proceso si fuera condenado a satisfa-
cerlas total o parcialmente”.

Como contrapunto a los estos procesos 
rígidos dispuestos por el CPCCN, encon-
tramos que el Código procesal para la Jus-
ticia en las relaciones de consumo regula 
procedimientos ágiles, ideados para la era 
digital, debidamente orientados a comple-
mentar procesalmente la protección que 
las leyes de fondo otorgan a los consumi-
dores y donde la oralidad y la inmediatez 
son la regla.

Ya desde su primer artículo se enuncian 
6 tradicionales principios procesales que 
encarnan las propensiones rituales más 
modernas, esto es: informalidad, celeri-
dad, inmediatez, concentración, economía 
procesal y oralidad (8).

Se sostiene que el precepto supremo se 
explica por la naturaleza de los intereses en 
pugna, que reclama de tecnologías proce-
sales diferenciadas que sepan dar cuidado 
a realidades que no encuentran apropiado 
remedio en los sistemas jurisdiccionales 
tradicionales, lo que se traduce en la ne-
cesidad de dar respuesta a las peticiones 
del consumidor en tiempo, modo y condi-
ciones de acceso que no desnaturalicen la 
agravada protección que merecen sus de-
rechos (9).

Respecto de la concepción que acom-
paña al diseño del proceso de consumo 
en este Código se ha dicho que... se han 
forjado una serie de tecnologías especí-
ficas tendientes a equilibrar, en el marco 
del servicio de justicia, la asimetría, entre 
consumidor y proveedor, estimulada por 
el mercado. Estas estrategias normativas, 
mayormente encauzadas a través de las 
denominadas acciones de consumo, re-
visten disímiles formas: facilitación del 
acceso a la justicia, disminución de los 
costes en los litigios, su simplificación y 
celeridad, mayor eliminación posible de 
ritualismos excesivos, favorecimiento de 
la colectivización del pleito, modifica-
ción del onus probandi tradicional, una 
“pro-actividad” agravada del juez, expan-
sión de ciertos medios defensivos en pro-
cesos como los ejecutivos, servicios de 
asesoramiento y asistencia, participación 
en instancias conciliatorias, una compe-
tencia sumamente celada... procurando 
dar satisfacción a principios de celeridad, 
inmediación, economía procesal, orali-
dad, gratuidad, entre otros” (10).

En cuanto a los tipos de proceso se es-
tablecen también dos trámites diferentes. 
El proceso ordinario, y el proceso amplia-
do. La regla general es el trámite ordina-
rio, pero al igual que el actual art. 53 de 
la LDC, el Código prevé una excepción: el 
procedimiento ampliado regulado a partir 
del art. 225. También es un proceso de co-
nocimiento, pero con mayor alcance que el 
trámite ordinario.

En términos generales, nos encontramos 
con que en el proceso ordinario los plazos 
son más breves y se facilitan las diligencias, 
la prueba se produce en la audiencia de 

vista de causa (única audiencia prevista), 
donde se decide el caso y puede diferirse 
la publicación de los fundamentos dentro 
de un escueto plazo. Admite la posibilidad 
de oponer excepciones al contestar la de-
manda, pero no la de oponer reconvención 
y, por otro lado, en el proceso ampliado los 
plazos son un poco más extensos y admite 
tanto la posibilidad de reconvención como 
las excepciones previas. Se prevén dos au-
diencias, una preliminar (para fijar hechos 
conducentes, proveer pruebas admitidas 
y resolver excepciones) y otra de vista de 
causa con las características del proceso 
ordinario; con la diferencia de que la sen-
tencia se podrá dictar dentro de los 30 días 
o en la misma audiencia. En este último 
caso, se diferirá la publicación de los fun-
damentos. La notificación de la sentencia 
se realizará de oficio (11).

En definitiva, son evidentes las ventajas 
que el ordenamiento procesal local de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires otor-
ga al consumidor en contraposición a una 
norma general, desactualizada y formalista 
como resulta ser el CPCCN. Ello más allá 
de poner a salvo el notable esfuerzo de la 
jurisprudencia nacional tendiente a ade-
cuarlo a los preceptos de la normativa con-
sumeril.

III.3. Instancias

Este aspecto es quizás en el que mayor 
similitud guardan ambas opciones de re-
clamación. En ambos casos se tratan de 
primeras instancias unipersonales y tribu-
nales de apelación colegiados.

La diferencia se presenta, al menos por 
el momento (12), en la tercera instancia. En 
la Justicia Nacional, la tercera instancia le 
corresponde a la CSJN, mientras que, en 
el ámbito de la Justicia de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires, le pertenece al TSJ, 
postergando a la CSJN a una cuarta y ex-
traordinaria instancia.

Por último, resulta necesario referirme 
al criterio judicial seguido, mayoritaria-
mente, en cada jurisdicción sobre cada 
temática. Sin dudas resulta ser una cues-
tión trascendente para que un consumi-
dor o un proveedor decidan la conve-
niencia de una u otra opción de tramita-
ción. Aunque no haya dedicado un apar-
tado especial para ello no quería dejar de 
mencionarlo ya que no hay dudas que se 
trata de una cuestión relevante. Entendí 
que, por la extensión de la cuestión, la di-
versidad de materias y cuestiones a con-
siderar, me resultaría imposible analizar-
lo en debida forma en este trabajo. Sirva 
el presente como invitación para avanzar 
en este análisis.

Una particularidad resulta ser que am-
bas jurisdicciones entienden sobre similar 
temática, en el mismo ámbito territorial, 
pero sin posibilidad de articular recursos 
procesales directos para unificar criterios. 
Actualmente sería la CSJN la única que po-
dría intentarlo, aunque no cabe duda de 
que como mecanismo de uniformar la ju-
risprudencia no resulta ser el modo técnico 
más adecuado.

Así, a simple modo de ejemplo, podría 
señalar que en la actualidad no resultan 
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SUN0029157.
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concordantes los criterios sostenidos por la 
Justicia Nacional en lo Comercial respecto 
de su competencia en reclamos vincula-
dos a incumplimientos comerciales en el 
transporte aéreo, con el mayoritariamente 
seguido en la Justicia local, que suele de-
clararse incompetente o derivar el conflic-
to de competencia a la CSJN.

En conclusión, a lo aquí brevemente re-
señado, entiendo necesario dejar librado 
al criterio de cada uno de ustedes inferir 
que opción de tramitación asoma como la 
más conveniente y cercana a los intereses 
de los consumidores y cuál resultaría más 
adecuada y conveniente a los ojos de los 
proveedores de las relaciones de consumo.

IV. Antecedentes normativos

Hasta el dictado de la ley 26.993 en sep-
tiembre de 2014, que creó los juzgados de 
relaciones de consumo, no existió contro-
versia alguna sobre que resultaba ser la 
Justicia Nacional en lo Comercial la que 
mayoritariamente llevaba adelante la tra-
mitación de los procesos que involucraran 
cuestiones consumeriles en el ámbito de 
CABA.

Aclaro que mi valoración de que la Jus-
ticia Nacional en lo Comercial tramitaba 
estas cuestiones “mayoritariamente” la 
realizo únicamente con la finalidad de de-
jar a salvo aquellas cuestiones derivadas 
de relaciones de consumo que, aunque en 
menor medida, siempre han tramitado, y 
continúan haciéndolo, ante la Justicia Na-
cional en lo Civil o ante la Civil y Comercial 
Federal de la Capital Federal.

Sin embargo, dicha ley no tuvo jamás 
aplicación práctica al ser rápidamente sus-
pendida por una medida cautelar obtenida 
por el Fiscal General de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires.

Al establecer el art. 45, inc. c) de la 
ley 26.993 que la Cámara Nacional de Ape-
laciones en las relaciones de consumo sería 
competente para revisar las sanciones ad-
ministrativas aplicadas en el marco de las 
leyes 22.802 y 24.240, que son justamente 
competencia de la Dirección General de 
Defensa y Protección al Consumidor de la 
Ciudad de Buenos Aires respecto a infrac-
ciones ocurridas en el ámbito de la Ciudad, 
el Ministerio Público de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires inició una acción 
declarativa de certeza contra el Estado Na-
cional a fin de “...hacer cesar el estado de in-
certidumbre sobre la constitucionalidad de 
la ley 26.993”, indicando que contraviene, 
en particular, el art. 129 de la Constitución 
Nacional (CN), que reconoce competencias 
administrativas, legislativas y judiciales a 
la Ciudad, circunstancia que acredita un 
menoscabo a la autonomía local reconoci-
da en la Constitución de la Ciudad y leyes 
locales inferiores. Dicha acción fue acom-
pañada de una medida cautelar que fue 
otorgada en segunda instancia y en conse-
cuencia suspendió la convocatoria para la 
inscripción a los Concursos formulada por 
la Comisión de Selección de Magistrados y 
Escuela Judicial del Consejo de la Magistra-
tura de la Nación. Para fundar su decisión la 
Cámara sostuvo que el régimen establecido 
mediante la ley 26.993 aparece como sus-
ceptible de incidir en la competencia juris-
diccional atribuida a la Cámara Contencio-
so Administrativo y Tributario de la Ciudad 
en el sentido alegado por la actora (13).

En consecuencia, la justicia nacional 
en lo comercial mantuvo la competencia 

emanada del art. 43 bis del dec. 1285/1958, 
aún vigente, el cual dispone que los jue-
ces nacionales de primera instancia en lo 
comercial de la Capital Federal conocerán 
en todas las cuestiones regidas por las le-
yes mercantiles cuyo conocimiento no 
haya sido expresamente atribuido a los 
jueces de otro fuero. Conocerán, además, 
en los siguientes asuntos: a)  Concursos 
civiles; b)  Acciones civiles y comerciales 
emergentes de la aplicación del decreto 
15.348/1946, ratificado por la ley 12.962; 
c)  Juicios derivados de contratos de loca-
ción de obra y de servicios, y los contratos 
atípicos a los que resulten aplicables las 
normas relativas a aquellos, cuando el lo-
cador sea un comerciante matriculado o 
una sociedad mercantil. Cuando en estos 
juicios también se demandare a una perso-
na por razón de su responsabilidad profe-
sional, el conocimiento de la causa corres-
ponderá a los jueces nacionales de primera 
instancia en lo civil de la Capital Federal.

Tampoco había afectado su competen-
cia la autonomía de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, ya que por imperativo 
del art. 8º de la ley 24.588 la justicia nacio-
nal ordinaria de la ciudad de Buenos Aires 
mantendría su jurisdicción y competencia 
continuando a cargo del Poder Judicial de 
la Nación, al menos, hasta que operara un 
convenio de transferencia de competen-
cias entre la Nación y la Ciudad.

En consecuencia, todo se mantuvo sin 
cambios hasta que en el año 2019 la legis-
latura de la Ciudad de Buenos Aires deci-
dió dotar de la competencia en relaciones 
de consumo a 6 de sus 24 juzgados del 
fuero contencioso administrativo y tribu-
tario modificando el art. 41 (14) de la ley 7 
(ley 6286). Luego sería modificado por la 
ley 6485 estableciéndose que la justicia en 
lo contencioso, administrativo y tributario 
y de Relaciones de Consumo está integrada 
por veintisiete [27] juzgados. Veinticuatro 
[24] de ellos entienden en todas las cuestio-
nes en que la Ciudad sea parte, cualquiera 
fuera su fundamento u origen, tanto en el 
ámbito del derecho público como del de-
recho privado. Los tres [3] restantes entien-
den en forma exclusiva en todas las causas 
que versen sobre conflictos en las relacio-
nes de consumo, regidas por las normas 
nacionales de defensa del consumidor y 
de lealtad comercial, sus modificatorias y 
complementarias, los artículos 1092 y 1096 
del Código Civil y Comercial de la Nación, 
el Código Procesal de la Justicia en las Re-
laciones de Consumo y toda otra normati-
va general o especial, nacional o local, que 
se aplique a las relaciones de consumo.

Tiempo después, en marzo de 2021, dic-
taría el Código Procesal para la Justicia en 
relaciones de consumo (ley 6407), el cual 
al entrar en vigor un mes después determi-
naría las competencias territoriales de los 
juzgados en relaciones de consumo.

Desde allí en adelante, en los hechos, 
los consumidores en CABA se beneficia-
ron con la posibilidad de poder optar entre 
dos fueros de distintas jurisdicciones, para 
avanzar en sus reclamaciones, sin que exis-
ta limitación alguna para ello. La opción 
resultó ser entonces entre la Justicia en re-
laciones de consumo de la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires, o la Justicia Nacional 
en lo Comercial de la Capital Federal.

V. El caso en cuestión

Sin embargo, la pacífica convivencia se 
ha visto recientemente afectada. Aunque 

tardó en llegar se ha desatado un conflic-
to de competencias en un proceso iniciado 
ante la justicia local de CABA.

Una consumidora interpuso demanda 
contra FCA SA de ahorro para fines deter-
minados persiguiendo el pago de una mul-
ta por el atraso en la entrega de un rodado 
adquirido a través de un plan de ahorro.

La empresa proveedora contestó deman-
da sin consentir la competencia, exponien-
do que planteaba la incompetencia del fue-
ro porteño y que en tiempo y forma había 
ingresado un reclamo inhibitorio ante la 
Justicia Nacional en lo Comercial.

De la presentación efectuada surge que 
no solo planteo una inhibitoria tendiente a 
obtener la declaración de competencia por 
el Juzgado Nacional en lo comercial, sino 
también, planteó la inconstitucionalidad 
del art. 5º de la ley 6407 por cuanto lo con-
sideraba dictado en un exceso de las facul-
tades de la Legislatura de la Ciudad de Bue-
nos Aires y contrario a normativa nacional 
de mayor jerarquía.

El art. 5º, como antes mencionara, re-
sulta ser justamente el que determina la 
competencia territorial de la justicia en re-
laciones de consumo de CABA en los casos 
que el reclamo fuera iniciado por un con-
sumidor.

El Juzgado Nacional en lo Comercial 
Nº 28 dispuso que previo a resolver debía 
ser escuchado el Sr. Fiscal. En su dictamen 
el Fiscal solicitó el rechazo de la pretensión 
y del planteo de inconstitucionalidad.

Sostuvo que la vía procesal elegida resul-
taba ser formalmente improcedente, dado 
que tanto el ordenamiento de la CABA 
como el CPCCN establecen que la inhibi-
toria queda reservada para casos de jueces 
de distintas circunscripciones, y no cuan-
do ambos jueces se encuentran dentro 
del ámbito de la Capital Federal. En dicho 
caso, la vía adecuada resultaba ser la decli-
natoria que debía ser interpuesta ante el 
propio Juez porteño.

La Sra. Jueza realizó un exhaustivo repa-
so de los antecedentes históricos y norma-
tivos.

Sin ánimo de reiterarme he reservado al-
gunas particularidades de los antecedentes 
para adicionarlos en esta oportunidad.

Así fue es que la Sra. Jueza explica que 
mediante la ley 6286 la Legislatura de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires dotó a 
6 de sus 24 juzgados contencioso adminis-
trativo y tributario con la competencia en 
relaciones de consumo y que lo hizo ex-
presando en forma manifiesta que lo hacía 
hasta tanto le fuera transferida por parte de 
la Nación la Justicia Nacional en relaciones 
de consumo.

Luego de ello dictó el ordenamiento pro-
cesal necesario, ley 6407, que en su art. 5º 
otorga las competencias necesarias para la 
puesta en funcionamiento del fuero.

Volviendo en el tiempo agrega que en 
enero de 2017 se celebró un Convenio in-
terjudisccional de transferencia de la Justi-
cia Nacional en las Relaciones de Consumo 
entre el Estado Nacional y la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires. Dicho acuerdo fue 
celebrado ad referendum de su aprobación 
por el Honorable Congreso de la Nación y 
la Legislatura porteña. Esto último ocurrió 

meses después. La confirmación por parte 
del Congreso Nacional nunca se produjo.

Entendido ello, señala que el art 129 de 
la CN dispone que la Ciudad de Buenos 
Aires tendrá un régimen de gobierno au-
tónomo, con facultades propias de legisla-
ción y jurisdicción, y su Jefe de Gobierno 
será elegido directamente por el pueblo de 
la ciudad. Una ley garantizará los intereses 
del Estado nacional, mientras la ciudad de 
Buenos Aires sea capital de la Nación.

Esta ley ha sido la mencionada ley 24.588 
que como antes dijimos, establece que se 
mantendrán las competencias de la Justicia 
Nacional hasta tanto se celebren los acuer-
dos de transferencia correspondientes.

Por ello concluye que sin pasar por alto 
lo dispuesto por el art. 129 de la CN, hasta 
tanto no exista la transferencia de compe-
tencias, la Legislatura de la Ciudad carece 
de competencia para legislar a su respecto.

En consecuencia, decidió hacer lugar al 
pedido inhibitorio, asumir la competencia 
del proceso y a la vez declarar la inconstitu-
cionalidad no solo del art. 5º de la ley 6407, 
sino también del art. 41 de la ley 7.

Notificado el Sr. Juez de la Ciudad de tal 
resolución, procedió a rechazarla y a peti-
cionar la remisión de la causa inhibitoria 
para remitirla al TSJ para que decida el 
conflicto de competencia generado.

VI. Análisis

Entiendo que la sentencia (15) de la Sra. 
Jueza titular del Juzgado Nacional de Pri-
mera Instancia en lo Comercial Nº 28 re-
sulta sólida en sus argumentos y lógica 
en sus razonamientos. Tanto la decisión 
inhibitoria como la declaración de incons-
titucionalidad del art 41 de la ley 7 y de la 
ley 6407 se encuentran fundadas debida-
mente en hechos y derecho.

La única objeción que, respetuosamente, 
me permitiría realizarle se refiere a la injus-
tificada omisión en el tratamiento de una 
evidente falla formal en el planteamiento 
de una inhibitoria por parte de la provee-
dora demandada, cuando la normativa 
procesal no la habilitaba a proceder de tal 
modo. Tal extremo, a mi entender, podría 
ser incluso causa suficiente para invalidar 
el fallo porque no existió fundamento al-
guno que autorice la habilitación de la ins-
tancia, cuando evidentemente el planteo 
debió ser declinatorio y ante el Juez local.

Ante dicho fallo, y como anteriormente 
comenté, el Sr. Juez local de la Ciudad Au-
tónoma de Buenos Aires sostuvo su com-
petencia rechazando la resolución inhibi-
toria. Su resolución (16) busca mayormente 
justificar los motivos que llevaron a la Le-
gislatura porteña a dotar de la competencia 
en relaciones de consumo al fuero conten-
cioso administrativo y tributario.

Así fue como señaló que la jurisdicción 
nacional en materia ordinaria resulta me-
ramente residual, en tanto la competen-
cia para entender en dichas materias les 
corresponde a las jurisdicciones locales y 
que en ese sentido las competencias que 
actualmente ejerce la justicia nacional or-
dinaria, que vale reiterar, no son federales, 
deben ser transferidas a la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires. De esta forma, al igual 
que lo que ocurre en las jurisdicciones pro-
vinciales, estos asuntos deben ser resueltos 
por la justicia local (17).

(13) DE SANTA COLOMA, Federico - FERNÁNDEZ, 
Federico, “Diario Consumidores y Usuarios Nro. 48” - 
06/10/2015. La suspensión cautelar de la ley 26.993 y 
las competencias de la Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res en materia de defensa al consumidor.

(14) Corresponde al Art. 42 según el Texto Consolida-
do por Ley 6347, BOCBA Nº 6009 del 01/12/2020.

(15) “FCA SA de ahorro para fines determinados y 
otro c. Benítez María Fernanda s/Inhibitoria” Expte. Nro. 
20.564/21 Dra. María José Gigy Traynor 28/03/2022.

(16) Secretaría de Consumo 3 - Oficina de Gestión Ju-
dicial de Mesa de Entradas, “Benítez, María Fernanda c. 
FCA SA de ahorro para fines determinados y otros sobre 
relación de consumo”. Número: EXP 238316/2021-0 
Dr. Martín Converset 21/04/2022.

(17) Fallos: 338:1517; ministros Juan Carlos Maqueda y 
Ricardo Luis Lorenzetti, consid. 8º.
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Se fundó en el precedente “Corrales” así 
como el posterior fallo “Nisman” para jus-
tificar que el Máximo Tribunal ya ha efec-
tuado un categórico reconocimiento de las 
facultades jurisdiccionales de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y, en definitiva, 
de su autonomía.

Afirmó también que todo este razona-
miento se ve reforzado con el régimen de 
gobierno autónomo, con facultades pro-
pias de legislación y jurisdicción que le 
confiere el art. 129 de la CN y el carácter 
meramente transitorio de los tribunales 
ordinarios con asiento en la Capital Fede-
ral (18).

Que fue en ese contexto que el legisla-
dor porteño receptó la ausencia de los me-
canismos de protección que necesitaban 
los consumidores y usuarios en el ámbito 
de la Ciudad y a través de la modificación 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Ciudad (por medio de la ley 6286) dotó de 
competencia hasta seis [6] Juzgados de Pri-
mera Instancia de la Justicia en lo Conten-
cioso Administrativo y Tributario de la Ciu-
dad en materia de relaciones de consumo a 
fin de garantizar los derechos mencionados 
de los consumidores y usuarios porteños y 
que, seguidamente, sancionó la ley 6407, en 
cuyo anexo A, se establece el Código Proce-
sal de la Justicia en las Relaciones de Con-
sumo de la Ciudad de Buenos Aires, mate-
rializando así el mandato constitucional y 
convencional para asegurar sus derechos.

Creería, con el más alto respeto al Sr. Juez 
y su elevado criterio, que para resultar un 

contraargumento efectivo el fallo debió ir 
más allá y atacar la constitucionalidad de 
los arts. 6º y 8º de la ley 24.588.

Me explico.

El art. 8º, de la citada ley, estableció que 
la Justicia Nacional Ordinaria de la Ciudad 
de Buenos Aires mantendría su actual ju-
risdicción y competencia continuando a 
cargo del Poder Judicial de la Nación y la 
Ciudad de Buenos Aires tendrá facultades 
propias de jurisdicción en materia de ve-
cindad, contravencional y de faltas, con-
tencioso-administrativa y tributaría loca-
les.

El art. 6º dispuso que la transferencia 
únicamente podría perfeccionarse por 
convenio entre las jurisdicciones de la Na-
ción y la Ciudad.

Ahora bien, transcurridos más de 25 
años del dictado de la Constitución de 
la Ciudad, de la ley 24.588, y luego del 
dictado de numerosos fallos de la CSJN 
interpelando a los poderes políticos a 
concretar el traspaso de competencias, 
las razones invocadas por el Sr. Juez local 
cobran relevancia para considerar que 
los arts. 6º y 8º de la ley 24.588 han sido 
alcanzados por una inconstitucionalidad 
sobreviniente.

Dentro de ese contexto, y en lo que 
aquí interesa, la Corte ha declarado en 
numerosos precedentes (19) la incons-
titucionalidad de ciertas normas sus-
ceptibles de ser consideradas legítimas 

en su origen pero que pudieron haberse 
tornado indefendibles desde el punto de 
vista constitucional con el transcurso del 
tiempo y el cambio de las circunstancias 
objetivas relacionadas con ellas. Ha con-
siderado que el principio de razonabi-
lidad exige que deba cuidarse especial-
mente que los preceptos legales man-
tengan coherencia con las reglas consti-
tucionales durante el lapso que dure su 
vigencia en el tiempo, de suerte que su 
aplicación concreta no resulte contra-
dictoria con lo establecido en la Consti-
tución Nacional (20).

Como bien sostiene el Sr. Juez local en 
el fallo mencionado, la Legislatura de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el 
contexto imperante bien pudo receptar la 
ausencia de los mecanismos de protección 
que necesitaban los consumidores y usua-
rios en el ámbito de la Ciudad y considerar 
que los vecinos y todo aquel considerado 
consumidor y/o usuario en el ámbito de la 
Ciudad, necesitaban y reclamaban recibir 
un trato igualitario e idéntico al cual se en-
cuentran sometidos los habitantes de cada 
una de las provincias del Estado nacional 
para hacer valer sus derechos.

Desde esa óptica, y en ese contexto, plan-
tear la inconstitucionalidad sobreviniente 
de los arts. 6º y 8º de la ley 24.588 por cuan-
to limitaban injustificadamente la facultad 
reconocida a la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires en el art. 129 de la CN resulta una 
aplicación válida de los preceptos legales y 
antecedentes jurisprudenciales, especial-
mente de la CSJN.

VII. Conclusión

Lo cierto es que una vez más son los más 
débiles, en este caso los consumidores, 
quienes deberán soportar las consecuen-
cias de las disputas e intrigas políticas que 
durante más de 25 años han postergado la 
reorganización de la justicia en el ámbito 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

La situación actual resulta de una insó-
lita gravedad institucional. La posible con-
validación de la inconstitucionalidad de la 
competencia en relaciones de consumo de 
la Justicia de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires genera un estado de incertidum-
bre intolerable para un estado de derecho.

Esa incertidumbre seguramente se tras-
ladará a los operadores de derecho, dado 
que no sería exagerado preguntarse que 
podría ocurrir con los procesos en trámite 
ante la justicia de la CABA de convalidar-
se la inconstitucionalidad ya declarada. 
¿Serían remitidos a la Justicia Nacional 
en lo Comercial o continuarían excepcio-
nalmente su trámite hasta su culminación 
ante el mismo órgano jurisdiccional? ¿Si 
fueran remitidos, como se instrumenta-
ría una adecuación procedimental entre 
procesos tan diversos? De ocurrir esto, las 
dudas no serán pocas. Las certezas, al con-
trario, sí lo serán.

Por todo ello, resulta de imperiosa nece-
sidad que el TSJ, y en su caso la CSJN, se 
expidan sobre la cuestión con la mayor ce-
leridad posible, a los efectos de dar certi-
dumbre a todos los judiciales que acuden 
ante el fuero de relaciones de consumo de 
la Ciudad a reclamar y obtener justicia.

Cita on line: TR LALEY AR/DOC/2012/2022

1ª Instancia.- Buenos Aires, abril 21 de 
2022.

Considerando: I. Que, con fecha 1 de 
abril del corriente año, se recepcionó un 
oficio proveniente del Juzgado de Primera 
Instancia en lo Comercial 28, secretaría. 55, 
a través del cual se acompañó la resolución 
en donde la titular del tribunal aludido 
hizo lugar al planteo de inhibitoria intro-
ducido en el expediente COM 20564/2021 
“FCA SA de Ahorro para Fines Determina-
dos y otro c. Benítez, María Fernanda s/ in-
hibitoria” y se declaró competente para en-
tender en los presentes autos (v. actuación 
749515/2022).

II. Que, acto seguido, dictaminó el Sr. 
fiscal (v. actuación 776875/2022), quien 
se remitió a lo expuesto en la actuación 
2688148/2021, en donde entendió que este 
tribunal resulta competente para entender 
en las presentes actuaciones y, finalmente, 
se llamaron los autos para resolver (v. ac-
tuación 777595/2022).

III. Que, en lo que aquí interesa, es 
menester recordar que en el artículo 13 
del Código Procesal de la Justicia en las 
Relaciones de Consumo, en adelante CP-
JRC, se establece que “recibido el oficio 
o exhorto, el juez requerido se pronun-
ciará aceptando o no la inhibición. Sólo 
en el primer caso su resolución será 
apelable (…) Si mantuviese su compe-
tencia, enviará sin otra sustanciación las 
actuaciones al tribunal competente para 
dirimir la contienda y lo comunicará sin 
demora al tribunal requirente para que 
remita las suyas”.

IV. Que, liminarmente, corresponde re-
cordar que el consumidor es la persona 
humana o jurídica que adquiere o utiliza, 
en forma gratuita u onerosa, bienes o ser-
vicios como destinatario final, en benefi-
cio propio o de su grupo familiar o social, 
encontrando sus derechos una tutela es-
pecial prevista en el artículo 42 de la CN y 
en el artículo 46 de la Constitución local, 
en donde se reconoce la relación de con-
sumo y se ordena al Estado a través de sus 
“autoridades”, a promover la protección 
de estos derechos, a la calidad y eficien-
cia de los servicios públicos y a legislar 
acerca de los procedimientos eficaces y 
marcos regulatorios para la solución de 
los conflictos.

Por lo demás, la “sociedad de consumo” 
en la que estamos inmersos desde hace 
algunas décadas coloca a estos sujetos en 
una situación de debilidad y vulnerabili-
dad estructural en sus relaciones con los 
proveedores de bienes y servicios. Relacio-
nes que, en muchos casos, se encaminan 
en un sendero de conculcación de dere-
chos, incumplimientos, daños materiales e 
inmateriales, abusos y frustraciones, espe-
cialmente entre los consumidores de sec-
tores menos favorecidos.

No puede concebirse un sistema de pro-
tección y defensa de consumidores y usua-
rios si no se garantiza el derecho de acceso 
a la justicia, que constituye el reaseguro 
para la efectiva vigencia de los demás dere-
chos de los consumidores.

En este sentido, la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, ha referido que los 
usuarios y consumidores son sujetos par-
ticularmente “vulnerables” a los que el 
constituyente decidió proteger de un modo 
especial (CSJN, “Ledesma, María L. c. Me-

trovías SA”, Fallos: 331:819, sentencia del 
22/04/2008).

Sobre tales cimientos, en el leading case 
“Halabi” los calificó como “grupos que 
tradicionalmente han sido postergados, 
o en su caso, débilmente protegidos” y 
sostuvo que “la naturaleza de esos dere-
chos excede el interés de cada parte, y al 
mismo tiempo, pone en evidencia la pre-
sencia de un fuerte interés estatal para 
su protección, entendido como el de la 
sociedad en su conjunto” (CSJN, “Halabi, 
Ernesto c. PEN - ley 25.873 dto. 1563/04— 
s/ amparo-ley 16.986”, Fallos: 332:111, 
sentencia del 24/02/2009).

V. Que, en la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires —uno de los distritos más 
avanzados en materia legislativa—, la ley 
nacional 24.240 de defensa al consumi-
dor es aplicable junto con la ley 757, que 
establece el procedimiento administra-
tivo para la defensa de los derechos del 
consumidor y del usuario, brindando un 
adecuado marco protectorio para sus ha-
bitantes.

Sin perjuicio de ello, el mencionado 
régimen jurídico debe ser acompañado 
inexorablemente de un cauce procesal 
adecuado que garantice una tutela judi-
cial efectiva —mandato prescripto en los 
artículos 8º y 25 de la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos—, otorgán-
doles a estos sujetos el acceso a un ámbito 
propicio para la solución rápida y eficaz 
de los conflictos derivados de las relacio-
nes de consumo.

Así lo entendió la Corte en la causa “Mi-
zrahi”, al resolver que el fuero Contencioso 
Administrativo y Tributario de la Ciudad 
resultaba competente en la materia pese a 

tratarse de un conflicto entre particulares 
en razón de que la normativa local prevé la 
posibilidad de que en dicho fuero tramiten 
procesos sin que resulte necesario que una 
autoridad administrativa de la Ciudad sea 
parte (CSJN, “Mizrahi, Daniel F. c. Empresa 
Distribuidora Sur SA EDESUR s/ otros pro-
cesos especiales”, Fallos: 341:32, sentencia 
del 06/02/2018).

VI. Que el legislador porteño receptó la 
ausencia de los mecanismos de protec-
ción que necesitaban los consumidores y 
usuarios en el ámbito de la Ciudad y a tra-
vés de la modificación de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Ciudad (por medio 
de la ley 6286) dotó de competencia hasta 
seis (6) Juzgados de Primera Instancia de la 
Justicia en lo Contencioso Administrativo y 
Tributario de la Ciudad en materia de rela-
ciones de consumo a fin de garantizar los 
derechos mencionados de los consumido-
res y usuarios porteños.

Seguidamente sancionó la ley 6407, en 
cuyo anexo A, se establece el Código Pro-
cesal de la Justicia en las Relaciones de 
Consumo de la Ciudad de Buenos Aires, 
materializando así el mandato constitu-
cional y convencional para asegurar sus 
derechos.

VII. Que, llegados a este punto, cabe re-
saltar que los vecinos y todo aquel conside-
rado consumidor y/o usuario en el ámbito 
de la Ciudad, necesitan y reclaman recibir 
un trato igualitario e idéntico al cual se en-
cuentran sometidos los habitantes de cada 
una de las provincias del Estado nacional 
para hacer valer sus derechos.

Los consumidores y usuarios de la CABA 
tienen derecho a ser juzgados por sus pro-
pios jueces naturales, conforme el claro 

(18) cfr. arg. Citados en el fallo CSJN, Fallos: 338:1517, 
339:1342, 340:103, 341:32, 342:509, 342:533, entre 
otros.

(19) “Vega”, Fallos: 316:3104; “Valdez”, Fallos: 301:319; 
en Fallos: 303.524.

(20) Nota de jurisprudencia Inconstitucionalidad so-

breviniente Secretaría de Jurisprudencia de la CSJN ht-
tps://sjconsulta.csjn.gov.ar/sj/suplementos.do?metho-
d=ver&data=notas23 Septiembre 2021.

Texto completo de fallo de p. 12
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mandato consagrado en el artículo 129 
Constitución nacional. Ello, sumado a su 
derecho a ser juzgados por las institucio-
nes que ellos mismos se han dado median-
te la Constitución local.

A partir de la sanción de la ley 24.309 —v. 
artículo 2º, inciso d, apartado f— y de la 
incorporación al texto de la Constitución 
nacional del artículo 129, comenzó un 
nuevo camino constitucional, en cuanto 
se reconoció a la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires un perfil diferenciado del 
Estado nacional, de las provincias y de los 
municipios.

Con esta nueva realidad constitucio-
nal se establece un nuevo sujeto federal 
con facultades propias de jurisdicción, 
situación que fue reflejada por la Corte 
Suprema al señalar que “...la Constitu-
ción federal le reconoce a la Ciudad de 
Buenos Aires su autonomía...”. Allí, entre 
otras cuestiones, se exhortaba a las au-
toridades competentes que adopten las 
medidas necesarias para garantizar a la 
CABA el pleno ejercicio de las competen-
cias ordinarias en materia jurisdiccional 
(in re “Corrales, Guillermo G. y otros/ há-
beas corpus”, del 09/12/2015), y que fuera 
reiterado en sucesivos precedentes. Tal 
distinción es fundamental a los fines de 
resguardar la autonomía local.

La jurisdicción nacional en materia ordi-
naria resulta meramente residual, en tanto 
la competencia para entender en dichas 
materias les corresponde a las jurisdiccio-
nes locales.

Es menester distinguir que varios pre-
cedentes de la CSJN destacaron que “...si 
bien el carácter nacional de los tribunales 
de la Capital Federal pudo tener sustento 
en el particular status que esta tenía con 
anterioridad a la reforma constitucional 
de 1994, lo cierto es que, producida esta 
modificación fundamental, las compe-
tencias que actualmente ejerce la justi-
cia nacional ordinaria, que vale reiterar, 
no son federales, deben ser transferidas 
a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

De esta forma, al igual que lo que ocurre 
en las jurisdicciones provinciales, estos 
asuntos deben ser resueltos por la justicia 
local” (Fallos: 338:1517; ministros Juan 
Carlos Maqueda y Ricardo Luis Lorenze-
tti, consid. 8º).

En ese contexto, sostuvieron “[q]ue 
transcurridos ya más de veinte años de 
la reforma constitucional de 1994, resul-
ta imperioso exhortar a las autoridades 
competentes para que adopten las me-
didas necesarias a los efectos de garan-
tizarle a la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires el pleno ejercicio de las competen-
cias ordinarias en materia jurisdiccional” 
(consid. 9º de su voto conjunto). Asimis-
mo, es dable destacar que, con una nueva 
integración, la CSJN dictó un nuevo pro-
nunciamiento en el que el voto mayori-
tario de los jueces Juan Carlos Maqueda, 
Ricardo Luis Lorenzetti, Horacio Rosatti 
y Carlos Fernando Rosenkrantz, remi-
tiéndose al precedente “Corrales”, reiteró 
que “...a los efectos de dirimir cuestiones 
de competencia, no corresponde equipa-
rar a los tribunales nacionales ordinarios 
con los federales” y que “...en atención a 
que la Constitución federal le reconoce a 
la Ciudad de Buenos Aires su autonomía 
no puede sino concluirse que el carácter 
nacional de los Tribunales ordinarios de 
la Capital Federal es meramente transito-
rio...” (CSJN, “N.N. y otros s/ averiguación 
de delito - damnificado: Nisman, Alber-
to y otros”, CCC 3559/2015/16/5/1/RH8, 
sentencia del 20/09/2016, consid. 5º).

De lo antedicho se colige que el citado 
precedente “Corrales” (en el voto de los 
jueces Maqueda y Lorenzetti), así como 
el posterior fallo “Nisman” (en el voto de 
los jueces Maqueda, Lorenzetti, Rosatti y 
Rosenkrantz), representan un categórico 
reconocimiento de las facultades juris-
diccionales de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires y, en definitiva, de su auto-
nomía.

Establecido ello, cabe destacar que en la 
propia norma fundamental se reconoce de 
modo expreso el deber del Estado nacional 

de transferir la justicia ordinaria a la Ciu-
dad y de desprenderse por tanto de cual-
quier jurisdicción nacional por oposición a 
la local.

Así las cosas, una interpretación razo-
nable de los argumentos vertidos hasta 
aquí, permite arribar a la conclusión que 
los conflictos derivados de las relaciones 
de consumo entre particulares basados en 
el derecho común, como se da en el caso, 
deben ser zanjados en la recientemente 
creada Justicia de Primera Instancia en lo 
Contencioso Administrativo, Tributario y 
de Relaciones de Consumo.

Este razonamiento se ve reforzado con el 
régimen de gobierno autónomo, con facul-
tades propias de legislación y jurisdicción 
que le confiere el artículo 129 de la CN y el 
carácter meramente transitorio de los tri-
bunales ordinarios con asiento en la Capi-
tal Federal (cfr. arg. CSJN, Fallos: 338:1517, 
339:1342, 340:103, 341:32, 342:509, 342:533, 
entre otros).

No guarda coherencia y, contraría lo 
preceptuado por la CN y los antecedentes 
jurisprudenciales aludidos, que se reco-
nozca a una unidad federal autónoma el 
derecho a darse sus propias instituciones 
y a regirse por ellas (vg.: Poder Judicial) 
y simultáneamente se desconozca las fa-
cultades de la legislatura de la Ciudad de 
Buenos Aires de determinar la composi-
ción y competencia de la justicia local, 
una pieza clave de la jurisdicción (cfr. 
art. 42 de la ley 7 T. c.).

Lo expuesto, importa que no puede acep-
tarse la inhibición declarada por la titular 
del Juzgado Comercial, más aún cuando 
en la Constitución local se dispone que los 
tribunales deben adoptar las medidas per-
tinentes para “preservar la autonomía” de 
la Ciudad (art. 6º).

Una solución contraria no sólo coadyu-
varía a despojar por completo la compe-
tencia en la materia de los tribunales loca-
les, sino que además exacerbaría la vulne-
rabilidad existente de los consumidores y 

usuarios al colocarlos en una situación de 
desigualdad frente a sus pares de las pro-
vincias, ya que éstas solo han sido invitadas 
a adherir a la ley 26.993 que creó el Sistema 
de Resolución de Conflictos en las Relacio-
nes de Consumo, mientras que la Ciudad 
de Buenos Aires está alcanzada por sus 
preceptos de modo imperativo; circuns-
tancia que implica no solo la incertidum-
bre respecto de qué procedimientos deben 
seguirse en cada caso sino la posibilidad de 
enfrentar una duplicidad de trámites con la 
consiguiente prolongación de tiempos in-
necesarios en miras a la satisfacción de los 
derechos.

En mérito de lo expuesto, y compartien-
do el criterio adoptado por el Sr. fiscal del 
fuero y el Ministerio Público Fiscal de la 
justicia comercial, se resuelve: 1. Rechazar 
la inhibición dispuesta por la titular del 
Juzgado de Primera Instancia en lo Comer-
cial 28, secretaría 55 y, en consecuencia, 
mantener la competencia de este juzgado 
para entender en la presente causa. 2. Re-
mitir digitalmente los presentes actuados, 
en virtud de lo normado en el artículo 129 
de la CN, en el artículo 106 de la Consti-
tución de la Ciudad y en el artículo 13 del 
Código Procesal de la Justicia en las Rela-
ciones de Consumo, de conformidad con 
los argumentos expuestos por la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación en la causa 
“Bazán, Fernando s/ amenazas” (sentencia 
del 04/04/2019), al Tribunal Superior de 
Justicia de la CABA a fin de que dirima el 
conflicto de competencia suscitado. 3. Li-
brar oficio por secretaría —el que deberá 
diligenciarse mediante correo electrónico 
a dirigirse a la casilla oficial del tribunal 
aludido en el punto 1— para comunicar-
le lo aquí resuelto y con el objeto de que 
tenga a bien remitir al Tribunal Superior 
de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires 
la causa involucrada 20564/2021 “FCA SA 
de Ahorro para Fines Determinados y otro 
c. Benítez, María F. s/ inhibitoria”, confor-
me lo previsto en el artículo 13 del Código 
Procesal de la Justicia en las Relaciones de 
Consumo (vgr. “Bazán”). Regístrese y noti-
fíquese por secretaría al Ministerio Público 
Fiscal.— Martín M. Converset.

Tribunal Superior de Justicia  
de la Ciudad Autónoma  
de Buenos Aires
Acoso sexual. Juez competente

Debe declararse la competencia de la 
justicia local. Para que se configure 
el delito de abuso sexual previsto en 
el art. 119, primer párrafo del CP, este 
requiere necesariamente que se rea-

licen actos materiales que impliquen 
un contacto del cuerpo del autor con el 
de la víctima y, de los dichos de las de-
nunciantes no surge que le atribuyeran 
al imputado tocamientos o cualquier 
otro tipo de contacto físico con indu-
dable significación sexual, ni tampo-
co un accionar del acusado destinado 
claramente a tal fin (del voto del Fiscal 
General Adjunto, al cual el Tribunal re-
mite).

TS Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Mar-
tínez, Alejandro Martín s/67 2do párr. - aco-
so sexual en espacio público (agravantes), 
09/02/2022.

Cita online: TRLALEY AR/JUR/8754/2022.

Cuestiones abstractas

En virtud del archivo de las actuaciones por 
el art. 211, inc. a), del CPP de la Ciudad de 
Buenos Aires, no existe en la actualidad 

conflicto alguno que deba ser resuelto, 
puesto que devino abstracto.

TS Ciudad Autónoma de Buenos Ai-
res, “GGLE (sobre 1)  s/ incumplimiento 
de los deberes de asistencia familiar”, 
09/02/2022.

Cita online: TRLALEY AR/JUR/8738/2022.

Cita online: TR LALEY AR/DOC/2014/2022

Última instancia


